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ex.
VALIDEZ de los Incisos 1.' 1 a. del articalo 35* del Códlgs
PolitIce 1 unIctpal de Santander, espedido en 1869.
Acuzano DE L& Sunni. Con.
En BogotA a veintinueve de setiembre de mil ochocientos setenta
t tres, se cortstituy6 la Corte Suprema federal en Sala de acuerdo, con
asistencia del señor Majistrado Presidente, doctor José AL Rójaa
Garrido, i demas señores Majistndoe, doctores Manuel M. Eamíro,
César Cont4 Juan M. Pérez i JosflLVillarnizarG.; isetonió su
considoracion la solicitud que hacen Nepomnoeno Toscano, José María
Valenzuela i otros, para que Be suspenda el artículo 369 del C6digo
Político ¡ Municipal del Estado soberano de Santander.
El señor Majistrado doctor Ramírez present6 el siguiente pro,-
yeeto de
RESOLUC ION;
"Nepomuceno Toscano, José María Valenzuela, Guilermo Müller,
Gabriel G. Csseres, Nepomuceno Castro, Nicolas Orosoo iBaimupdo
Bodríguez, vecinos de Bucaramanga, i Podre $9f ng Mantilla, de Pie^
decuesta, se han dirijido a esta Corte solicitando que, en ejercicio de la
facultad que le concede el artículo fl do la Constitucion de la Union,
decrete la suspension de los incisos 1.0 1 2.° del artículo 359 del Código
Político i Municipal del Estado de Santander, ?8P1ido por la Asam-
blea Lejislativa en sus sesiones de mil ochocientos sesenta i nuevo,
como contrarios al inciso 4.° del artículo 8° de la aBtedicha Cionititu..
clon, que dice así: En obsequio de la integridad nacional, de la mar-
cha espedita de la Union i de las relaciones pacifloas entro loe
Estados, ¿atoe se comprometen.... 4° A no gravar con impuestos,
entes de haberse ofrecido al consumo, los productos que sean materia
do impuestos nacionales, aun cuando se hayan declarado libres do los
derechos de importacion; ni loe productos destinados a la esportacion,
cuya libertad mantendrá el Gobierno jeneral.
Los peticionarios acompañaron a su memorial varios documen-
tos pera comprobar que los Cabildos de los distritos do Bucaramanga
1 Rionegro, apoyados en loe incisos 1.0 i 2° del citado artículo 869,
habian aecretado el cobro de un derecho de pasaje por los puentes de
SuratS' i ¡ Carpintería,' sobre las cargas do mercancías estranjeras
que se iutroduoen, i sobro las de café, sombreros, quina i otros artícu-
los destinados a la esportecion que los puentes son de antigua data,
4 que fueron puestos al servicio del público sin que se cobrasen dere-
chos de pasaje.	 29
"Sustanciad; la relacionada solicitud, i agregado en copia autén-
tica el artículo de cuya suspension se trata, el Procurador do la No-
Su ha espresado su concepto en el sentido de que no se acceda e. lo
pedido; ¡la Corte, para redolver, entra a considerar el asuxit.
"El artículo 359 do que e trata dice: 'Los de.rechos do pasaje
por los puentes, cabuyas i domas vehículos de comunicacion que
corresponden & una ejudad, villa, parroquia o aldea, que se han exijido
hasta ahora, o se exijan en lo sucesivo conforme & las leyes, no podría
exceder de las cuotas siguientes:
'Veinte centavos por cada carga de efectos o mercancías es-
tranjetas;
'Diez centavos por cada carga de electos valio8os o manulactira-
doe del país;
'Cinco centavos por cada srga de granos, legumbres &c.;
'Cinco centavos por una persona a caballo:
'Dos i medio centavos por una persona a pié, por una cabeza de
gando iporuna bestia suelta;
'1 así lo domas en la respectiva proporcion.
"El articulo copiado, como se ve, no establece el cobro de ningun
impuesto: limitase a fijar las cuotas que pueden exijirse pór loe pasajes
do puentee, cabuyas i domas vehículos de comunicacion correspondien-
tes a las ciudades, villas, parroquias i aldeas; pero como para el caso
es indiferente que la Lejislatura del Estado decrete el impuesto o que
autorice su establecimiento a las corporaciones municipales, &beee
¿,ade luego examinar si aquella disposicion es violatoria del inciso 4°
del artículo 8.° de la Constitucion.
"La Corte no ectima que deban cozdundirse los derechos que se
cobran en romuneraclon de un servicio, con los impuestos que se esta-
blecen sobre determinados objetos sin consideracion alguna o por solo
el destino que se lee d U derecho que so cobraat pasar por un
puente o cabuya, no ea propiamente un impuesto sobre la industria o
propiedades del pasajero, amo el precio del servicio prestado por el
puente o cabuya, cuya construccion 1 sostenimiento presupone la
mversion de un capitaL Si no se levantaran puentes sobre los rios,o
no se facilitan por otros medios su pasaje, necesariamente se imposi-
biitaria el tráfico o se arunentaria considerablemente el gasto do
oonduccion de los artículos, i el consumidor tendria que pasarlos mas
caros indudablemente.
"Consideraciones acaso m.ínos fuertes decidieron al Senado de
Plenipotenciarios a declarar, por resolucion de 81 de mayo de 1870,
válido el inciso 5ø del artículo 19 de la leí de 9 de setiembre de 1867,
del Estado soberano de Cundintnisrca, 'sobre oonaervacion ¡ mejora
do las risa oentralee,' en cuanto gran, por razon de poje, con diez
centavos de peco cada carga do sal do los particulares, por no estimar-
le contrario al espíritu de la Constitucion nacional; pues si bien es
cierto que se necesitan erogaciones pan mantener los caminos en
buen estado, ique el derecho do peaje se exije como remnneracion del
servicio, enlo cual se fundó el Senado para declarar lavalidez de la
dsspociou supracitada, no es xa6nos evidente que las mismas i aun
mayores consideraciones pueden presentaras en apoyo de toda dio
sicion por la cual se erija alguna cuota a los que hagan uso dell
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puentes, cabuyas, &o., establecidos para la mayor fiiidad i comodidAd
-del tráfico.
"Por estas consideraciones, la Corte Suprema federal, adminia-
bando justicia en nombre de los Estados Unidos de Colombia ipor
autoridad do la leí, resuelve no suspender, como no suspende, loe
incisos 1.0 i 2.° del artículo 859 del C6digo Político i Municipal del
Estado soberano de Santander, por no estimarlos contrarios al Inciso
t° del artículo 8.0 de la Constitucion nacionaL Publíquese en el
'Diario Oficial' esta decision i remítase copia de olla al Poder Ejecu-
tivo del Estdo de Santander, paséadoee al Senado de Plenipotencia-
ríos el espediente orijinal para su decision ulterior, dejándose en la
Secretaría la copia respectiva."
Discutido que fuá el aziterir proyecto, la Corte lo aprobó por
tmsnimidst
1 como no hubiera otro asunto de qué ocuparse, se concluyó el
presente acuerdo, que firman el señor Majistrado Presidente i damas
señores Majistrados con el infrascrito Secretario.
El Presidente, Josi M. Rdnz G&nzno—Misun E Ratsz-
Oteas CONTO-4. M. PtBfl—JOSÉ E VTTLASTIAR G.—El Secreta-
río, Safad E. Santander.
Es copia conforme.—Bogotá, treinta do setiembre de mil ocho-
cientos setenta i trea.—El Secretario, Wad .E. Santander.
Inom nz u COXISTON DEL SENADO.
Ciudadanos Senadores Plenipotenciarios.
Vuestra comision de inspeccion de los actos de las Lejislaturas de
los Estados ha examinado la solicitud que los señores Neponniceno
Toscano, José María Valenzuela, Guillermo Müller, Gabriel O. Cásse-
res, Nepomuceno Castro, Nicolaa Orosco i Raimundo Rodríguez, ve-
cinos de Bucaramanga, i Pedro Elías Mantilla, de Piedecueata, diti-jieron en el mes de mayo del año pr6xixno pasado a la Corte Suprema
federal, pera que, en ejercicio de la facnlbat.qne Le ooneeda elar-
«onlo 72 de la Oonstitucion nacional, decretam la a de lo.
usos 1.0 i 2.° del artículo 869 del Códigó Etieci.
- 
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Estado Soberano de Santander, cepedido por la AsambMaT7satava
en sus sesiones de 1869, por estimarlos contrarios al inciso 4. del, a
tícnio 8.° de la mencionada Constitucion.
El artfculo869 del referido Código de Santander, que en. copia
autorizada está agregado al espediente, dice lo que sigue: "Loe dére.
chos de pasaje por los puentes, cabuyas i, demas vehlculos.de
nicadon que corresponden a una dudad, ulla, p arroquia o ai&s; que
se han exijido hasta ahora, o se exijan a lo sucesivo contorne a las
leyes, no podrán exoeder de las cuotas siguientes: Veinte oeMavos wr
cada carga de efectos o mercancías estranjeras; dios ceñtans por
cada carga de efectos valiosos o manufactinados da} país; dnoo cen-
tavos por cada carga de granos, legumbres, &o.; cinco ocxtavos por
una perneta & caballo; dos i medio centavos por uva persona a pié,
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por una cabeza de ganado i por una bestia suelta; i así lo ¿anas
Ja respectiva proporcion."
fla disposicion constitucional que los que representaron coSde-
ron infrmflji{a, ea
"Art. 1' En obsequio do la integridad nacional, de la marcha
espedita do la Union i de las relaciones pacíficas entre loe Estados,
éstos se comprometen.... 4.° Ano gravar con impuestos, ántes do
haberse ofrecido al consumo, los productos que sean materia de ini-
puestos nacionales, aun cuando so hayan declarado libres da los dar.-
oboe de importacion, ni ]os productos destinados a la ctportacion, cuya
libertad mantendrá el Gobierno jenerat"
Loa ciudadanos que representaron han juzgado inconstitucional
dicho artículo 359 del Código Político i Municipal de Santander, por.
que, en virtud de lo que en el se establece, las Corporaciones munici-
jaleo de los distritos de aquel Patada pueden muí bien decretar, i losCabildos de Bncaramanp i Rionegro han decretado 7a, respectiva-
mente, el cobro de pasaje por los puentes de "Surath 'i "Carpinte-
ría," de las cargas que los atraviesan o cruzan, sin esceptpar las que
se compongan de efectos eatTanjeroa, que son materia do impuestoa
nacionales, ni las de produccion nacional, destinadas a la esportacion,
cuya libertad ea de cargo del Gobierno de la tlnion mantener o hacer
efectiva.
Vuestra comision considera que ha¡ diferencia esencial entre un
Impuesto o contribucion jeneral i la cuota que se erijo ¡ paga por
pasar un puente. La contribunion que es jenerai, pues con este carc-
ter ea que puede establecerse, para que afecte a todas las personas
que se encuentren oolocadae en itAM mismas o iguales circunstancias
o condiciones, ea un atributo de la soberanía; so impone con el objeto
de crear recursos para sostener la adininistracion de los negocios co-
munes, i no está al arbitrio de los que deben ser contribuyentes pagar
0 no pa la. contribucion, sino que lea es forzoso lo primero, si tienen
medios de hacerlo, so pena de verse ejecutados ¡privados dolos bienes
que haya lugar a embargprles.
Lo que se cobra por pasar un puente no es una contribucion pro-
piamente dioha, sino la retribucion o indemnizaciou del servicio que
presta el duaña o. administrador del puente al que, sin haberlo oestes-
do, se aproseoha do él para pasarlo o hacer pasar sus animales i tez-
gas. A nadie se obliga a servirse de los puentes que estén colocados
en ciertos puntos do tránsito, ni a pagar cuota alguna, aunque no se
sirvan de ellos; de modo que os justo indemnizar a la persona o enfa-
dad pollüca queinvierto algun capital para ofrecer alostranseuntesun
vehículo cualquiera que lea proporciona ventajas i comodidades i les
hace méxico dispendioso i molesto el trnaito.
Por rezan idéntica no es contribucion lo que se exijo en las ofin-
nas postales por conducir una carta o un pliego de un punto & otro.
so oblip a los particulares a consignar su correspondencia en
dichas oficinas; pero los quo espontáneamente la consignan, deben
indemninr el someto que presta el correo.
Fa tierra do las precedentes consideraciones, vuestra eoxiision
termina opinando del mismo modo que lo hizo la Corte Suprema fede-
ya), esto es, que no son contrarias a la Conatitucion las disposiciones
acusadas, i proponiéndoca que adoptS el siguiente proyecte de
l.IiRi)I
El Sanado de Plenipotenciarios, en ejercicio de la atribucion 5•
del artículo 51 de la Constitucion política de los Estados Unidos de
Colómbia, declara definitivamente válidos los incisos 1.0
 ¡ 2.0 del
artículo 359 del Código Político i Municipal del Estado soberano
de Santander, ospedido por la Asamblea Lojislatita Cli 505 sesiones
de 1869, por no considerarlos contrarios a la mencionada Conatitucion.
Bogot4 a 12 do marzo do 1874.
Msiugr. EZEQUIEL CORRILF&
—AGU8TrJ Amas.—J. s9nCEZZ.
Becado de Pleolpotenelsrtos—Bogott, marzo 26 di 1874.
IA anterior resolucion ha sido adoptada en la forma reglamentaria,
en loe chas 23 i 26 del corriente, por el Senado de Plenipotenciarios.
Publíquese, junto oon el informo, en el periódico oficial, i co-
muníquese.
El Presidente Piste AnostEflA.
U Secretario, Jw1(o E. Pires.
OXI.
NULIDAD del decreto n*mero 68 del Estado soberano del Cau-
ca, de 26 de octubre de 18739
 sobre auxilio para construir Ha
iglesia ea el distrito de iUorélei.
Acvznno DE 1.1 Sunas Coarg.
En Bogotá, a veintisois do enero do mil ochocientas setenta i cua-
tro, se constituyó la Corte Suprema federal en sala de acuerdo, con
asistencia del amor Majistrado Presidente, doctor José IL Rójas
Garrido, i demas señores Majiatrados, doctores Manuel M. Ramírez,
Joad María Villftmizar O., Manuel María Madiedo i Rafael Recia O.;
i se tomó en coneideracion la solicitud que hace el señor Procuradorjeneral do la Nacion para que se auspeuda el decreto número 68, espe-
dido por la Lejislatura del Estado del Cauca, fecha 30 de octubre
último, por el cual se cedo al distrito de lioMIes el derecho de degüello
para la oonstruecion de una iglesia.
El señor Majiatradó doctor Vilamizar G. presentó el siguiente
proyecto de
ROLVc1ON.
"Vistoe.—El señor Procurador jeneral de la Nacion echa dirijido
a este Supremo Tribunal solicitando que suspenda la ojocucion del
decreto, lWativo número 68, do 30 do octubre do 1873, que eepidió
a
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h Lejislatura del Estado del Cauca, i se halla inserto en el número 18
del "Rejistro Oficio]," de que se acowpaS un ejemplar autenticado
por ci señor Secretario de lo Interior i Eelacionea 'F.steriores.
"El texto del decreto es como sigue:
, Artículo L° C6denae al distrito de Moráles, por el término de
cuatro años, los derechos de deüdBo que se cobran por menta del
Estado en dicho distrito, para aplicarlos esclusivameate a la oriskuo-
cion do una iglesia.
'Artículo 2,0 El Proídcnte del Estado dictará las ptovidenciaa.
necesarias para qne tenga cumplimiento lo dispuesto en el ardonlo an-
terior; i corresponde al cabildo de dicho distrito cuidar que las
cantidadesue se recauden se apliquen con regularidad si objeto a que
lío destinan, i disponer que se lleve cuenta comprobada de su inversion.'
"Piensa el Procurador que lasdisposiciones trascritas son contra-
risa al parágrafo del artículo 23 de la (krnstitucion nacional, que dice:
'Para los gastos de loe cultost e establecidos o que so esta blezcan en
los Estados Unidos, no podrán imponerse contribuciones. Todo culto
se sostendrá oon lo que los respeotivoe relijionarios sninitren ve,-
luzitarismente.'
"Basta, en efecto, la simple lectura de las disposiciones que
acaban de ser copiadas, para advertir que la ici del Cauca se halla en
contradiccion evidente con el precepto constitucional; pues la primera
deetina nos parte de las rentas públicas formadas con las contribu-
ciones forzosas impuestas por la leí a los miembros del Estado, a un
servicio que, segun lo prescribe la Constitucion, debo ser atendido con
las contribuciones voluntarias do los respectivos relijionarios.
"Por tanto, la Corte Suprema federal, administrando justicia en
nombre do los Estados Unidos de Cóloinbis i por autoridad de la lei,
suspende la ojocucion del decreto número 68, do fecha 30 de octtbre
de 1873, espedido por la Lejislatura del Estado del Canoa.
• 'Rouiftase el espediente al Senado con copia de cato acuerdo;
cornuníqueBe al Presidente del Estado del Cauca, i publiqaese por
la imprenta."
Discutido que fué el antcrior proyecto, la Corte lo aprob6 por
unanimidad.
1 como no hubiera otro asunto de qué ocuparse, se concluyó el
W!Sente acuerdo, que firman el señor Majistrado Presidente i domas
sonoros 3lajiatrados con el inlrn.sçrito Secretario.
El Presidente, JosQ M. R6sAS Gjirnmo.—M*.zwzr. M. RatitEz,-
JosÉ M. VrLtsiiuza G. —RAnEv ROeRÁ. G.—MA!lu MARCA Ms-
pio.—El Secretario, Rafael E. Santander.
Es copia oo»forme.—Bogotá, 29 de enero de 1874.
El Secretario, Rajad E. Santander.
LWOBKE DE Lb. OOXEIolI DEL SENADO.
Ciudadanos Senadores.
La Leislatnra del Estado soberano del Canoa eepidió en 28 de
octubre iSitimo, i el Poder Ejecutivo del tnirnØ Estado sancion&en
31 del propio mes, el decreto número 68, que se -halla pabflcsrlo. en el
-231—
número 18 del "Rejiatro Oojal," órgano do dicho Gobierno, revestido
de la correspondiente nota de autenticidad, por el cual se ceden al
distrito de Morales (rnunicpio de Popayan), por el término do cuatro'
dos, los derechos do deguello que se cobran por cuo6ta del Estado
en s9nd distrito, para aplicarlos esclusivamente .a la construccion de
unaiglesia.
El Procurador jeneral de la Nacion solicité de la Corto Suprema
federal, en uso do sus atribuciones constitucionales, en 31 do diciem-
bre de 1873, la suspension del mencionado acto lojislativo, por consi-
derarlo contrario al parágrafo único del artículo 23 do la Constitucion.
Apoyándose en el mismo fundamento, la Corte Suprema suspendió
el decreto de que se trata, i decidi6 enviar al Senado de Plenipoten-
ciarios el espediente creado, a fin de que esto cuerpo decida definiti-
vamente acerca do la validez o nulidad del acto mencionado, como
contrario a la leí fundamental do la República.
1 los infrascritos,que juzgamos evidente la pugna que ensto
entre el acto de la Lojislatura del Cauca, de que se ha hecho referencia,
1 el texto oonstituoional citado, os proponemos el siguiente proyecto do
RESOLUCT0N.
"E! Senado do Plenipotenciarios,
« Que el decrete número 68, ospedido por la Lejislatura del Estado
soberano del Cauca, en 26 de octubre ultimo, sancionado por el Poder
Ejecutivo en 31 del mismo, autiliztndo al distrito do Morlee
la construccion do una iglesia, es contrario al parágrafo único del
artículo 23 de la CouRtitucinn, en virtud del cual no es permitido im-
poner contribuciones para los gtstos do los cultos establecidos i quo
se establezcan en los Estados Unidos, los que han de sostenerse con
Øflfl)lfliR&O5 voluntarios;
"En uso de la facultad que lo está conferida en el inciso 5.°,
 ar-
tículo 61 de la Consütucion,
"Declara nulo el decreto adinero 68, espedido por la Lojislatura
del Estado soberano del Cauca en 26 de octubre último, i sancionado
en 31 del mismo mes por el Poder Ejecutivo, auxiliando al distrito do
Mor1es (municipio de Popayan) para la cunstruccion de una iglesia."
Bogotá, marzo 21 de 1871
Ciudadahos Senadores.
MARm Ezma ConiXrsa—Aousn ÁnLka t JAcoso SIÑcn
Senado de Plenlpoteucttrfos.—IiogoU, 81 de marzo de 1874.
la anterior resolucion fuó adoptada por el Sona<W len la forma
provenida por el Reglamento, ion las sesiones de 1€ diaa2Si3l
del corriente.
Comuníquese i pnblíquea
ti Prssddante, Ptn4o Anm&.
ElSocretario, Jadio E'Pb
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CXII.
VALIDEZ del inciso 3, del articulo ITt del Cédig. Civil de
Cu.dinanaarca.
Aavmtno DE Li Con Bunzn rinaBa.
En . Bogotá, & veinte do agosto de mil ochocientos setenta ¡ tres,
so constituyo la Corte Suprema federal en Sala de acuerdo, con asis-
tencia del señor Majistrado Presidente, doctor Joeá María Béjas
Garrido, ¡ domas señores Maistrados, doctores Manuel M. Ramírez,
C4ear Conti Juan M.ProziJos4 María ViIlismizara,isetotn6en
consideracion la solicitud hecha por Heliodoro Jaramillo para que
la Corte suspenda la 3? causal do divorcio que trata de las injurias de
palabra que hacen imposible la vida conyugal, sagun lo proscribe el
artículo 176 del C6digo Civil del Estado soberano de Cundinamarca.
El señor Majistrado doctor Villarnizar G. presentó el siguiente pro-
yoctode
soLvctoN:
"Vistos—HeIiodoro Jaramillo ha solicitado de la Corte que sus-
penda la ejecucion del inciso 3.°, articulo 176 del Código Civil de
Cundinamarca, en cuanto señala como causal de divorcio, entre otras,
lasgraves i frecuentes injurias ¡ los ultrajes de palabra que hacen ini-
posibles la paz¡ el sosiego domésticos.
"Oído el dictznen del Procurador jeneral de la Naden, favoráble
a la lei cundinamarquesa, i terminada la sustanciaoion que para el caso
establece el Código Judicial, va la Corte a dictar la resolucion que le
correspondo.
"Las razones en que el peticionario apoya su solicitud son, en
sustancia, las siguientes:
"Que estando garantizada a los residentes i transeunte en Co-
lombia la libertad deespresar sus pensamientos do palabra o por escrito,
sin luzutacion alguna, él uso que se haga de la palabra habl&la o es-
crita, cualquiera que 41 sea, no apareja responsabilidad ninguna civil
ni criminal ; que el delito de injurias, tal como se hallaba deñnido en
el Código Penal, se cornelia por medio de la palabra i Be castiga en los
cónyujca con el divorcio, que ea una verdadera pena, pues el artículo
194 del Código Civil do Cundinamarca llama criminales las causas por
que Ruede 1'edir8e i obtenerse la separacion; que habiendo dejado de serla injuria un delito en todos 108 domas casos, no debe subsistir como
tal i aparejas pena tratándose do las relaciones entre consortes, pues
no es penmtido hacer distinciones donde la leí no distingue.
"La anterior argumentacion reposa, corno so ve, en el supuesto de
que el divorcio se ha establecido como castigo al cónyuje que da lugar
a él, lo cual no es exacto, a juicio de la Corte.
":Es cierto que lainjunaestaba exijidaen delito por lslejislaeion
de Cundinamarca, pero no se caatgaba qçn el divorcio cuando aquella
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falta se cornetia entro cónyujes, lo que-demuestra que no fné por ser
delito por lo que so incluyó entre las causales de que trata el artículo
176 del Código Civil, tino porque, como allí mismo se dice, his graves
i frecuentes injurias pueden hacer imposibles la paz i el sosiego dom-
t.icos. En considoracion tan solo a los resultados que podia ser capaz
de producir en la sociedad doméstica la causa rotonda, so le asignaron
efectos puramente civiles, fin que por eso so coarto o restrinja en lo
mínimo la libertad de quo habla el inciso 7.°, articulo 15 de la
Constitucion.
"Los derechos individuales que, segun este artículo, el Gobiernojeneral i los Gobiernos de los Estados tienen el deber do reconocer
Í garantizar, son los llamados inmanentes, o sea los que pertenecen
al hombre como individuo de la especie humana i son inherentes a su
naturaleza. Mas los que nacen do las múltiples ¡ complicadas relaciones
civiles entre los azocados, no fueron materia do ninguna provision
constitucional.
"Ásí, en lo tocante a contratos, por ejemplo, pueden los Estados
darles existencia legal, sometiéndolos, en cuanto a su celebrMiou i efec-
tos, a las formalidades i prescripciones de Ja le¡, o dejar el arreglo de
todo lo que a ellos concierne a la voluntad ¿e los interesados, i su cum-
plimiento a la fe privada de los mismos. Los derechos i las obligaciones
que los contratos producen son, pues, mora oreacion de la lei en cuan-
to ella da o rohusasu sanción para hacerlos efectivos; i, consiguientemen-
te, el lejisladrir es libre tnmbien para determinar las causas de estincion
de tales derechos i de las obligaciones correlativas. Esto. ea lo que ocu-
rre en el caso de la lei do Cundinamaca que so examina.
Establecido el matrimonio como institucion de derecho civil, se
fijaron las condiciones mediante las cuales seria reoonocido i subsisti-
na óon fuerza obligatoria para los contrayentes, como así mismo las
causas de soparacion o divorcio¡ do disolucion do la sociedad conyugal.
La leí, en vez de permitir, como pudo, la separacion por la sola volun-
tad do alguno de los cóuynjcs, quiso quo no so efectuase sino por moLí-
vta determinados de carqter grave, capaces de turbar la paz dornásti-
ca i desorganizar la familia, contrariando los fines conque el matrimonio
se ha establecido.
"A. mérito de lo espuesto, la Corte Suprema federal, administrandojusticia en nombro de los Estados Unidos de Colombia i por autoridad
de la lef, declara que el inciso 3.° del artículo 176 del Codigo Civil d
Cundinamarca no es contrario a disposicion ninguna do la Constitucion
nacional, en la parte que señala como causa de divorcio las graves i
frecuentes mjnrias entro los cényujes, i Be abstiene de suspenderlo.
'Comuniqnsse al Gobernador del Estado de Cundinamarca, pu-
bliquase i dése cuenta al Senado de Plonipotenviarios."
Discutido que fué el anterior proyecto, la Corte lo aprobó por los
votos de los señores Majistrados doctores Ramírez, Conto, Pérez i
Villami'rar G.
El señor Majistrado doctor R6jas Garrido salvó su voto en los
términos que pasan a esEresane:
El infrascrito Mapatrado no está de acuerdo con sus honorables
colegas en la decision anterior, ¡ por ceo' salva su voto, fundado en las
razones siguientes;	 30
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"El número 701 artículo 15 de la Constitucion, garantiza el dne.
olio individual do la espresion del pensamiento en estos términos:
7. 0 La libertad de eeresar sus pensamientos, de palabra o por
escrito, sin limitados alguna.
"En virtud do este derecho ilimitado desapareci6 el delito de
injurias consistente en la 7xzlabra. dicha, por constituir ella una simple
espresion del pensamiento, la cual en lo criminal estaba limitada oca
la prohibicion de la le¡ que orijia en delito la injuria do palabra.
«si esta esprosion, que ya no es delito, fuera causal de divorcio,
se hallara prohibid» por una ini civil, ile. espresion del pensamiento
por medio de la palabra tendria ese límite legal contra lo establecido
en la Constitución, que la reconoce sin limitacion alguna..
"Toda causal de divorcio que no provenga de la voluntad simul-
tánea de bis contrayentes en el acto de verificarse, es una obligacion
que la lei impone al c6nynje que no quiere divorciaras; si esta ob]i-
gacion se deriva de la espre8zon de un ~mi~, la espresion oeS
Eporque el derecho tiene su limite donde la obligacion comien-
za. Las obliaciouos, sean civiles o penales, entrañan siempre algunaprohibición, i las prohibiciones limitan los derechos.
'Si el derecho, pues, es ilimitado, como en el caso presente, res-
ponto de él no puedo establecer ninguna prohibicion fa leí civil ni
penal. No os bastante decir que la Iei civil determina las condiciones
o los contratos, i que bajo esto concepto es que establece la causal
indicada de divorcio, porque de la misma manera la ini penal deter-
mina las condiciones de los delitos, i bajo este concepto podria imponer
pena a la injuria, lo cual nadie sostiene.
"LA garantia constitucional no se reduce a prohibir que se erijan
en delito Tas injurias, sino ue se estiende a garantizar la libertad da
espresion del pensamiento, do palabra o por escrito, sin limiüwios
alguna, sea civil o penal.
"La injuria puede ser do palabra ode accion, segun el Diccionario
de la len iia en que está escrito el artículo do cuya susponsion se trata.Esto articulo no espresa la clase do injuria, i como no puede ocurrirse
a. la dofinicion del C6digo Penal, porque ella se refena solo al delito,
que ya no osriste, es claro que el artículo establece come causal de
divorcio las injurias, sean de palabra o de accion. En el primor caso
ap6nal3 ha¡ espresion do pensamiento por medio de palabra, que no
debo limitarse. Al segundo caso no alcanza la garantía constitucional;
do modo que mui bien puede establecer Ia leí como causal de divorcio
las injurias de accion, pero nó las de palabra.
"Las condiciones que las leyes establecen en los contratos se
refieren a la determinacton de la vol~, que os lo quo oonstituye las
obligaciones civiles, i nó a la libertad do espresar el penwnniento do
palabra o por escrito.
"Puede ospresarse un pensamiento do palabra o por escrito para
manifestar la ddc-rminadon de la voluntad, formada en virtud del inicio.
La le¡ civil establece que esta determinadon sea fuente de oblipeicoes;
porque a ella no se refiere lo ilimitado do la garantía constitucional,
sino a la espresion del pensamiento, la cual, como se ve, solo sirvo de
prueba de la ddenttnadon de la voluni4 pero no es lacatisa deis
obligacion misma.
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Por e.tas razones opina el infraaerito Majisfrado que debe aun-
Penderse el inciso 3.° del artículo 176 del Código Civil do Cundina-
marca, en cuanto es contrario & la Constitucion nacional, por com-
prenderso en él las injurias de palabra, que solo constituyen espresion
de pensamiento, como causal de divorcio o separacion entre los
c6nyujea."
1 como no hubiera otro asunte de qué ocuparse la Corte, se con-
cluyó el presente acuerdo, que firman el señor MaJistradQ Presidente
1 domas señores Majistrados con el infrascrito Oficial mayor, por
enfermedad del Secretario.
El Presidente, JostM. EdrAs G.&nlDo.—MwWZLM EAxflizz.-
Ctss Cono.—JUAN M. P fl—JO6) M. Vu.LAMI7&Tt 0.—Por el
Secretario, el Oficial mayor, Joaquin Esguena.
Es copia conforme—Bogotá, veintitres de agosto do mil ochocien
toe setenta i tres.
El Secretario, Rq(ad E. Santander.
Loin DE LA OOMIBION Dfl. SEUDO.
CSu.ctaclanon Sonadores.
A la Corte Suprema federal ocurrió el señor Heliodoro Jaramillo,
denunciando como incotistitucional el inciso 3. 0 del artículo 176 del
Código Civil do Cundinamarca, sanoionado el 8 de enero de 1859, i pi-
diendo, en consecuencia, que la Corte suspendiese sus efectos o su
ejecucion, en virtud de la atribucion que le oeS conferida por el artt-
otilo 72 de la Constituoion nacional.
Funda el señor Jaramillo su peticion en que, siendo una garantía
de loe habitantes do Colombia "la libertad de espresar sus pensamien-
tos do palabra.o por escrito, sin limitacion alguna," no pueden servir
de causal de divorcio o separacion de los casados "las graves i fre-
cuentes injurias" que uno de los cónyujes haga al otro, como lo pres-
cribe la disposicion del Código que queda citada.
Si la diaposibion legal acusada fuese, en concepto de vuestra cera¡-
sto; realmente opuesta al inciso 7. del artículo lo de la referida Cona-
tihicion, se limit.aria a proponeros resolviéseis qn9 el Senado no tenia
de çué ocuparse, puesto que habiéndose sancionado i prornu]pdo el
Código Civil do que se trata tintas deque se espidiese la Constitucion,
habia quedado aquél derogado por ésta, en todo lo que estuviera en
pugna u opoatclon. Así se ha resuelto por el Senado en los casos en
que han sido denunciados como inconstitucionales los actos lejislativos
ospedidos por los Estados tintes do haberse promulgado dicha Consti-
tucion. (Vóanse las resoluciones del Senado marcadas con los números
7, 8, 10, 11, 13 i 14 del Código respectivo.)
Vuestra comision, por el contrario, juzga que el mencionado inciso30 del artículo 176 en nada contraría el número 7° del artículo 15 de
la carta fundamental del país. El primero dice asÇ:
"Art. 176. Son causas para que los cónyujes puedan pedir la sepa-
"racion o divorcio;
- -
11 3.. Las graves i frecuentas injurias, los nitraje€, el trato cite! 1
"los maltratamientos de obra, si con ellos peligra la vida de los consor
"les; o so hacen imposibles la pazi el sosiego dom4sticos."
1 la disposicioti constitucional que al señor Jaramillo considera
infrinjida, está concebida en estos términos:
"Art. 15. Es base esencial o invariable de la Unjan entre loe Es-
"tados, el reconocimiento i la garantía, porparte del Gobierno )eneral
"i do los Gobiernos do todos 1 cada uno do los Estados, do 108 der&'
"chos individuales que pertenecen a los habitantes i transeuntea en
"los Estados Unidos de Colombia, a sabor......
"7.' La libertad do espresar sus pensamientos de palabra o por
escrito, sin limitacion alguna."
En la luminosa esposicion de la doctrina constitucional que el so-
flor Procurador jeneral de la Vnion j,resent6 a la Corte Suprema, con
ocasion al denuncio del señor Jaramillo, dijo: "Sucede por lo comun
ue la breve enunciacion de los principios fundamentales de organitaa
cion do los poderes públicos, o de los derechos individuales consigna-
hados en las constituciones políticas, causan estravío en algunos ánimos
reflexivos, i no poca confusion de ideas."
1 efectivamente, ciudadanos Senadores, una cosa es tener libertad
absoluta o completa do cspre.sar sus pensamientos por escrito i de pa-
labra, i otra es hacer imposible la paz i el sosiego domésticos,- con las
frecuentes i graves injurias del mio al otro cónyuie, cuando la base
esencial del matrimonto es la armonía i buena intebjencia entre los ca-
sados, i la deferencig i consideracion que mutuamente se guarden así
como si so hubiese establecido como causal de divorcio el abandono
que uno do los cónyujes hiciera en absoluto del otro, no Codria saete'
nersc que tal prescripciou seria opuesta al inciso 8.° del mismo articulo
15, que consagra la garantía de 'la libertad do viajar en el territorio do
los Estados Unidos x de salir de él," porque esa indiferencia o abando-
no que hiciera en absoluto lino (lo los c6nyujc8 respecto del otro, su-
sentándose del país i olvidando sus obligaciones, lójos do ser una con-
dicion del contrato matrimonial, es evidentemente contrario al objeto
de ese contrato.
La Corte no tuvo por conveniente acceder a la solicitud del señor
Hehodoro Jaramillo, aunque uno de los Ma4istndos disintió de la api-
nion de los demas, i 'fné de parecer que dobia suspenderse la ejocucion
del inciso mencionado.
Vuestra comision considera que en el territorio do los Estados
(luidos do Colombia ea ilimitada la espreson del pensamiento por es-
crito i de palabra; i así es que, conforme al inciso 3° del referido artí-
ould15 do la Constitucion federal, eahá consagrada la libertad individual,
que no tiene mas limites que la libertad de otro individuo. Pero Como
con Ja espresion do un pensamiento injurioso a uno do los casados i
proferida por el otro, Be crea una situacion doméstica anormal, es decir,
un hecho que desconcierta o desnaturaliza esencialmente la índole, así
como destruyo los fines del contrato de asociacion conyugal, se sigue,
con sobrada lójica, que las injurias frecuentemente proferidas cetrali-
mitan la libertad de la espremon del pensamiento, toda la vez que do
olla resulta un hecho quo daña al cónyuje ofendido, quien, al celebrar
con entera espontaneidad el contrato do matrimonio, tuvo en mira la
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felicidad derivada del mutuo buen trato (le la vida cordial de los es-
posos, -por cierto uno do los principales fines de esa antigua corno
unk'ersslmenfo establecida n.sociadion, - i no el desprecio jis deshonra
consiguientes a ese estado de cosas que orijinan las injurias graves con
que uno do los dos casados ofende a su consortc.
Así, pues, es ¡mii cierto que en Colombia no tiene llinitacion la es-
prosion del pensamiento; pero ci hecho do interrumpir un acto público
u oficial cualquiera por medio do la 2,alabra 1 por ejemplo, no est4t ga-
rantizado por Ja Constitucion. Interrumpir un acto es cosa miii distinta
do la garantía do la palabra.
Los contratos, verbales o escritos, no SOJi simples espresiones del
pensamiento: 60n comprornCeus, i como tales son hrha9 respecto de los
cuales no ha dejado ni Querido hacer mencion el inciso 7." del artículo
15 de la Constitucion federal.
El señor Jaramitio asienta en su memorial que la injuria apareja
responsabilidad entre los casados; que queda enjida en cielito ¡ sujeta,
por tanto, a la pena de la separacion ; mas no es exacto pio la injuria
que hap un consorte al otro esté constituida op delito. Para decretar-
se el divorcio no se sigue un juicio criminal, ni se impone pena alguna
de las determinadas en cl Código Penal. El juicio sigue los trámites de
la via civil ordinaria, i en 61 recae una docision semejante a la que re-
caeria o podria recaer, siempre que se ventilo o examino si se ha faltado
a una de las condiciones esenciales del contrato, o a uno cualquiera de
los deberes que do él se derivan; i a nadie so ha ocurrido hasta ahora
aseverar que cuando so falla anulando o rescindiendo un contrato o
decidiendo que por alguna de las partes so ha violado o dejado de
cumplir, so impone pena a uno de los contratantes.
La sociedad conyugal no so ha establecido para que los esposos
vivan insultándose o injuriándose, ni para que el de carácter pacífico i
moderado sea viotima del desprecio i de las ofensas del mas inconside-
rado i de carácter díscolo. No; i si uno do ellos, con el uso de la pala-
bra, olvidara todos los miramientos que mutuamente se deben, ultrajan
sin cesar al otro cónynje;e hiciera de esa manera imposibles la paz a
el sosiego domésticos, ese que así procodior no contaria jamas con el
amparo de la garantía de la libertad de la palabra, porque en eso caso
no se trataria absolutamente de ésta, sino de un hecho, de una situacton
creada, para la cual no se ha establecido en ninun país el vínculo del
matrimonio, sino para objetos sagrados miii distintos. Al consorte
ofensor no so lo impondrá silencio, porque esto lo resiste la Ccnsbtu-
c3on; peto se lo puede justamente separar del que recibe Es injuria,
porque no está en dicho Código consagrada la tolerancia de las injurias
entre los Casados.
No bid derecho contra el derecho, se ha dicho muí bien ; i el cón-
ynje ofendido lo tiene para que ci contrato de matrimonio celebrado
no se relaje.
Por consiguiente, vuestra comision, en mérito do lo que deja ea-
puesto, se atreve a proponeros que adopteis el proyecto de resolucion
que signo :
El Senado do Plenipotenciarios, en uso do la atribucion ó. a del
srtfculo 51 de la Constitucion do la Union,
=
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RESUELVE:
Declárese válido el inciso 3.° del artículo 176 del C6digo Civil del
Estado soberano de Cundinamarca, sancionado el 8 de enero de 1869,
por9ue no es contnuio al inciso 7.0 del artículo 15 de la Constitucion
nacional.
Bogotá, marzo 23 de 1874.
Msnut EzEQun CoR3Lu.. - Aousrn Ant&a,—JiQOB0 SLNCHfl
Srnndo de Pkliipotendsrlok- Bogotá. Sido mano do )874.
Discutida la anterior resolucion asgo» lopreviene el reglamento,
fué adoptada en los dios 30 i 31 del corriente, rubliquese en el "Bis-
rio oficial" i comuníquese a quien corresponda.
El Presidente, Psnx.o AEOSEZENA.
El Secretario, Julio E. Pérn,
c:xiu.
VALIDEZ del articulo 35 1 domas que se refieren al ramo de
sanardlentts de la tel 98 del rasado de Boyacá, saacl.nda
el 12 de setiembre de ISSS.
ACUERDO DE TA Suntn Coarz ywna.
En Bogotá, aprimero de diciembre de mil ochocientos setenta i
tres, se constituyó la Corte Suprema federal en Sala de acuerdo, con
asistencia tic! seiior Majistrado Presidente, doctor José E Itójas
Garrido, i domas señores Majistrados, doctores Manuel M. Ramírez,
César Canto, Juan M. Pérez i José María Villamizar G., i so tomó en
consideracion la solicitud pto hace Agustín LanMnepara que se aun-
penda el artículo 35 i sus análogos de lb, lei XXYUI del Estado de
Boyacá sobro aguardientes.
El señor Majistrado doctor Pérez presentó el siguiente proyecto de
RE SO L  C ION:
"Estando aún pendiente en esta Suprema Corte la sustauoiaoion
de una solicitud de Agustin Land(nezpra pie se suspendiera el
artículo 35 i sus análogos de la le¡ nmv del Estado de Boyad,
oeurri6 el mismo Landínez al Senado de Plenipotenciarios solicitando
la anulacion de las mismas disposiciones legales; i como ya aquella
corporacion habla resuelto -no ocuparse en los asuntos de ceta clase
sin haberse deoidido previamente por esta Suprema Corto sobre la
suspension del respectivo acto lojislativo, dispuso, para que tal decision
fuese provocada, la remision a]. Procurador jeneral de la Union de
Ja solicitad de Isndlnez sobro anulacion, en parte, de la referida
lei nVm.
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"Becibido cii esta superioridad el nuevo espediento i acumulado
al de la suspension solicitada por el mismo Laudínez, so hacen, para
decidir el punto, las siguientes consideraciones, una vez que e} asunto
ha sido ya sustanciado de la manera que la Ici previene.
"Aunque Land.íuez no csprcsa en ninguno do sus escritos la fecha
de la lo¡ a que se refiere, la Corte da por sentado que ésta es la do 12
de setiembre de 1868, organizando i fijando el sistema rentístico del Es-
tado, porque con esa fecha la ha designado en su vista el Procurador
de la tinion, i porque esa 1n6 la le¡ que estableció en Boyad el mo-
nopolio del aguardiente, contra el cual Be dirijen las observaciones
de Landínez.
"Esto sentado, hé aquí, a la letra, el artículo 35 de la lei citada:
'Art. 35. La produccion del aguardiente no es libre en el Estado.
No puede obtenerse el derecho a destilar i vender aguardientes sino
por medio de remate público conforme a esta le).
'Parágrafo. Compréndese en este derecho la facultad de cobrar
un impuesto de 40 centavos por cada ocho litros de licores alcohólicos
que Be den a la venta.'
"Del articulo trascrito no resulta que el Estado do Boyacá haya
hecho otra cosa que reservarse como arbitrio rentístico cierto ramo
de industria: la produccion del aguardiente.
« 1 ¿pudo hacer eso dentro do la esfera do su accion constitucional?
"Responde afirmativamente el inciso 9,01 articulo 16 de la Coas-
titucion federal, que dice así:
'9.° La libertad de ejercer toda industria i do trabajar sin usurpar
la industria de otro, cuya propiedad hayan garantizado temporalmente
las leyes a los autores do inventos útiles, ni la que se reserven la Union
o los Estados como arbitrio rentístico, i sin embarazar las vías de co-
municacion, ni atacar la seguridad i salubridad.'
"En cuanto a los ademas artículos conexionados con el 35, Lan-
dínez no los cita; pero la Corte sí los lis examinado cuidadosamente,
í tampoco ha encontrado en ellos motivo alguno que autorice su sus-
pension. Tienen por objeto todos ellos asegurar en favor del Estado los
productos o rendimientos del monopolio establecido por el artículo 35,
2 en ese desarrollo no se ha trasgredido ningun precepto do las leyes
nacionales.
"Que la leí de que so trata sea contraria al espíritu eminentemente
democrático de nuestro sistema de gobierno, que sea tiránica i veja-
toria para los contribuyentes, que sea poco o nada liberal i filosófico
ese arbitrio rentístico, todas éstas, que son, mas o mnos, las razones
alegadas por Agustín Landínoz en apoyo de su solicitud, serán miii
buenas para derogar o reformar la leí acusada, pero nd para fundar
la suspension de ella, porque ésta no puede ni debe tener otro funda-
mento que la estralimitacion clara i manifiesta del lejislador seccional
en la espedicion del acto lejislativo denunciado.
Por tanto, la Corte Suprema federal resuelve que no so está en
el caso de ejercer, respecto do la leí XXVIII del Estado de Boyacá,
sancionada en 12 de setiembre de 1868, la atribucion conferida a
este Supremo Tribunal en el artículo 72 do la Constitucion federal.
Dése cuenta al Senado de Plenipotenciarios, ooniuníquoso al Po-
der Ejecnvo del Estado do Boyacá, i públiqueso en el Diario (Mdat"
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Discutido que fué el anterior proyecto, la Corto Iø aprobó por una-
nimidad.
1 como no hubiera otro asunto de qué ocuparso, se concluyó 4
presente acuerdo, que firman el señor Mu.jistrado Presidente i demas
soilores Majistrados con el infrascrito Secretario.
El Presidente, JosÉ M. R6rAs GAnI1WO.-3LCTEL M. Ruutz.-
CÉSAR Corro. - Ju.ui M. PÉrsz.—Jos1 Y. Vlu...¼MIZÁR G.—El Seat-
tarjo, Rajad E. Santander.
Es copia conforme—Bogotá, diez do diciembre do mil ochocionka
setenta ¡.tres.
El Secretario, Rcy'ad E. Santander.
Iaoas DE LA COM1ON pa SENADO.
Ciudadanos Senadores.
El señor Agustin Landínez denunció tanto al Senado como a la
Suprema Corte federal, i como contrarias a la Constitucion, segun su
concepto, las disposiciones de 208 artículos 35 ¡ sus análogos do la Ic.i
28 del Estado soberano deBoyacá. Resuelto por el Senado, en las
&niones del año próximo pasado, que la eo]icitud se pasara a la Corte,
fueron acumulados ambos memoriales, respecto do los cuales, i previa la
sustanciacion del negocio, so resolvió por dicha Corte, en acuerdo cele-
brado por unanimidad do votos de los cinco Muiistrados, i de confor-
midad con la opinion del señor Procurador jcooral do la Nacion, "que
no se estaba en el caso de ejorcel, relativamente a la mencionada Ici,
sancionada en doce de setiembre (le mil ochocientos sesenta i ocho, la
atribucion que le está conferida por el artículo 72 de la Constitueion
federal."
La loi 28, organizando i fijando el sistema rentístico del Estado
de Boyacá," en su artículo 35 prescribo lo siguiente:
"Laproduccion del aguardiente no es libro cxi el Estado. No pue-
do obtenerse el derecho a destilar i vender aguardiente sino por medio
do remato público, conformo a esta le¡."
Parágrafo. Compréndese en este derecho la facultad de cobrar
un impuesto de cuarenta centavos por cada ocho litros de licores alco-
hólicos que so den & la venta."
1 los domas artículos que tienen analojía con el copiado, dan coin-
plato desarrollo a la idea do establecer el arbitrio rentistico en la pro-
duccicu del aguardiente.
El soñar Landinez aduce algunas razones contra las espresadas
disposiciones, las cuales, al estimarse inni tuertas, podrian servir para
promover la reforma o derogatoria de esas mismas disposiciones, pero
de ningun modo lo son pera demostrar su inconsbtuconalidp.d. Porque,
en1efecto, el inciso 9.° del artículo 15 de la Consbtucion nacional, que
es el qe tiene íntima conexion con el punto que se ventila, garantiza:
"La libertad de ejercer toda industria i de trabajar sin usurpar la
industria do otro, cuya propiedad hayan garantizado temporalmente
las leyes a les autores do inventos útiles, ni lis que so reserven la Unan
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o loe &tadoe como arbitrio rentístico, ¡ sin embarazar las vías de oo.
¡nunicacion, ni atacar la seguridad i salubridad."
Do manera que, aunque en el Estado de Boyad los particulares
no tienen libertad de ejercer la industria ae producir i vender aguar-
tente, pues solo a los arrendadores o rematadores del derecho de
verificar esas operaciones les es licito su ejercicio, no se puede sostener
que los artículos correspondientes de la citada Iei, que tratan del ramo
de aguardientes, sean opuestos a tal garantía; porque ántea bien, la
libertad en el ejercicio de la industria está limitada por el derecho de
propiedad que adquieren o tienen adquirido temporalmente, conforme
e las leyes nacionales, los autores de inventos útiles, i por el derecho
que la República como los Estados so han reservado sobre las mismas
industrias como fuentes de recursos fiscales o arbitrios rentísticos.
Vuestra oomision concluye suplicándoos que, si lo tenois a bien,
como ella lo creo, impartais vuestra aprobacion al siguiente proyecto:
"El Senado de Plenipotenciarios, usando de la atribucion que le
da el inciso 5.° del artículo 51 de la Constitucion federal,
:4S4 p :4 k.4
"Son válidos, por no ser contrarios a dicha Constitucion, el artículo
SG ¡los domas que so refieren al ramo do aguardientes, de la le¡ 28 del
Estado soberano de Boyacá, sancionada eT doce de setiembre de mil
ochocientos sesenta ¡ ocho;. organizando ¡ fijando el sistema rentístico
del Estaslo."
Bogotá, marzo 16 de 1874.
J. Sflrngzz.—Aougrni A.azss—MAlwm, Euquzn, CORRATPR.
Senado de Pleulpotenciarios.—Bogotá, mano SI de 1874.
La resolucion con que termina este informe ha sido aprobada por
sI Senado en dos debates, que tuvieron lugar en loe dMa 30 1 81 del mes
que termina he¡.
Comunlqucse ¡ dtselo publicidad.
El Presidente, PA2w Ásostwns.
El Secretario, Julio E. Pérez
cxlv.
VALIDEZ de) artículo 1.. de la ]el 356 del Estado del Cauca,
de 30 de setiembre de 1872, adicional al Código de fina,.
En Bogotá, a doe do octubre do mil ochocientos setenta i tres, so
cov.ntituy6 la Corte Suprema federal en Sala de acuerdo, oca asistencia
del señor Majistrado Presidente, doctor José María Rójas Garrido, i
demu señores Majiatrados, doctores Manuel M.. Ramírez, César Conto,
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Juan M. Pérez 1 José M. Villamlzar G. is. tomó a conaideracioaz la
solicitud de Manuel José Echevarri i Mnue1 José Ayala, dirijida al So-
nado i presentada a la Corte por el Procurador jeneral de la Nacion,
sobre que se anule el artículo 1.0 de la Ial 858, adicional a la 68 del
Código de Minas, espedida por la Asamblea Lejislativa del Estado
soberano del Cauca en 20 de setiembre de 1872.
El señor Majistrado doctor Vil
.
l amivar G. presentó el siguisito
proyecto de
RESOLUCION.
"Vistos—Mantel J. Ecbevezt i Manuel J. Ayala ocurrieron ej
Senado de Plenipotenciarios, en sus sesiones del presente año, solici-
tandk) decretase la anulacion del artículo 1.0 deis lei del Estado del
Cauca, señalada con el minero 366, de 1872, adicional a la 66 (Código
de Minas). No habiendo el Senado resuelto tal solicitud, mandó que
se pasara al Procurador jeneral do la Nacion, i este funcionario la lis
presentado a la Corte con una esposicion en que sostiene la validez de
la le¡ denunciada i espresa el concepto de que no debe sospenderse su
ejecucion.
"El artículo 1.0 de la Isi del Cauca se halla concebido así:
'La esplotacion de las minas de esmeraldas, declarada libre por
la Nacion, 1 las de cal, yeso i domas sustancias semejantes o da igual
naturaleza, está sujeta a las reglas establecidas en el titulo 6.°, ar-
tículos 45 a 60 inclusive de la lei 66,iiaralas minas de sulfato de
hierro; siendo igualmente rplicables las disposiciones de dicha leí.'
Opinan los peticionarios que la disposicion anterior es contraria
ala del artIculo 1.0 do la Isi nacional de 31 de mayo de 1870, que declaró
libre la esplotacion de las minas de esmeraldas, i autorizó a los Estados
para lejislar sob e la materia como a bien lo tuviesen, manteniendo el
principio do la libertad de esplotacion por loe particulares, porque si
articulo 60 del Código de Minas concede al dueño del terreno en que
estuviese la de esmeraldas, el escluávo derecho para esplotsrla aun sin
necesidad de solicitar el permiso de ninguna autoridad; i conforme al
artículo 51 del mismo Código, lj el propietario no esplota las mineras,
cualquier individuo podrá esplotar la que denuncie i obtendráel
permiso correspondiente; pero previamente se le notifica±á al dueño
del terreno (jue 61 puede hacer la esplotacion 8161 da principio dentrode treinta ¿isa, i si pasado este término el propietario no hubiere de-
clarado que va a emprender el trabajo, i fijado la época, que no sart
mayor de tres meses, se dará al denunciante el permiso &o.
"Las anteriores disposiciones hacen depender, sogun los peticio-
narios, la esplotacion de las minas de esmeraldas, del caprielo i el
ijiterea egoísta de los dueños do terrenos, pues bastará que éstos ejecu-
ten algunos trabajos, aun sin inteucion de continuarlos, para impedir &
otros elejercicio de una industria que la lei nacional ha declarado en-
teramente libre.
"Terminada la sustinciacion, i agregados en copia al ~ente
loe articulas del Código de Minas a que se reiiere la leí 368 del Cauca,
pan eeol,er se considera lo siguiente:
"Abolido por la leí de 31 de mayo de 1870 el monopolio que la
lhoicn babia conesvado .obrc las mia da caraMas, los !Mads
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no pueden restablecerlo en provecho suyo ni de otra alguna entidad
por prohibirlo espresamente la citada lei al prevenir en su artículo 1.
que se mantenga el rinoipio de la libertad de esplqtaeion. Pero con
estq principio no es mcompatiblo lo dispuesto en los artículos 50 i 51
del Código de Minas del Cauca, reproducidos en la lei 356; pues conce-
diendo a los propietarios de terrenos donde haya minas do esmeraldas,
la preferencia para beneñclarlae, no se establece un monopolio en favor
de determinadas personas, ni se restrinjo la libertad de ejercer esta in-
duatria, siendo aM que pueden dedicares a ella cuantos so encuentren
en idénticas circunstancias, del mismo modo que pueden consagraras a
la agricultura, por ejemplo, los que tengan voluntad i posean los ele-
mentos necesarios para cultivar la tierra. Si a los que carecen de ellos
les esS prohibido apoderarse de una heredad ajena para esplotarla,
no por eso la industria agrícola deja de ser libre.
"A las demas disposiciones del C6digo de Minas ie manda ph-
servar la lei 366, no lea hccen objcdon alguna los ti 08, ni la
Corte encuentra en ellas nada que sea contrario a la Constitucaon o a
las 10788 de la la Union.
Por los fundamentos espuestos i reproduciendo loe que contie-
ne la vista del Procurador joneral de la Nacion, la Corte Suprema
federal, administrando justicia en nombre de los Estados Unidos de
Colombia i por autoridad de la le¡, se abstiene de suspender la ejecu-
cion de la leí del Cauca, do 1872, señalada con el numero 356.
"Comuníquese esta resolucion al Presidente del Estado del Cauca,
remítase copia con el espediente al Sonado, i publíqueso."
Discutido que fud el anterior proyecto, la Corte lo sprob6 por
vmanjjnjdad.
1 como no hubiera otro asunto de qué ocuparse, se øonclujó el
presente actierdo, que firman el señor Majistrado Presidente z Velas
señores Majistrados con el inlrascrito Secretario.
El Presidente, Tost M. EaAs GAnamo—Mniun M. Ba1zz-
Caa Cosro—jnii M. Ptan—JoeÉ MÁdA Vrrnwnjj 0.—El Secre-
tario, Wad E. Saxilander.
Ea copia conforme.—Bogotá, tres de octubre de mil ochocientos
setenta 1 fres.—El Secretario, Bajad E. Santander.
Inoau DE LA C000N DM, SaNADO.
Ciudadanos Senadores.
Los señores Manuel J. Echeverri i Manuel M. Ayala han solicitado
¿el Senado de Plenipotenciarios la declaratoria de nulidad del artículo
1.0 de la leí número 856 del Estado soberano del Canoa, de 20 de
setiembre de 187, considerándolo en pugna con la lei nacional de 31
de mayo del mismo año, "sobre aboicion del mohopolio fiscal de Is.a
minas de esmeralda"
El (36digo de Minas del Estado soberano del O,auca establece (sr-
Monlos 48 a 60) ciertas reglas para la teplotacion do las minas de sal-
lato de hierro, 1 el articulo denunciado aplica las•miamaa &poaicionea
a las minas de esmeraldas, lo que, en concepto da los Peticionarios,
contraria la libertad decretada por la loi de la Union a que nos re-
ferimos.
A juicio de vuestra comision, que Be halla perfectamente do acuer-
do con las ideas sostenidas sobre esto asunto por el Procurador Jons-
ial 1 la Corte Suprema. la Lojislatara del Cauca no ha traspaaado su
esfera legal do accion en el artículo 1.0 do la citada Mi 356. Parece
evidente que fijar las reglas para la esplotacion do las minas de esme-
raldas 
i%
a quién corresponden, no es contrario a la libertad decre-
tadar los lejisladores de 1972.
rr tanto, sometemos a vuestro exámon ci siguiente proyecto de
R8oLUC1ON;
"El Senado de Plenipotenciarios, considerando que el artículo 1.0
de la leí del Estado soberano del Cauca, número 356, de 20 de aeüem-
bpe de 1872, no es contrario a la nacional de 31 de mayo do 1870, sobre
aboioion del monopolio fiscal de las minas de esmeraldas,
"Declara válido el artículo 1.0 de la le¡ del Estado soberano del
Cauca, número 356, de 20 de setiembre de 1872, "adicional al Código
do Minas."
Bogotá, mano 20 de 1874.
Ciudadanos Senadores Plenipotenciariot
MAmTXL EZEqUIEL Coaafla—AouBrn Aaus.—JkOOBo SZwcm.
Senado de PIeoIpoteadaroi.—Bogo(*, SI de mano tI• 1574.
La anterior resolucion ha sido adoptada por el Senado, en la forma
reglamentaria, en los dias 30 i 31 del corriente.
Comuníquese i déselo publicidad en el periódico oficial.
1 Presidente, Pino Anoau.
El Secretario, Jtlk E. Pérez.
cxv.
NULIDAD del articulo 2' de la leí 32 de policía del Litado de
Santander, sancionada el It de octubre de 1*73.
Acutano DE Li SUPREMA Conn nomuL.
En Bogotá, a diez do marzo de mil ochocientos setenta i cuatro,
se constituyó la Corte Suprema federal en Sala do acuerdo, con aas-
teucia del señor Majistrado Presidente, doctor José M. Rójas Garrido,
i domas señores Majistrados, doctores Manuel M. Ramírez, Csar Corito,
José María Villamizar G. i Manuel M. Madiedo; 1 se tomó en conside.
racion la solicitud que hacen varios vecinos de "La Cabrera," en el
Estado do Santander, sobre suapension del artículo 2.° do la le' 33 de
policía, ospedida por la Asamblea Lejislativa de dicho Estado el  de
oonbro de 1873.
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El señor Majistrado doctor Ramírez presentó el siguiente pro-
yecto do
BE80LVC ION.
"Varios vecinos del distrito de 'Li Cabrera,' en el Estado de
Santander, clirijieron a esta Suprema Corte un memorial, en el que
solicitan la suspension del artículo 2? de la le¡ 33 de policía, espedada
por la Asamblea Lejislativa do dicho Estado ci 8 de octubru de 1873,
u
r ser contrario al inciso 5.°, artículo 15 de la Constitucion de lo.
nion.
"Surtidas las dilijencias de que tratan los artículos A i B de la
reforma 37 do la H 76 de 1873, isustanciada la poticion en los tér-
minos prescritos en el capítulo 10, título 11, libro 2.° del Código
Judicial, ha llegado el dia de que la. Corte Be ocupe del asunto, esta-
bleciendo los fundamentos de su resolucion.
'El articulo de cuya suspension se trata, i que se rejistra en la
'Gaceta do Santander,' número 868, agregada a este espediente, dice
así: 'Artículo 2.° Los caminos que no tuvieren la anchura fijada en
e] artículo anterior (20 metros los centrales i 12 metros los comunales),
so ensancharán, tomando la faja correspondiente de los predios lin-
dantes, sin que los poseedores de dichos terrenos tengan derecho a
indemnizacion alguna por la faja de tierra cine se les tome ni por las
cercas que se les manden derribar para darles la amplitud prescrita;
i solo en el caso de que se dirija una vis por por un terreno en donde
no haya existido, se pagará a su actual poseodor el valor del suelo.
Parágrafo. No obstante lo dispuesto en esto artículo, si les caminos
hubieren sido construidos de'nuevo en los últimos veinte años pos-
teriores al de 1821. los dueños do la faja de tierra que sea necesario
tomar serán indemnizados de las rentas del Estado o del distrito,
respectivamente.'
"La disposicion constitucional que se considera vulnerada con el
articulo preinserto está concebida en estos t6rminos: 'Artículo 15. Es
base esencial e invariable de la Union entre los Estados el reconocí-
miento i la garantía, por parte del Gobierno jeneral i de los Gobiernos
do todos i cada uno do los Estados, de los derechos individuales que
pertenecen a los habitantes i transeuntes en los Estados Unidos de
Colombia, a saber ...... so propiedad; no pudiendo sor privados
de ella sino por pena o contribucion jeneral, con arreglo a las leyes, o
cuando así lo exija un grave motivo de necesidad pública, judicialmen-
te declarado i previa indemnizacion.......
"Contrarios son los pareceres que, cu el asunto d8 la antedicha
solicitud, han dado el Procurador jeneral do Santander i el Procuradorjeneral de la Nacion. Este, apoyando la poticion do los vecinos de 1 La
Cabrera,' sostiene la inconstitucionalidad del supracitado artículo 2.°
do la lei 33, i reclama, en consecuencia, la suspension ?mién&aa que el
Procurador do Santander, partiendo del supuesta do que los caminos
públicos deben tener 20 metros de anchura, conforme al artículo 21 de
la Ici 11, parte 3., tratado 1.0 do la Recopilacion Granadina, sostiene
que son usurpadas las fajas de terreno que, dejando loe caminos con
Snos de dicha anchura, hagan parto de los predios colindantes; 9uo
no tienen los que se titulan dueños de dichas fajas derecho para onjir
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indennizacion ; i que al no conceder ésta, no se viola el inciso &° del
artículo 16 de la (Jonstitucion. Esta argumentacion, que seduce i fsaá-
un por el momento, pierde-toda su fuerza desde que se la someta a un
sizínsen dentro del círculo estrecho do la (Jonsfitucion.
"Para la Corte es claro, como lo demuestra el Procurador de la
Nacion, que el artículo 2° de la citada lo¡ 33 de Santander os viola-
torio del inciso 5.°, artículo 15 de la Constitucion de la Union, en
cuanto por él se manda disponer de la propiedad particular sin previa
indemnizacion; DO Riendo satisfactorias las observaciones en contrario
del Procurador del Estado, apoyadas en la leí 11, parte 3., tratado 1°
do la Recopilacion Granadina, pues ademas de que esta lei no escluy6
el derecho de ser indemnizados loe propietarios de loe terrenos que
fuera necesario tomar para dar & los caminos públicos la amplitud
en ella señalada, debia presu ponerse dicha indeinnizacion para la
x
licacion de dicha Wpor lo establecido en el artículo 177 de la
nstitnciou de 1821. Por otra parte, los caminos públicos, respecto
de los cuales no tuvo aplicacion la precitada leí 11, Be encuentran en
el mismo caso que lo estarian &ii la ospedicion de esta ¡si, i deben,
E
consiguiente, las respectivas lejietataras, respetar en la espedicion
leyes sobre la materia, las garantías consignadas en la Constitucion
la Union.
"Por estas consideraciones i las que ha hecho valer el Procurador
de la Nacion, la Corte Suprema federal, administrando justicia en nom-
bre de los -Estados Unidos de Colombia ¡ por autoridad de la ¡eL i en
ejercicio de la facultad que lo confiere el artículo 72 de la Constitucion,
decreta la suspension solicitada del artículo 2.* de la Ini 33 de policía,
espedida por la Asamblea Lejislativa del Estado de Santander el 8 de
octubre de 1873, en cuanto dispone que los poseedores do las fajas de
terreno que Be tomen para ensanchar los caminos no sean indemnizados
por el valor de dichos terrenos, ni por el de las cercas que se les manden
derribar para dayles la amplitud prescrita. Copia de esta dacision se
publicará en el "Diario Ofical" ¡se enviará al Poder Ejecutivo de dicha
Estado, i el espedionte orijinal se remitirá al Sonado de Plenipotencia-
rios pan su decision ulterior, dejándose, tambien copia de esta re-
solucion en el archivo de la Corte.'
Discutido que f" el anterior proyecto, la Corte 1° aprob6 por
unanimidad.
1 como no hubiera otro asunto de uS ocupares, so concluy-6 el
presento acuerdo, que firman el señor Majistrado Presidente i domas
señores Majistrados con el infrascrito Secretario.
El Presidente, JosÉ 3L B&ss Gsltamo.—MÁNUZL 31. Budn-
Ctsaa C0NTO.—JosÉ M. Vmr.Aw7ÁR Q.—Mswgj. Mssfs Mwxo.-
El Secretario, ¡?qaez E. Santander.
Es copia conforme--Bogotá, 13 de marzo de 1874.
El Secretario, Rjaet E. Santander.
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L'4rolucE DE LA COXISION DEL SENADO.
Ciudadanos Sonadores Plenipotenciarios.
La Corte Suprema federal, en acuerdo celebrado el 10 del presento
mee, 1 despues de haber concedido audiencia a los señores Procurador
de¡ Estado soberano de Santander i Procurador jeneral de la Nacion,
snspendi6 los efectos del artículo 2.° de la lei 33, de policía, espedida
por la Asamblea Le)islativa de dicho Estado en sus sesiones ordinarias
de 1873, "en cuanto dispone que los poseedores de las fajas de terreno
que se tomen para ensanchar los caminos no sean indemnizados por
e1 valor de dichos terrenos, ni por el de las cercas que se loe mande de-
rribar para darles la amplitud prescrita."
Tal acuerdo tuvo lugar por haber sido acusado dicho artículo por
varios vecinos del distrito de "La Cabtera" coito contrario al inciso 5.°
del artículo 15 de la Constitucion de la Bepública, ¡ haber coadyuvado
la peticion el señor Procurador nacional.
Por dicho inciso so garantiza laproptlad do los habitantes i tren-
seuntes en los Estados Unidos de Colombia; no pudiendo ser privados
de ella sino por pena o contribucion jeneral, con arreglo a las leyes, o
cuando así lo exija un grave motivo de necesidad pública, judicialmente
declarado i previa indemnizacion; i aunque es cierto que, conforme al
artículo 21 de la 
lo¡ 
11, parte 3,' tratado 1. 0
 do la Becopilacion Gran-
dina, los caminos públicos debieran tener veinticinco vena o veinte
metros de ancho, lo es tambien que en la ¿poca en que se espidió esta leí
rejia la Constitucion de 1821, en cuyo artículo 177 se prescribía lo
siguiente:
"Ninguno podrá sor privado de la menor porcion de su propiedad,
ni 4ta =ser alicada a usos públicos sin su propio consentimiento
o el del cuerpo lejisiativo; cuando alguna publica necesidad, legalmente
comprobada, exijiere que la propiedad de algun ciudadano se aplique
a usos semejantes, la condicion de una justa compeusacion debe pro-.
suponerse."
Indudable es,pues, pie así por la Constitucion do 1821, bajo
cuy-o imperio so di6 la lei de 12 de octubre del mismoajo, que es
la citada do la Recopilacion Granadina, como por la que rije actual-
mente, no podia entónces, ni Be puede ahora, dar a los caminos públi-
cas la latitud de veinte metros a costa de los propietarios de 108 torre-
nos adyacentes, sino por el contrario, previa indcmnizscion.
Es posible que en casos miii raros loe dueños de dichos terrenos
se hayan usurpado una porcion Se o Snos considerable de los que
hicieran parte de los caminos, óntes o dúspuos de la promulgacion de
la lei recopilada doque se ha hecho mención, i que aparezcan siendo
propietarios de una faja o zona de tierra sin un título lejítimo; pero no
seria aquél, en este supuesto caso, un medio acertado de hacerles de-
volver lo apropiado indebidamente, i de obtener que Be recupere por el
público lo que le pertenezca ;" porque lisi vise judiciales espeditas que
podrían dar ese resultado, sin necesidad de vulnerar, por medio de dis-
posiciones de carkter jenersi i estensivas a Ice que no se encuentran
'su ¿MMiaa &ounataziáas, los terminantes preceptos de la Constitu .-
c&4 MaGIMISI
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Por estas considoradonea i las que sirven de fundamento al amar-
d9 de la Corte Suerenla federal, vuestra comision se permito propo-
flwos que os sftvais adoptar el siguiente proyecto de
BESOLIJCION.
"El Senado de Plenipotenciarios, en ejercicio de la atribucion 5.
del artículo 51 do la Constituejon nacional, declara definitivamente nulo
el artículo 2.° de la Id 33 do policía, espedida por la Asamblea Lejisla-
tiva del Estado soberano de Santander en 8 do octubre do 1873, i san-
cionada ci 11 del mismo mes, en cuanto por él se dispone que los po-
seedores do ¡as fajas de terreno que se tomen para ensanchar los cami-
nos públicos no sean indemnizados de su valor, ni por el de las careas
quo so les mando derribarpara dar a dichos caminos la amplitud pres-
crita en dicha lei, por ser de ose modo contrario al inciso &° del arti-
culo 15 do la referida Constitucion."
Bogotá, marzo 29 de 1874.
MMwL EzwumL Conur.—Aovs'rn ARTA —4.  SXxcaiz.
Senado de Flenlpoteac 7 srio3—flogot*, 8 de abril de 1874.
La antecedente resolucion ha sido adoptada por el Senado en la
forma reglamentaria i sesiones del 7 i 8 del que cursa.
Comuníquese ¡ puL'líquese.
El Presidente, B. Mntonio.—El Secretario, Julio E. Nra.
CXVL
NULIDAD del neto lejislativo del Estado del Tuilma, de 16 de
octubre de 1873, proniovéesido la erecelun de un Obispado.
Aciimwo DE LA SuPuEsta CORTE.
En Bogotá, a veintiseis de enero do mil ochocientos setenta i cua-
tro, L90 constituy6 la Corte Suprema federal en sala de acuerdo, con
asistencia del seiior Majistrado Presidente, doctor 30545 M. Rójaa Ga-
rrido, ¡ domas señores Majisfrados, doctores Manuel M. Ramírez, Joeó
M. Villamizar G., Manuel Al. Madiedo ¡ Rafael Rccha O.; i se tomó
en consideracion la solicitud del Procurador jeneral de la Nacion ¡da-
tiva a la excitacion quo le hizo el Poder Ejecutivo para la suapension
de un decreto espedido por la Asamblea Lejislativa del Estado sobera-
no del Tolima, sobro ereccion de un Obispado en esta ~ion de la
Reptblica.
El señor Majistrado doctor Madiedo presentó el siguiente pro-
yecte de
BESO L U ClON.
"El señor Secretario do lo Interior i Relaciones Esterioros de la
Union, en nota del diez i nueve de noviembre de mil ochocientos
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setenta ¡ tres, sección segunda, número veintinueve, exoit6 al señor
Procurador jcnoral do la Sacion, de 6rden del ciudadano Presidente
do is misma, para que solicitase de esta Suprema Corte la suspension
del decreto dictado por la Asamblea del Estado soberano del Tolima,
en diez ¡ seis de octubre próximo pasado, 'promoyiendo la ereccion
del Obispado del Tolinia,' e inserto en el periódico oficial de aquel
Estado, titulado 'El Constitucional,' rnixnero doscientos cuarenta i nuevo,
que, debidamente autorizado, se acompañó a la excitacion referida.
"El decreto materia de la excitacion del Poder Ejecutivo nácio-
nal dice así:
'Artículo primero. El Poder Ejecutivo jostionará cerca de la Santa
Sede, do la manera que crea conveniente, la creacion de tu Obispado
que comprenda en su jurisdiccion todo el territorio del Tolima,
pudiendo ofrecer el Colejio de San Simon de Ibagu6 para establecer
el Seminario de la diócesis.
'Parágrafo. Los gastos quo ocasiono esta jestion se considerarán
incluidos en el presupuesto respectivo.
'Artículo .segundo. Los gastos do que trata el parágrafo del ar-
tículo primero no podrán exceder de quinientos noventa i nueve
pesos ($ 599).
• Artículo tercero. El Poder Ejecutivo solicitará del Metropoli-
tano i de su Señoría Ilustrísima el Obispo do la diócesis do Popayan,
con todo el respeto e interes debido, coadyuven de la manera mas
eficaz la jestion do que trata el artículo primero.'
"Accediendo, en parte, el señor Procurador jeneral de Ja Naden
a la exoitaciop de que va hecho mérito, so presentó ante la Corte con
su esposicion de treinta i uno de diciembre último, a la cual aoompañó
la nota excitativa de que ya se ha hablado, con el ejemplar del perió..
dico que a 61 lo acompañó el señor Secretario de lo Interior i Relacio-
dones Esterioros, i dada al asunto la tramitacion que detallañ los
artículos mil doscientos setenta a mil docientos setenta i tres del Código
Judicial, esto Supremo Tribunal considera:
'Pnmero. Que la facultad conferida por el artícnlo setenta i dos
de la Constitucion naciçnal a la Corte Suprema cara suspender 108
actos lejislat.ivos do los Estados, no es absoluta sino concreta a los
casos en que dichos actos 'sean contrarios a la Constitucion o a las
leyes do Ja ¡Jnion,' i segun el artículo setenta i dos de la Constitución,
a. pedimento del Procurador jeneral o de cualquier ciudadano; por Jo
que Be hace preciso examinar si el decreto do cura suspension se trata,
vulnera alguno o algunos de los textos constitucionales o do alguna W
nacional, i en qué t4rminoa está concebido & pedimento del señor Pro-
curador solicitando su suspension:
"Segundo. Que los fundamentos legales del Poder Ejecutivo na-
cional gata provocar la snapension del decreto de que aquí so trata,
son: 1. el parágrafo del artíinilo veintitrcs do la Constitucion, que des-
conoce toda contribucion para los gastos de los cultos establecidos o
queso establezcan en los Estados Unidos, con la única admision de su-
ministros voluntarios; i 2.° el inciso diez i seis del artículo quince cons-
titucional, que reconoce en los colombianos la garantía de 'la profosion
libre, pública o privada do cualquiera rolijion, con tal que no so ejecuten
hechos incompatibles con la soberanía nacional, o que tengan por ob-
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jeto turbar la paz pública'; nohan sido acojidos sino limitadtmefltø
por el señor procurador janeral en su pedimento de que ya se ha hecho
mérito-en Bu ya citada espo
"Tercero. Que el señor Procurador jeneral. '-
sioion del treinta i uno de diciembre último, si bien se ha hecho cargo
de la excitaciøn del Poder Ejecutivo nacional, no ha prohijado loe
fundamentOS de esa exciti0h1 para pedir la stiRpenBiOfl del decreto
de la Asamblea del Estado soberano del Tolima por el cual se dispone
solicitar la 0T0a4U0n del 9biip,ado del mismo Estado; hechoue ac 
qu
an de
e, aun
en presencie. de las dispostCiOutS constitucionales no
citarse en el ndniero ann
teor, restrinjo la jorisdiccion de la Corte para
decidir de otros puntos que de aqyellos a los cuales se ha estendido
su pedimento ya citado; porque la Corte carece de facultad legal para
prooedcr de oficio en esta clase de asuntos, segun el ya citado articulo
setenta i dos do la Constituciofl nacil i el señor Procurador je-ona;
neral se ha limitado, en su ya mencionada solicitud, a pedir la suspen-
sien de la parte última del artículo primero del decreto de ne se
esU .atan&o, desde estas palabras: 'pudiendo ofrecer el Cole)io do
San Simon de Ibagué para establecer el Seminario de la di6ceeis;' par-
te final de dichoart&cu10 primero, que indudablemente se halla en pugna
con el parégrafo del articulo veintitres do la Constitucion, que en su
último período se espre$ diciendo: 'Todo culto se sostendrá con
lo que los respectivoS relijionarios suministren vozrintaranwiUe; i ea
claro que, al disponer la Asamblea del Tolima del Colejio de &u
Simon de Ibague para Seminatioparti do la diócesis proyectada, no como
mia asoeiacMOfl do i
ndividuos c9 lares 3ue aplicaran su propiedad
DersOfl&l al sosten de SU 
prOJ)iO culto relioso individuaL sino como
nncionaro8 pblicos en ejeroclo de funciones oficiales 1 con el caráo-
te, de mandato aut x obligatorios siendo, como eran, no los
representantes do ciertos i doten nnalo relijionariO, sino do todos
los habitantes del Esta 	 an estrahdo, ti 	
sus lojítimas facultades
j desconocido el citado por odo último del parágrafo del artículoyeintitsree de la Cou4itllciO n, que, como ya se ha dicho, 1 despues
de rechazar toda 0
ontribucion para el sostenimiento de cualquier culto
relijioso, en su periodo segundo dispone que - 'todo culto se sostendrá
con lo que los respectivos relijionarios suministren voluntariamente.
"Cuarto. Que en id4nüco i aun mas espreso caso se encuentra
el parágrafo del articulo 
primero citado del decreto de cuya suspen-
ejon se trata, al cstablecer que '10139 a tos que ocasiono esta jeetion(le de la creaOi0 del Obispado proyectado) SO considerarán como
incluidos en el respeti° prcsüpüesto' porque los presupuestos ren
táetioos de loe Estados son leyes do los mismos con fuerza obligatoria
para todos sus habitante s, d9 cualquiera relijion que sean, i, por r0me, miii en pugna con el precitado pargrafo del articulo 'ireintitres de la
conntituciO1 que prohibe que los gastos de loe cultos se hagan por me-
dio de contribuciones i que solo los permite por ña de suministros 
yo-
lwsfari08 de los relijionarios respectivos; i el señor Procurador hapedido a la Corto la susponsion de esa parte del decreto, con cuya
cirStandis. oonstituco (artículo setenta i dos de la (Jonetitticion)
puede la Corto o0 arso de ella 1 decidirla.
"Por las precedenteS coesideraciones, la Corte Suprema federal,
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en ejercicio de la facaltad que le confiere el artículo setenta i dos de la
Coñatitucion nacional, i habida consideracion a lo espuesto por el
señor Procurador jeneral de la Naoion, administrando justicia en nom-
bre de los Estados Unidos de Colombia i por autoridad de les, acordó
suspender: primero, la parte final del artículo primero del decreto
espedido por la. Asamblea del Estado soberano del Tolima en diez i
sea de octubre de mil ochocientos setenta i tres i que lleva por rubro
'decreto de diez i seis de octubre de mil ochocientos setenta i tres,
promoviendo la ereccion del Obispado dAl Tolima,' desde las paia-
brsa-' pudiendo ofrecer el Colejio de San Simon de Ibagué para estable-
cer el Seminsrio do la diócesis'-, ¡ segundo, el parágrafo del espresado
articulo primero del decreto precitado, por considerar tales disposicio-
nes contrarias al parrafo del artículo 'veintitres de la (Jonstitucion
nacional i haberse podido su suapension por el señor Procuradorjenoral
de la Nacion, conforme al artículo setenta idos del mismo Código.
D6ese la debida constancia, publíquese en él periódico oficial de la
lJzuo; oomunf9uese al Gobernador dol.Estado soberano del Tolima,i
pásese el ~ente al Senado de la Union para los efectos de la ata'
bucien quinta del artículo cincuenta i uno de la Constitucion nacional."
Discutido que fud el anterior proyecto, la Corte lo aprobó por
unanimidad.
1 como no hubiera otro asuzao de qué ocuparse, se concluyó el
presente acuerdo, que firman el señor,Majist.rado Presidente 1 densas
señoree Majistrados con el infrascrito Secretario.
El Presidente, JosÉ M. R6JA8 Gsamo.—Mnmn M. Rsxfn-
JosÉ 3L VuJsluzsB G.—Ms-Nun M. M »mno.---Ba'a yz Bocas G.—E
l Secretario, Rajad E. Santander.
Es copia conforme.—.Bogot4, veintinueve de enero de mil ocho-
cientos setenta i cuatro.
El Secretario, R4fad E. Santander.
DE LA OOKISION En Sna»o.
Ciudadanos Senadores.
La Asamblea I4slativa del Estado del Tolima espídió el siguiente
decreto, que fu6 sancionado por el Poder Ejecutivo en 16 de octubre
de 1873:
"Art. 1.° El Poder Ejecutivo jeationará cerca de la Santa Sede,
"de la manera que crea conveniente, la creacion do un Obispado que
"comprenda en su jarisdiccion todo el territorio del Tolima, pudiendo
"ofrecer el (Jolejio de San Simon de Ibagu4 para establecer el Semi-
"nario de la diócesis.
"Parágrafo. Los gastos que ocasione esta jestion se considerarán
incluidos en el Presupuesto respectivo."
Tan pronto como el ciudadano Presidente de Ja RqØbhca tu-yo
conocimiento del acto lejialativo 9U5 se ha insertado, ordenó al señor
Secretario de lo Interior i Relaciones Esteriores que, a nombre del
Poder Ejecutivo, excitase al señor Procuador jeneral de la Nacion &
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fih doque solicitan de la Corto Suprema federal la suspension del sr-
tícuto 1.0 del espresado decreto, por creerlo contrario a la Constitucion.
E! señor Secretario do lo hterior, en la nota que dirijió al señor
Procurador con fecha 19 (le noviembre ultimo, 013 de concepto que no
solo ca contrario al pan(grafn del artículo 23 do la Constitucion, sino
tambien a los derechos individuales consignados en los incisos 10 i 16
de la Constitucion, que consagra, respectivamente, la igualdad ¡ libertad
relijiosa.
Las disposiciones que inserta el señor Procurador en la espresads
nota son 1513 signicntes:
"Art. 15. (Es baso esencial o invariable do la ljnion entro los
"Estados el reconocimiento i garantía, por parto del Gobierno jenersi
« i de los Gobiernos do loa Estados, do los derechos individuales que
"pertenecen a los habitantes ¡ transeuntes en los Estados Unidos do
"Colombia, a saber:)
"18. La profesion libro, pública o privada de cualquiera rolijion,
"con tal que no se ejecuten hechos incompatibles con la soberanía na-
cional o que tengan por objeto turbar la paz pública."
1 el artículo 23: Para sostenerla soberanía nacional¡ mantener
"la seguridad i tranquilidad públicas, el Gobierno nacional, iel do los
"Estados en su caso, ejercerán el derecho do suprema inspeccion so-
bro los cultos relijiosos, segun lo determina la le¡.
"Pargrafo. Para los gastos de los cultos establecidos o que se
"establezcan en los Estados Unidos, no podrán imponerse contribu-
ciones. Todo culto se sostendrá con lo que loa respectivos relijionarios
"suministren voluntariamente."
1 como tambien alude el señor Secretario al inciso 10, artículo 15,
es oonvcnionte tenerlo presento; dice as!:
La igualdad; i, en consecuencia, no es lícito conceder yrivüojios
"o distinciones legales que cedan en puro favor o beneficio de loe
"araciados; ni imponer obligaciones especiales que liMan a los indi-
viduos a ellas sujetos do peor condicion quo los (icinas.'
Sostiene el aeiior Secretario:
1.0 Que ca materia de relijion no pueden los Estados lcjialar siso
en el sentido de ejercer el derecho que les da el artículo 23,o en ci que
se refiere a las restricciones impuestas a la libertad reijiosa por el inciso
14 del artículo 15;porque, aun cuando el artículo 16 declara que
"Todos los asuntos de gobierno, cuya ejecucion no deleguen los Es-
tados, esprosa, especial i claramente, al Gobierno jeneral, son de la
esclusiva competencia de los mismos Estados"; esto principio está. res-
tnnjido, conformo a nuestras instituciones, no solo por las delegaciones
hechas al Gobierno jeneral, sino tambien por los derechos individuales
reconocidos i garantizados en el artículo 15;
2.° Que el decreto espresado puede decirse tambion que es contra-
no al principio do igualdad, por cuanto envuelvo un pnvilejio a los
miembros de la comunion cat6liea ; i
3,0 Que prohibiendo terminantemente el artículo 23 el estableci-
miento de contribuciones para los gastos de los cultos, ¡ ordenando
que éstos se sostengan con lo que voluntariamente suministren los res-
pectivos relijionarios, el acto lejislativo espresado es a todas luces
violatorio de esa disposicion costitueionaL
orn
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Él señor Procurador jeneral está do acuerdo con la doctrina es-
puesta por el señor Secretario en lo relativo a la violacion del par1{raiO
23 ;pero no es de conecto se hayan infrinjido por la Asamblea
del Tolima los incisos 1. i Al ,16 que cousagran la igualdad 1 la libertad
relijiosas; i concluye pidiendo a la Corte la suspension del artículo 1.0
del decreto i su parágrafo ; pero no eaprcsamonte de la primera parto
de dicho artículo, por no c!eor que el simple hecho do jestionar la
creacion do un obispado sea un acto violatorio de la Constitucion.
La Corte Suproina, apreciando las razones espuestas por el señor
Secretario de lo Interior i Relaciones Esteriores, i en vista del denun-
cio hecho por el señor Procurador, se limitó a suspenderla última par-
te del artículo i. i el parágrafo del mismo artículo; porque, ademas de
ser contrarios a la Constitucion, eran el objeto especial dela denuncia;
i en cuanto a lo restante del decreto, como no estaba comprendido en
el denuncio, i la Corte no debe proceder de oficio, so abstuvo de dictar
resolucion alguna, obrando asf en vista del artículo 72 de la Constitu-
cion, que dice lo siguiente:
"Corresponde a la Corto Suprema suspender por unanimidad do
votos, a pedimento del rflxtUra((or jeneral o de cualquier civ dadano, la
ejecucion de los actos lejislativos de los Estados en cuanto sean con-
trarios a la Constitucion i a las leyes , de la IJnion, dando en todo caso
cuenta al Senado para que ésto decida definitivamente sobre la validez
o nulidad de dichos actos."
Vuestra comision, en vista de los antecedentes quo se acaban do
relacionar, procedo a emitir su concepto.
Desde que se promulgó la Constitucion de 1853 qued6 establecido
en nuestras instituciones el principio do la emancipacion rdijiosa o la
Iglesia libre en el Estado libre. 1 desde entónces quedaron estinguidas
las relaciones entro el Estado jIs Iglesia católica, definidas en los de-
rechos do patronato, tuicion i protection, derechos que imponian a la
República las obligaciones correlativas de sostener el culto católico en
toda su estonsion, a saber: la ediñcacion i reporacion de las Iglesias,
la demarcacion do la diócesis i beneficios; la dotacion de loe prelados i
tnini gtros i el reconocimiento de las dignidades ¡ empleados eclosii.ati-
coz, como autoridades i funcionarios públicos.
A la República no lo quedó en materias reijiosas sino un derecho
que proviene de su soberanía i n6 de las relaciones que tenga con las
comuniones relijiosas : el de 8urenza ¿n$peccion sobre loe cultos, el cual
comprende la facultad do permitir o nG el ejercicio de una relijion (juit
rformatvii) i el de reprimir todo hecho de carácter relijioso, incompa-
tible con la soberanía nacional, o que tenga por objeto turbar la paz
publica.
La Constitucion de 1853 garantizó a todos los granadinos la pro-
¡tetan libre, púNwzz i prt*vado, & la reljjion que a bien tengan, con tal que
no turben la paz públiaz, ni ofendan la sana moral, ni impidan a loe otros
el jerdcio de u culto (inciso 5.°, artIculo 6.0)
Solo el reconocimiento de esto derecho, con las restricciones cjne
¿1 centeno, fué desde entónces objeto de gobierno en materias relijio-
sas; 1 por esto fu6 que inmediatamente despues de ospedida esa
Constitucion se sancionó la loi do 15 de junio, por la cual se declaró
que cesaba la intervencion do la autoridad civil en loe negocios relati-
-vos al culto; que ninguna corporacion ro'lijiosa tendria carácter pøilico,
i que las decisiones eclesiásticas, de cualquiera naturaleza que fuenn,
no tondrian fuerza legal alguna, i, en fin, que cesaba todo fuero i todos
los derechos ¡ obligaciones inherentes al ejercicio de cualquiera relijioc,
cuyos actos no estuvieran restrinjidos por las instituciones.
La proclamaeion de ese principio produjo grande alarma en las
personas afiliadas en 103 estremoM de los partidos. Los que no podian
concebi: que existiera un gobierno sin relijion, o sin que tuviera el deber
de sostener i protejor algnua, creyeron que el catolicismo iba a dspa-
racor i que una sociedad atea reemplazaria a la que babia heredado
de la Metrópoli la fe romana. Los liberales de la sn4ua escuela temie-
ron que la abolicion de los derechos (le patronato, tuzcion i proteccion,
que enfrenaban el poder teocrático, traeria la ruina de la República,
porque las libertades públicas ya no dependerian sino de los dietados
de los que gobernaban las conciencias sin restricion alguna. Pero loe
hechos ulteriores han demostrado que unos i otros se equivocaban. I
historia ha comprobado que nada ha sido tan funesto para la libertad
de los pueblos como la alianza de los poderes espiritual i temporal;
porque dondequiera que ha existido han desaparecido loe derechos del
hombro.
Pocos años trascurrieron despnee de promulgada esa Constitucion
para que llegase a ser objeto de una oonvicion jeneral la bondad del
princjpio de la emancipacion relijiosa. 	 -
En 1858 so sancionó la primera Constitucion federal; los que con-
currieron a Fu espedicion eran miembros del partido conservador en
mas de las dos terceras partes, 'i la libertad reijiosa quedó oonkignads
en estos t4rininos: La profeÑnt Ubre, pública o privada, de cualqyten
rdijion; pero no será permitido el çjerc€cio de actos que turben la
públiat o que sean calificados de punibles por leyes pr&.'xistentes. (Inciso
arMenIo 56).
1 ademas, entre las prohibcionos que tenían los Estados, aMaba
contenida la de "inten,cnir en aettntos r4iosoe." (Inciso 3.', articulo 1).
A. este grado habia ya llegado la opinion, cuando los conveneO
nales de Rionegró, en presencia de los conflictos croados por la resis-
tencia de 108 prelados 1 ministros católicos a los principios proøIa
dos por la revolucion de 1860, consignaron el artáculo 28, jIs libertAd
relijiosa, con una amplitud desconocida hasta entónces.
La Constitucion de 1853 hacia depender esta libertad, no sela de
la paz pública, sino tambien de la sana monil i de los obstáculos que
opusiera al ejercicio de otro culto; la de 1858, de los actos que fuesen
calificados de punibles por leyes existentes. De manera que las lejea
que establecieran la seno do casos en que una relijion no fuese cotXO
rae con la sana moral o los hechos que debieran calificarse de wnb'
en asuntos relijiosos, podian reducir a muí estrechos límites 085
derecho, que os sin duda el que con mas propiedad puede UamSNe
inaiieruzNe e impescriptible.
Foro el Codigo de Bionegro di6 tal ostension a ese deSlio, que
solo lo restrinjió a los casos en que fuese incompatible oon la sob&1'
nacional o con la paz pública, os decir, con la conservacion de Ja B
pública.
Pan hacer eficaces esas restricciones, se reservó el deisohO de
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suprema inspeccion sobre los cultos; ira garantizar la libertad de
conciencia, prohibió el establecimiento de contribuciones, i ordenó que
todo culto se sostuviese con los suministros voluntarios de los respecti-
vos relijionarios.
La Constitucion de 1858 babia prohibido a los Estados in(ervc-air
en aswitos rdjjiosos; pero la de 1868 les concedió, lo mikno que al Go-.
bienio jeneral, el derecho definido en el articulo 23, que tantas veces so
ha citado, i que es la salvauardia del poder civil.
En consecuencia, la ici del Estado del Tolima que ordena al Pqder
Ejecutivo del Estado jestionar la ereccion de un Obispado i asigna
bienes i fondos para ese objeto, ademas de ser contraria a 108 principios
que Iban proclamado todos los partidos en las instituciones que alter-
nativamente han dado a laNacioñ en los úlimos veinte años, ha violado:
1.0 La libertad relijiosa, porque ha aplicado bienes i rentas que
pertenecen todos a los ciudadanps del Tolima, católicos 1 no católicos,
al sostenimiento de un culto especial;
2.° La igualdad, porque fomentar una relijion determinada, es
favorecer a los respectivos relijionarios, haciendo de peor condieion &
loe demas ; i
3•0 El parágrafo del art!culo 23, que prohibe el establecimiento de
contribuciones para los gastos de loe cultos i ordena 9110 todos so sos-
tengan con los suministros voluntarios de los respectivos relijionarios.
Mas, como solo han sido denunciados espresaniente por el so-
flor Procurador, la última parte del artículo 1.0 i el parágrafo del
mismo artículo, el Senado, lo mismo que Ja Corte Suprema, no puede
ampliar su resolucion sobre lo que no ha sido objeto del denuncio, i así,
vueatra comision os propone el siguiente proyecto da
B2aØLUGZON:
El Senado do Plenipotenciarios, en ejercicio de la atribucion que
tiene por el inciso 5.°, artículo 51 de la Constitucion, declara definiti-
vamente nulo el acto lojislativo espedido por la Asamblea del Estado
del Tolima, que titula: "Decreto de diez i seis de octubre de mil ochocientos
setenta i tres promoviendo la creacion de un Obispado," en los puntos
siguientes:
1.0 La parte del artículo 1.° que dice: "pudiendo o(réa'r el ~.¡o
de San Sirnon & ibaguépara estaMecer el Seminario de la Diócesis 	 i
2.° El paxitgrafo del mismo artículo, redactado así; "Los gastos
que ocasione eslajestion se considerarán induidos en el presupuesto res
tivo,"; por cuanto estas disposiciones son contrarias ala Constitucion.
Comuníquese, publíquese i dovuélva.se el eapedient.e a la Corte
Suprema federal.
Bogotá, 25 de marzo de 1874.
MAwÉt. Ezzqwa CornuTst._J. SíNcszz—Aou8nR Anua.
Bnado de Plenlpewnclazlos,—Begot4, 16 de abril de 1874.
La anterior resolucion fué aprobada unánimemente por el Senado
en sus sesiones del 13 i 14 del corriente.—Comuníquesex publíquese.
El Proaidente Baos G6xn—El Secretario, Julio E. Pérez
win
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CXVIL
VALIDEZ & los artCcuIoN 171 32 de ¡a leidetEitadodeiToli-
mu, de 6 de diciembre de 1870, adicional al Código Civil
Accnwo DE LA SUrREXA Cowrt FEDERAL.
Ea Bogotá, a veinticuatro de setiembre de mil ochocientos setenta
i tres, so constituyó la Corte Suprema federal en Sala do acuerdo, con
asistencia del señor Majistrado Presidente, doctor Joeó María Bójaa
Garrido, i domas señores Mjistrados, doctores Manuel M. Ramírez,
Usar Conto, Juan M. Pérez j José María Vilaznizar G.; i se tomó
en considoracion la solicitud quo hace Nepornuceno Apacho para que
so suspenda el artículo 17 de una Wadicional i reformatoria del
Código Civil del Tolima.
El señor Majistrado doctor Ramírez presentó el siguiente
proyecto de
E ESO LU ClON.
"Nepomuceno Apache dirijió a esta Suprema Corte un memorial
manifestando que el artículo 17 do la lo¡ del Estado del Tolima de 6 do
diciembre de 1870, i el artículo tina! (32) de la propia Ici, el primero
reformatorio del artículo 2391 del Código Civil do aquel Estado, i el
segundo en cuanto deroga el artículo 2415 del citado Código, son con-
trarios a la garantía consignada en el nimoro 5, artículo 15 do la Coas-
Utucion do la Union, i pide, en consecuencia, que se decrete la suspen-
81011 do los artículos supracitados.
"Habiéudosc pedido al Gobernador del Tolima copia autorizada
do la leí do 6 do diciembre i la debida constancia sobre si el Código
Civil de Cundinamarca está vijonte en aquel Estado, el dioho Gober-
nador contestó, respecto de lo primero, que la citada lei se encuentra
ca la coloccion que remitió como aut.Sntica a- la Secretaría de la Corte,
i respecto de lo segando, que efectivamente rijo en el Tolima el Código
Civil de Cundinamarca, por disponerlo at4í el articulo 1.0 do la Ici de 3
de diciembre (debo ser 6) ya citada.
'El Procurador de la Nacion, en su vista de [5 del corriente,
manifiesta que, en su concepto, no es inconstitucional el artículo 17
a que se refiere el peticionario, i prescindo de discurrif sobre el
artículo final, pidiendo, en conclusion, quo no se acceda a tal solicitud-
" El artículo 17, cuya suspension se pido, dice así: 'Una vez apro-
bados por el Poder Ejecutivo los padrones do indíjenas, no se admitirá
acción alguna para el efecto do obtener la inscripcion o radiacion do
sigan individuo en el padron. Estas inscripciones so reputarán como el
iluico titulo de derecho al resguardo, bien sea al indíjena o a su repre-
sentante lajítimo, por haber enajenado sus derechos;' i el contenido
del artículo 2394 del Código Civil os el siguiente: 'El Administrador do
la comunidad debe tener un padron exacto de todos los comuneros, con
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Wprction de ¡se cuotas Ce um derechos, en el cual ¡it anotándose
snoesivameñte todos los cambios que ocurran. —Para formar por prinies
rs vez este padro, si los comuneros no son conocidos de un modo
auténtico, el Juez, a so&icitud del AdminiBtrador, los citará por edictos
fijadós cii lagares públicos de la cabecera del distrito en que so halle la
finca comun, para que presenten al administrador los títulos q cern-
prueben su derecho, dentro do ah pinzo de sesenta dias—Sie.ndo noto-
rio e indudable el derecho de un indi'u'iduo, debe inchiirsele en elpadron,
aun cuando no so haya presentado a solicitarlo. 108 1u1 dtdo.cs o lit-
jioos & da,idirán por djis&
El artículo 2416 del Código Civil derogado por el 32 de la ¡si de
6 de diciembre de 1870, está concebido en estos términos : 'E» caso
do roclamacion do los interesados, o de que seanotoria o indudable la
irregularidad o irnxaotitud de loe avalts, podrá el Prefecto ordenar su
rectificacion al titipo do examinar el padron. El Poder Ejecutivo dis-'
pondrá el modo como deba procedexse.a la rectificacion, en que Hiem-
pre intervendrá uno por lo Snos do los peritos que hubieren hecho él
primer avalúo.'
"La disposicion constitucional que se considera violada por la leí,
do 6 de diciembre ya relacionada, dice así : 15, Laproiodad; no
pudiendo ser privados de ella Bino por .pena o confríbucion jener:d,
con arreglo a las leyes, o cuando caí lo exija un gravo motivo do
necesidad pública, judicialmente declarado i previa indemnizacion....'
"Ahora bien, lo que claramente aparece de las disposiciones
legales toliinensee que quedan trascritas, es que la Lejislatura del
Estado reform6 el artículo 2894 del Código Civil, suprimiendo el
recurso de ocurrir 41 Juez en los cesos dudosos o litijiosos respecto a
It inclusion de alunoi individuos en el respectivo paaron, dándole
4 carácter de definitiva ala aprobacion que imparta el Poder Ejecutivo
a los padrones de tndjenas; i ya se ve que esto no constituye una
ifolacion de la propiedad, ni aun siquiera so suprimen por el artículo
17 citado las fórmulas protectoras del derecho de los indfjonas, una
vez que esa aprobacion no puede darla el Poder Ejecutivo sino oyendo
al informe del respectivo Prefecto, quien no puede evacuarlo sino des-
pues de haberse trasladado a 108 distritos respectivos i examinado las
cosas por sí minino, dando audiencia, con t4nnino suficiente, a los in-
teresados, para convenceros de la exactitud i justicia de las inscripcio-
nes, o hacer las rectificaciones del caso en vista de las pruebas que
sobre cada innovacion deberán crear o exijir, segun lo disponen loe sr-
tfculoe 2410 i 2411 de dicho Código quequedarón vijentee.
• -Tampoco puede estimarse como violatorio del derecho de pro-
piedad el artículo final (32) de la citada leí de 6 de diciembre, por
cuanto en £1 4e deroga el artículo 2416 del Códi?o Civil. Este artículoha sido sustituido con el que en la le¡ lleva el numero 22, i si en aquél
se establecian trámi4ee i fórmulas protectores del derecho, lo mismo se
ha hecho en éste, aunque alterando algunas do ellas, en virtud do una
facultad que nadie podrá disputarles a ¡os gpbiernos de las secciones.
11 1 por estas considoraciones, la Corte Suprema federal, adnainiw.
bando justicia en nombre de los Estados Unidos de Colombia i por
autoridad de la le¡, resuelve no suspender loe artículos 17 182 de Ja
lol ido! Tolima, de 6 de diciembre de 1870, que adiciona ireforma el
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C6o Civil. Copia de esta decision se publican en el "Diario Oil-
óal' i se enviará al Poder Ejecutivo del Ptado del Tolima, i el -
pediente orijinal se remitirá al Senado para su decision ulterior, de-
)Ñadoee copia de esta resolucion en la Secretaría.»
Discutido que fu4 el anterior proyecto, la Corta lo aprobó por
unanimidad.
1 oomo no hubiera otro asunto de qué ocuparas, se concluyó el
presente acuerdo, que firman el señor Mejistrado Presidente i domas
señoree Majistrados con el infrascrito Secretario.
El Presidente, JosÉ M. Eóna (hnmo—MAnr. M. Raitz-
CÉSAR Cono-JOSÉ MAR4 Vrrnns G.—JUANlL flan—El Seore-
Mijo, Rcj'ad E. Santander.
Es copia conforme—Bogotá, veinticinco de setiembre de mil
ochocientos setenta i trea.—El Secretario, Rajad E. Santasder..
L' yonn DE LA O0KIEIOZ4 DEL SENADO.
Ciudadanos Senadores.
Nepomuceno Apache ha denunciado como contrarios a la Consti-
tucion nacional el artículo 17 de la la¡ del Estado del Tolima, do 6 de
diciembre de 1870, i el artículo 32, final dala misma lei.
En el eapediente no se encuentra la copia autántica de loe actos
lejialaüioe denunciados; pero ellos se insertaron en el Acuerdo de la
Corte Suprema federal do 24 de setiembre de 1873, los cuales están
redactados en los términos alguien tse:
"ATt. 17. Una vez aprobados por el Poder Ejecutivo los padrones
"de indíjezias, no se admitirá accion alguna para el efecto de obtener
« la inscripcion o radiacion do oigan individuo en el padron. Estas iris-.
« oripciones se reputaún como el único título de derecho al resguardo,
"bien sea al indíjena, o a su representante lejitixno por haber erijo-
"nado sus derechos."
El artículo 32 deroga ci 2415 del C6digo Civil de Cundinamarca,
vijonte en el Tolima.
El artículo 2415 dice:
"En caso de redamacion de los interesados, ode que sea notoria
"o indudable la irregularidad o inexactitud de los avalúos, podré, el
"Prefecto ordenar su rectificacion al tiempo de examinar el padron.
"El Poder Ejecutivo dispondrá el modo como debe procederse a la
rectiñeacion, en que siempre intercederá uno por lo mdnos de loe po-
° ritos que hubieron hecho el avalúo......
Deduce el denunciante que los actos lejislativos espresados (sr-
tfculos 17 i 32 de la 1l de O de diciembre catada) atacan el derecho
de propiedad, por cuanto el artículo 17 ha derogado la parte final del
artículo 2394 del Código Civil, que dispone que los azsos dudosos o lit¡-jioeosse decidirán por el Juez, i elartíoulo32, por onantohaderogado
el artículo 2416 ya insertado.
Loe terrenos denominados Reaguanks o pertenecientes a comuni-
dades de indíjenas, han sido objeto do disposiciones especiales que el
código Civil contiene en muchos artículos. En ellos so determinan las
eondicionee necesarias para tener derecho a esos terrenos; el modo da
formar el padron de los indijenas o partícipes; loe requisitos cara
aprobar dicho padron; el avalúo de loe terrenos, en mensura, distribu-
cien, adjudioacion, &c. &c. &c......
Loe actos lejislativos denunciados Bolo modifican las disposiciones
referidas en ciertos puntee:
1.0 En que terminan toda roclamacion relativa a la inolusion o es-
clusion de individuos en 4padron desde el momento en que este docu.
mente ce aprobado por el Poder Ejecutivo; i
2.° Eh que ordenan que sea por la vis administrativa, i no por la
udicial, que se hagan las reclamaciones sobre todo lo relativo a la
formacion del padron.
Pero estas disposiciones en nada violan el derecho de propiedad.
Por los artículos 2409 a 2411 del Código Civil se dispone lo conveniente
a fin de que el padron de Iba indíjenaa se haga con la mayor exactitud,
do modo que nadie sea perjudicado, ¡la aprobacion que debe impartir-
le el Poder Ejecutivo exije requisitos que aseguran todavía mas los de-
rechos do los participes
En mérito de esta consideraciones, vuestra comision os propone
que conflrmeis el Acuerdo de la Corte Suprema federal, adoptando el
siguiente proyecto de
$	 RoLUCioN.
"LI Senado de Plenipotenciarios, en ejercicio de la atribucion
que le confiere el inciso 6. del artículo 61 de la Constitucion, declara
válidos los artículos 17 i 82 de la lei del Estado del Tolima, de 6 de
diciembre de 1878, adicional i reformatoria del Código Civil, por no
ser contrarios & la Conatitucion ni a las leyes nacionales.
'Comuníquese i publíquese."
Bogo abril 21 de 1874.
Honorables Senadores.
AGw1w4 Antst—Jwo Síxogxz.—Gsgpa Día.
Seuadc de PkcIpoccinice—AbdL 2$ di 1814.
U anterior resolucion ha sido adoptada por esta Cámara en los
tárminos i debates reglamentarios.
Comuníquese i publíquese.
El Presidente, R&xon Gdm—El Secretario, Julio E. Fáa -
(J:xvm.
NULIDAD del •rttcalo 13 de le. ¡el It de Boyacá de? de se-
tiembre de isa.
Aovza»o DE Lá SVPBRKS Con nmna.
En Bogotá, a cinco de enero de mil ochocientos setenta i onMro,
es oonstituy6 la Corto Suprema f~ en Sala de acuerdo, con asis-
tencia del señor Majietrado Presidente, doctor Joe4 María Bóju' Os-
nido, i domas señores Majit&oe, doctores Manuel t Raintrez, 04-
nar Genio, José María Villamiiar G. i Manuel M. Madiedo, i se tomó
op consideracion la solicitud que hace Bonifacio Tórree para que se
suspenda el artículo 13 do la ¡ei 49 de 1869 del Estado soberano da
Boyada
El eor Majistrado doctor Barnirez preaen16 el siguiente pro-
jeoto dé
ROLUCJ0L
Con fecha veinte de marzo del ai3o próximo pasado, ¡ desde Ja
ciudad de Santa Rosa da Viterbo, Estado de Boyacá, se diri$t6 1km-
lacio T6rros al Senado do Plenipotenciarios solicitando la declaratoria
de nulidad del articulo 13 de la leí 49 de 1869, espedida por la Asam-
blea de dicho Esta4o, i de todas las anteriores i posteriores diaposic2o-
nos que existan en el mismo sentido, declarando, por punto jenera.l, ser
nulo todo mandato que, contrariando el principio constitucional oca-
signado en el nimniero 12 del articulo 15, priva a loe contribuyentes del
derecho de obtener pronta resolucion en sus peticiones.
"El Senado, por una resolucion jeneral, mandó pasar al Procura-
dor de la Nacion todas las solicitudes dirijidas a aquel cuerpo sobre
nulidad do las leyes de los Estados, para que dicho tuncwnano lwi &-.
rijiera a asta superioridad con el respectivo informe.
Como resultado de la providencia del Senado, el Procurador se
dilijló a esta Suprema Oorte pidiendo la suspension del citado artículo
13, como contrario al núuioro 12 del articulo 18 do la (ionztitucwn
federal.
"Sustanciada la peticion como lo ptesaibs el capítulo 10, título
11, libro 2.° del Oódigo Judicial, ha llegado el casa do que it Cierta re-
suelva, en sala do acuerdo, si debe ejercer, oon relacion al aSo lejisla
tivo de la Asamblea de Boyac, a que se refiere Li peticioa, la facultad
que lo concedo el artículo 72 do la. Constitucion.
"El acto lejislativo do que se trata, i que en copia au4ntica so
halla agregado al oepediente, dice así: 'Artículo 13. Loe deudores do
plazo cumplido a las rentas públicas, al solicitar servicio de los emplea-
dos en ci ramo civil, acoinpafsarin a sus solicitudes el comprobante do
estar a psi i salvo ea sus oiatsa. Fa ccm.eeuen.ia, ea a deber do
dichos empleadosprestar a los deudores el apoyo da sus funcianas le
galos, siempre que se los presente pór el interesado respectivo el com-
probante indicado.5 Par4grafo 1.0 La presentacion del oocprobante. dicho se hará
constar en los autos, en copia,, devolviendo el orijinal al interesado o
interesados.
'Parágrafo 2.° Los empleadas que contravinieren a lo dispuesto
en este artículo serán juzgados ¡penados conforme a las leyes.'
"Tal es la dispoeicioa pie so estima violatoria del inciso 1, artí-
culo 15 do la Constitucion. Este inciso está redactado en los siguientes
tdrrninoe: 'El derecho de obensr pronta reaolnciou en las peticiones
que por escrito dirijan a las corporaciones, autoridades o funcionarios
$bhcos, sobre cualquier asunto de hitares jenal o rdoulax?
"Desda luego se conpnndo que el motivo pera e4imara ooctnr
rIaslas des dspz8ioiolies bwritaa no puodeser oko que si tic las thçmi
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eón absolutos con que aparece espreesdo el reconocimiento i la garantía
del derecho de obtener pronta resolucion en el número 12 del articulo
15; i la obligacion queso impone a los peticionarios en el articulo 13
de la le¡ boyaoense número 49, depresentar el comprobante que acre-
dite estar a paz i salvo en sus cuentas. Como el Senado anul6 las leyes
de Santander i Boyacá de 1884, i la de Cundinamarca de 1869, i do-
clar6 válida la. de Bolívar de 1868, que tratan del mismo asunto, contes
niendo disposiciones semejantes, no puedo decirse cuál sea la doctrina
constitucional reconocida. Mas aún, estas contrarias decisiones, oriji-
nadas, sin duda, del distinto personal de la corporacion que las espidi6,
Iban venido a poner en duda el alcance de la garantía consignada en
.,el citado inciso 12, con relacion a la facultad que tienen los Gobiernos
de loe Estados para lejislar en materia civil.
"Ea un hecho potorio que no ha¡ en la Union Colombiana un solo
tetado cuya lejislacion no contenga disposiciones que, mas o ménos
directamente, no se relacionen con el derecho do peticion. Todos los
c6digo3 sobre procedimientos judiciales prescriben requisitos para la
redaccion do los libelos de demanda, así como para la prosentacion de
loe memoriales sobre rentmoias do términos¡ desistimientos de las se-
ciones i recursos interpuestos. En casi todos los Estados está mandado
near pspel timbrado para los escritos que so presenten a loe funciona
rico i corporaciones públics, como un arbitrio fiscal, i en algun Esta-
do en que no se ha estabicoido el papel timbrado, se ha prescrito, sinem,
bargo, que se uso precisamente CD 108 procesos civiles i criminales
J
florete españoL En todos estos casos,¡ en muchos otros que pu-
dieran citarse, son inadmisibles las pctioiofsos escritas que so presentan
en oontrayencion a las disposiciones a que deben respectivamente su-jetarse, conforme a las leyes del respectivo Estado; ¡ apesar de cato,
deede que so estableció en el país la forma federal, solo han sido me-
¿aria obligada do solicitudes de suspension los actos de las Asambleas
que oonticnen medios indirectos para hacer efectivo el pago de los im-
puestos que gravan la riqueza mueble e inmueble, objetando estos me-
dios, ya como contrarios al derecho de propiedad, ya como opuestos
al de obtener pronta resolucion De este linaje es la disposicion
que al presente so examina, que es la consignada en el articulo 13
da lslei4OdelSfi9,espedida por la Asamblea de J3oya4za la cnaZ
se refieren las solicitudes de Bonifacio T6rres i el Procurador de la.
Nacion. No incumbe a la Corte revisar las disposiciones anteriores¡
2osterioros que en el mismo sentido del citado artículo 13 haya cape-
dido la Asamblea de Boyacá, como lo pretende Tórrea (para lo cual
tendria que hacer un estudio de toda la lejielaóion del Estado), porque
las resoluciones que en la materia debe eapedir este Supremo TnbIInOI
han de recaer sobre los actos lojielati-vos que espocificamente so apun-
ten en las respectivas solicitudes, segun 80 "jo de los articules 14
72 de la Constitueion.
"Por mas jenerales que sean loe términos en que eetS redactado
el inciso 12 del artículo 15 de la Constitucion, para la Corte ea induü.-
ble que él debe ser entendidoi aplicado sin perjuiode lo que esta--
blezca la lejislacion civil de cada Estado, como mMeS sujeta & loa
Gobiernos locales; jmee de b contraríe se tenéis qqe ir a. parar al
absurdo de suspender como inconstitucionales las leyes qn. no
1
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bu a los menores i a los locos establecer demandas por sí misno,
obligando a loe jueces a seguir los juicios que éstos promovieran. Con-
siguientemente quedaria restrinjida la facultad de loe Gobiernos locas-
losa en materia de impuestos, i exentos, hasta cierto punto, loe habi-
tantes de los Estados, de contribuir para los gastos públicos, con vio-
lacion de lo establecido en algunas, si no en todas, de las respectivas
constituciones.
"Por otra parte, ea preciso no confundir estos dos hechos, esen-
cialmente distintos el desconocimiento de un derecho, i el estableci-
miento de las formalidades o condiciones para ejercitarlo. El artículo
13, que se está examinando, no desconoce el derecho de peticron: por
el contrario, lq acata i manda observar. Solo establece una condicion
respecto delos individuos que hayan causado a deber alguna suma
a las rentas públicas ino estén a paz i salvo pu sus cuentas; del
mismo modo que los artf culos 199, 20u, 446 i 739 dol C6digo Judicial
de la tYnion han establecido requisitos para la redaecion de loe libelos
de demanda i para la presentacion de los memoriales en que se renun-
cian términos i se desiste do pleitos o de recursos, sin que a nadie
le haya ocurrido tachar de inconstitucionales los citados artículos
del Código JudiciaL
"En una solicitud semejante que fué denegada, por decision de 19
de marzo de 1870, se adujeron, entre otros, los siguientes fundamentos:
'Que la enunciacion de los derechos individuales, tal como se encuentra
en la Constitucion nacional, implica el reconocimiento do todos loe de-
botes consiguientes al estado social i a la existencia del Gobierno, los
cuales no subsistirian sin los medios de hacer respetar esos derechos,
habiendo una correlacion natural i forzosa entre los unos i los otros, i
seria absurdo concebir el goce deaquéllos sin el sometimiento de éstos,
por ser el juego simultáneo de ellos loque constituye la dignidad hu-
mana, cuya proteccion es el objeto de loe Gobiernos llamados libres.
'Que si los poderes federales deben ser miii mesurados en el ejer-
cicio de la facultad de suspender i anular las leyes de los Estados,
como so desprendo del espíritu do la Constitucion, esta meenra debe
ser 'mayor tratándose de las leyes sobro contribuciones, teniendo en
cuenta que ellas estén dictadas para resolver la mas grave dificultad
que ofrece la organizacion i ejercicio del Gobierno do los Estados, i que
una suspension puede poner en serios conflictos la paz o la marcha de -
dichas entidades.'
"Por las anteriores consideraciones, la Corte Suprema federal'
administrando justicia en nombre de los Estados Unidos de Colombia
V
re autoridad de la le¡, resuelve no suspender el artículo 13 de la Mi
d 1869, espedida por la Asamblea del Estado de Boyad, que adi-
ciona i reforma las leyes 28 i 29 de dicho Estado, por no ser contrario
a los artículos 14 1 72 de la Oonstitucion.
"Copia de esta decision se publicará en el "Diario Oficial" i se
enviará al Poder Ejecutivo del frado de Boyad. El espediente ori-jmal se remitirá al Senado para su decision ulterior, dejéndose copia
de la presente resolucion."
Discu
t
ido que fué el anterior proyecto, la Corte lo aprobé
por unanimidad.
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1 como no hubiera otro asunto de qué ocuparas, se concluyó el
presente acuerdo, que firman el señor Majistrado Presidente 1 domas
seores Majistrados con el infrascrito Oficial mayor, por ausencia
del Becretaricx
El Presidente, JosÉ M. Bdns Ginmo.—MAlwlt M. Rsxirz.-
CÉsan Cowro.—Jost M. Vu,LAXInR G.-3Lirna Msn(& MADIErio.-
Por el Secretario.—El Oficial mayor, Joaquín Eeguena.
Ea copia conforme—Bogotá, enero 17 de 1874.
El Secretario, Rejad E. Santander.
LUPOMM .IM LS OOMIBION DEL SENADO.
C±n4acZano Sonaclorca.
Desde el distrito de Santa Rosa, OB el Estado do Boyacá, se
dirijió el ciudadano Bonifacio Tórres al Senado, por medio del memo-
rial fechado el 20 de marzo de 1873, pidiéndole que declarase la
nulidad del artículo iS de la 101 49 de Boyacá, de 7 de setiembre de
1869, 1 do todas las anteriores i posteriores disposiciones que existen
en el miRTnØ sentido, por ser contrarias a la garantía constitucional de
"obtener pronta resolucion en las peticiones que por escrito se dirijan
a las corporaciones, autoridades o funcionarios públicos, sobre cual-
re,
asunto de interes jeneral o particular," consavada en el inciso 12d l artIculo 15 de la Constitucion política de la (Juzon.
El Senado acordó que la peticion del señor T6rres fuese pasada
al señor Procurador jeneral de la Nacion, con el objeto de que olla
se examinara i resolviera por la Corte federal, segun lo proscribe el
artículo 72 de la propia Constitucion, i efectivamente dicho funcio-
nario ocurrió con el espresado memorial al Supremo Tribunal, coad-
yuvando la solicitud del señor Tórres.
Al considerarse por la Corte este asunto, tuvo en cuenta pera re-
eolverlo, absteniéndose de suspender los doctos del articulo 13 de la
1.1 49 del Estado do Boyacá, entre otras razones, ésta:
"Como el Senado anuló las leyes de Santander i Boyacá de 1864,
9 la de Cunijinainarca de 1869, i declaró viuda la de Bolívar de 1868,
"que tratan del mismo asunto, conteniendo disposiciones semejantes,
« no puede decirse cuál sea la doctrina constitucional reconocida."
"Mas aún: eatas contrarias decisiones, orijinadas, sin duda, del
tinto personal de la corporacion que las espidió, han venido a
"poner en duda el alcance de la garantía consignada en el citado ni-
"cizo 12, con relacion a la facultad que tienen los Gobiernos de los
"Estados para lejislar en materia civil.
Sometido esto nuevo caso al exámen del Senado, nesa comision
DO puede Snos que reconocer que ya se hace preciso establecer la
Verdadera doctrina constitucional que en lo sucesivo sirva de fundamen-
to al resolver las solicitudes que sobre la misma materia se sometan a su
criterio; haciendo desde luego una detenida comparacion de los argu-
mentos hechos en uno i otro sentido por las comisiones inspectoras de
lm actos lejinlativos de loe Estados, para deducir cuáles son los mas
00%dormes ¡ están en completa armonía con el principio consignado en el
- 264 -
inciso 12 de nuestra Coestitucion. Porque, en realidd ambas doctrinos,
q ue esencialmente son opuestas, no pueden avenirse con ese principio,
tina sola será la verdadera, i falsa la otra ; i desde luego conviene en-
minarla para dejar aseutada la que consulta no solo la letra aiao S
ospiritu de la institecion, que seguramente ser¿ la verdadera.
L
Lot de Boyaca de 1864.
A solicitud de algunos vecinos del distrito de Sogamoso, ci Senado,
en sus sesiones de noviembre de 1867, dcelar6 definitivamente nulo el
artículo 40 de la Id de 19 de dicietabro de 1264, orgánica do las con-
tribuciones i rentas, espedida por la Asamblea Lejislativa del Estado
soberano de Bcyacft, de acuerdo con lo que el Solador señor Manual
W. Carvajal propuso en su informo, que se rejistra a las pajinas 109 a
111 dei Código de resoluciones dictadas por el Senado.
Veamos lo que disponis el artículo anulado, i los fundamentos con,
signados en su informe por la comision
"Art. 40. La Corte del Estado, los Jueces de Sctito, los de dis-
"trito, los Notarios i bm Itejistrndoros de instru mentos públicos i
privados, no les prestarán su oficio a los contribuyentes que no
"comprueben haber pagado el impuesto. El comprobante constará del
"recibo del Recaudador, o de la lista de contribuyentesque mensnsj,-
"mente remitirán los Recaudadores a las oficinas publicas del respectivo
"distrito."
"Cuando los individuos que no siendo contribuyente soliciteb da
"los Recaudadores respectivos el comprobante do tales, Mes tienen
' obligacion de espedirles una boleta que testifique que no son con-
' tribu yentes,"
1 la comiaion que examinó las precedentes disposiciones dijo pi
Sonado:
"Los que defienden la. constitucionalidad de estas dispoSions1
las califican como un medio coercitivo empleado para llevar a efecto
el impuesto; i razonan do este modo: Si 1€ Estados tienen la facultad
de imponer contribuciones para los gastos de su administracion, tiae
la correlativa de establecer alguna sancion para los que no cumplan
con el deber de pagar. Si loe habitantes de Boyacá tienen el derecho
de obtener pronta rosolucion en las peticiones que dirijan a loe fancio-
naros públicos, i de que Be les adminigtre justicia, tainbien tieaen el
deber de pagar el servicio; i miii bien se puede, tomo un medio oow
cifivo, establecer, no que se les quite ese derecho, sino que no so les
otorgue hasta que prueben haber cumplido por SU parte con uno do
sue eberes.
"Si so sentara el precedente, agregan, do anular una leí como la
de que se trata, no qaedaria e. loe Estados medio alguno para ha~
efectivas las contribuciones ;-cualquiera que se catableoi&s seria
tachado de inconstitucionaL Lo seria la leí que impone derechos de
aduana, porque ataca la libertad do industria; lo seña Is de papal
sellado, que existe en algunte Estados, porque suspende al dezeáho
do obtener pronta resolucion, toda ves que sin pasar Me itupeesto mu
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t»teden oir ¿olicitudes loe funcionarios públicos; lo serian todas,
porque todas limitan alguna libertad. Las disposiciones de que se
trata no implican la negacion de un derecho constitucional: exijaz
apnas la prueba do haberse cumplido un deber."
"Contra loe precedentes razonamientos hai que observar:
"1.° Que es base esencial
,
 e invariable de la tJnion entre los Es-
tado8, el reconocimiento i la gaantía, por parte del.Gobierno jeneral
i de loe Gobiernos de todos.i cada uno de los Estados, de loe derechos
individuales consagrados en los diez i seis incisos del artículo 16 de)a Constitucion nacional;
"2° Que en él catálogo de esos derechos figuran-el de que los
habitantes ¡ transeuntos en loe Estados Unidos de Colombia no pue-
den ser penados sin ser oidos ¡ vencidos en juicio;¡ el de obtener
pronta reeolucion en las peticiones que por escrito dirijan a las corpo-
rsciones autoridades o funcionarios públicos sobre cualquier asunto
de interes jeneral o particular; i
"3.° Que el medio coercitivo empleado por la le¡ de Boyad para
hacer eficaces las contribuciones, conculca cetas dos garantías. En
efecto, si los tribunales de justicia, notarios i rejistradores de instru-
mentos públicos i privados, niegan su oficio a los contribuyentes que no
Justifiquen la selacio» del impuesto, resulta que tales contribuyentes
tienen prohibido» temporal de ejercer los derechos civiles de testar;
de ser nombrados herederos o legatarios; de contraer matrimonio civil;
de nombrar o ser nombrados tutores, curadores, árbitros, apoderados,
&c; de hacer constar sus contratos por escritura pública; red~-
dar en juicio sus derechos, ide ejercer, en fin, todo acto civil en que
por raso» de su oficio deben intervenir los funcionarios públicos espre-
sados. 1 como la prohibicion temporal de ejercitar tales derechos, o sea
la suspeusion de ellos, es una verdadera pena, es evidente que los indi-
viduos que no justifiquen el palo de la ooutribucion vienen a ser pena-
.dos sin ser oidos ¡ vencidos enJuicio."
"Si la no satisfaccion del impuesto fuera un delito, debe preceder
.$nioio para laimpoeiciondela pena; isi no lo es, eeun absurdo em-
plear una coaccion que tiene todos los caracthres de una verdadera
pena. No se siegueque está en manos del contribuyente hacer cesar el
entredicho a que sola sujeta, consignando lacontribucion; porque no
es raro que Be le impongan gravámenes superiores a~ recureos, o que,
por causas independientes de su voluntad, se vea reducido a la impo-'
tencia absoluta de pagar."
El Senado, como dntes os lo ha dicho vuestra comision, declaró
nulo el articulo copiado de la Ini de Boyacá, así como otro artículo
conexionado con aquél.
II.
XsSi de Bolívar de 1868
Natural es, ciudadanos Senadores, que deepuee de haber insertado
Bu esto informe loe axgtunentos que principalmente sirvieron al Senado
en 1867 para anular la referida leí de Boyacá. contraiga su oxáinen
vuestra comision a los que sirvieron t.ambien al Sonado para resolver
34
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en senado opuesto la solicitud que el sefior Antonio J. Tono hizo ps
que se anulase la leí de Bolívar, de 10 de noviembre de 1888, de
puesto sobre la renta," con el objeto de compararlos i averiguar cu&es
de ellos tienen mayor solidez, o son loe que en realidad la tienen i so
avienen en un todo con las instituciones fundamentales.
El artículo wde dicha le¡ "de impuesto sobre la rWitat a que el
señor Tono contrajo su peticion, dice lo siguiente:
"Artículo 20. El Tribunal Superior de $utida i demas Jnr€adoe
no podrán oir en juicio, ni prestar sus O&rne, a loe deudor del ¡m-
" puesto que se establece por esta le; si dichos deudores son actores
"o demandantes4l Loa Notarios públicos i loe Rejietrsdores de instrumentos
"hijeas tampoco prestarán sus oficios a loe que sean deudores id
"tado poi el referido impuesto; i, en consecuencia, no aoterizaat
"actos o contratos, ni los barín constar en el libro de rejistro, mando
los que de ellos aparezcan como acreedores o favorecidos sean deudo-
." res ¡1 Estado por razon del impuesto ya mencionado."
Sustancialmente, ciudadanos Senadores, el artículo copiado de la
leí do Bolívar contiene el mismo precepto que la de Boyacó; i por
tanto, ea menester consignar las razones que el Senado, no obstante la
igualdad do casos, tuviera en cuenta pera determinar lo contrario a lo
que anteriormente habia establecido como doctrina constitucional.
Tratándose de dicha leí de Bolívar, la oomision inspectora de loe
actos lejisIavos de loe Estados, que en 1870 todavía se oeponia de
cinco Senadores, no pudo presentar diothmen unánime, i así fu4 que el
de la mayoría, compuesta de loe Senadotes Manuel de J. Quijano,
Marco A. Estrada i Justo Arosomena, que terminaba proponiendo l5
nulidad del artículo 20 de la referida le; fué desechado; i se aprob6
por la. corpoçac ion el suscrito por la minoría, compuesta de lbs Sena-
dores Ramo n*  R Palau ¡Antonio Perro, que aconsejaba se adoptase,
como fu4 adoptado, el proyecto de declaratoria do validez de la xneu-
cionada disposicion.
Reservándose vuestra coinision hacer valer varios de loe argamen-
tos de aquella oouiision (la de la mayoría) cuando se ocupe del exámen
de la Wde BoyaS de que ahora se &sts oonsignarí loe peces
espuso la minoría en su respectivo informe, publicado en el rrámero
1947 del "Diario Oficial."
"Vuestra comision de inspeccion de actos lejislalivos de los Esta-
dos," dijo la minoría5 "reconoce la fuerza dolos argumentos en que la.
Corte Suprema ha apoyado su fallo; porque es de todo ponto indmpo
table que los ciudadanos no pueden exijir con justicia loe servicios
les presta la sociedad, sise deniegan apagar, en la propotcion que
toca, el valor de esosservicios;¡ lo es tambion, que a las condiciones
establecidas para que la fuerza social ¡la fe pública den al sdsdsno
su apoyo, no se les puede suponer el mismo oaríeter que tenis la d&
negacion absoluta que un Estado hiciera de prestar su autoridad, o la
de Ja fe .pública, a un ciudadano.
"Si el principio contrario hubiera de admitirse, una gran puto,
cae¡ totalidad de la lejislacion civil de los Estados, quedaría someti
di. a la tacha do nulidad, por violacion de las garantias indiMflales
compren&ds en el artículo 15 de la Constitucion nt.&n ial; pu bloc
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sabeLa que tanto las leyes snstantins como las adjetivas hacen d~-
diente el derecho de martes trámites i condiciones que están estable-
cidas como necesarias para su ejercicio i reconocimiento."
M.
Lel 49 de Boyan de 1889.
El ciadadano Bonifacio Tórres ha solicitado, oorno ya se ha dicho,
la declaratoria de nulidad del artículo 13 de la indicada, leí, que es del
tenor siguiente:
"Art. 13. ,Los deudores ¿e plazo cumplido a las rentas públicas.
"al solicitad de los empleados en el ramo civil, aoompaiait a
« sus soiiaitudes el comprobante de estar a paz i salvo en sus cuenias.
Ea consecuencia, es un deber de dichos empleados prestar a loe den-
"dores el apoyo ¿e sus funciones legales, siempre que se les presente
"por el interesado respectivo el comprobante indicado.
11 Pargrs10 1.0 La presentacion del comprobante dicho se hsr
"constar en los autos, en copia, devolviendo el orijinal al interesada o
"interesados.
"Parígrafo 2.° Los empleados que contravinieren a lo dispuesto
« en este artículo, seda juzgados i penados conforme a las leyes."
En lo esencial, nada tiene de nuevo la procedente dispo&cion, que
no contuviera el articulo 40 de la leí del mismo Estado de Boyacá da
19 de diciembre de 1864, iel artículo 20 de la de Bolívar de 1868, "do
impuesto sobre la renta," pues todos ellos se dirijen a erijir la compro-
baeiou de que no son deudores al Tesoro, para poder emplear loe ser-
vicios de los empleados públicos; de modo que tos tienen prohibicion
de prestar sus oficios a loe particulares mi4zias tal comprobacion no
se haga.
La Suprema Corte federal, censurando esta última disposicion do
la la¡ deBoyac4,espuso:"Esun hecho notorio que no ha¡ enlaUnion
"Colombiana un solo Estado cuya lejislacion no contenga disposiciones
jus
-
sus, mas o mático directamente, no se relacionen con el derecho de
ticia. Todos los C6digos sobre procedimientos judiciales prescriben ro-
"quisitos para la rodaooion de 108 libelos de demanda, caí como para la
"presentacion de loe memoriales sobro renuncias, de términos t dosis-
timiantos de las acciones i recursos interpuestos. En casi todos loe Es-
"tados está mandado usar papel timbrado para los escritos que se prcee9 -
"ten a los funcionarios i corporaciones públicas, como un arbitrio
"fiscal, i en sigua Estado en que no se ha establecido el papel timbra-
"do, se ha prescrito, sinembargo, que se use precisamente en loe pro-
« ceses civiles i criminales papel florete español. En todos estos casos,
en muchos otros que pudieran citaree, son inadmisibles las veticio-
« nes escritas que se presentan en contravencion a las disposiciones a
« que deben respectivamente sujetarse conforme a las leyes del respec-
"tivo Estado; i a pesar de esto, desde que se eatableció en elpais la
"forma federal, solo han sido materia obligada de solicitudes de sus-
"pennion los actos de las Asambleas que contienen medios indirectos
"para hacer efectivo el pago do los impuestos que gravan la ripien
"mueble e inmueble, objetando estos medios, ya como contrario. al
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derecho de propiedad, ya como opuestos al de obtener pronta re-
"solucion."
Vuestra comision juzga moj conveniente examinar si estos razona-
mientos tienen alguna faena indestructible.
No ve vuestra comision, en los ejemplos citados por la Corte fede-
ra], absoluta paridad en el caso que se 'ventila, corno so permite respe-
tuosamente esponerlo, Lutos de Beguir adelante.
Prescribir que los libelos de demandas civiles contengan cierto'
requisitos, como el nombre de la persona a quien se demanda i la
razon o causa por que ésta so entabla, no es, a juicio de vuestra comi-
ion, suprimir ni suspender el derecho que constitucionalmente se tiene
a obtener pronta resolucion en las peticiones que se dirijan a las
corporaciones o funcionarios públicos sobro cualquier asunto de intoresjoneral o particular. Lo primero mas bien favorece la intencion del
demandante, porque no solo da mas claridad a la accion que se instan-
rs, sino que es de esencia de ésta que so esprose de quién se pide i con
qué derecho. ¿De qué serviria demandar el cumplimiento de una
obligacion sin espresar el nombro de la persona obligada? ¿ Cómo
podría un Juez decidir que el demandado pagara la suma determinada
por el actor, sin que éste espresara que aquél se la debía por contrato
de mutuo, o por compraventa, por depósito, por herencia, &a. &o? Su-
primidos tales requisitos, nadie podría saber qué cosa so pedía en al
escrito, quién deboria darla i por qué motivo: ellos so han establecido
para dar a las peticiones judiciales cierto valor i firmeza, esenciales al
derecho que Be quiere hacer efectivo.
Cosa mul distinta es, por cierto, exijir de un demandante la
prueba do que no es deudor al fisco, para hacer que tons curso legal
su accion. Aunque el escrito contuviera con toda la claridad del caso
los requisitos que son imprescindibles en los de esa naturaleza, nada
adelantaría .el actor si no acompañaba el comprobante de no deber
al Tesoro público.
BI inciso 12 del artículo 15 de la Constitucion de la República no
garantiza el derecho de obtenerpronta resolucion en las peticiones
que so redacten en papel comun; do modo que, si en algunos Estados
debe hacerse nao de papel timbrado, esto no contraría la garantía
constitucional, i desde luego que el memorial se estiende en papel
correspondiente, no puedo haber inconveniente legal para que so
considere i resuelva la solicitud.
Los habitantes i transeuntes por BoyacL, aunque estendieran
escritos en el papel sellado que en aquel Estado so halla , establecido,
DO por eso ostarian relevados de la obligacion de justificar que no
adeudan nada al Tesoro; de manera que aunque pagasen el impuesto
de timbre, so encontrarían en las mismas condiciones en que estimo-
rau los particulares en los Estados en que no ha¡ tal impuesto, pero
que exijan tambien comprobantes iguales a loe referidos para merecer
IQ atoncion de los empleados públicos.
Si se llevaran las cosas basta ese estremo, podría conducirnos
hasta el absurdo. Así, por ejemplo, so supondría ser contrario al prin
cipio constitticional consagrado como garantía, el hecho de exijirsa a
Un francos que demandase judicialmente a un holandes, 1 de éste que
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contestase, que redactaran sus escritos en el idioma patrio, i rió en
el que respectivamente conociesen dichos estraiijeros como nativo.
Habria que suprimir los trámites dilatados que prescnbon las
leyes para sustanciar los juioioe, i que loe hacen casi inteñninables,
porque la garantía no se limita a obtener resolucion, sino a obte-
nerla pronta.
Pero nada de esto, ciudadanos Senadores, se opone a la garantía
constitucional; i sí es opuesta & ella la disposicion de la Wde Boyacá
que está examinándose.
Loa que opinan por la constitucionalidad de semejantes disposi-
ciones i, por tanto, en favor de su validez, presentan al debate como
poderoso argumento, Late:
• Si los F.9tadoe tienen lafa'nd1ad de imponer asriludona para los
gastos de su administracion, llenen la correlativa de establecer alguna san-
cien para los que no cumplan con el deber de pagar; pues si cada habitante
o transeunte en los Estados Unidos & (Mombia tiene derecho de obtener
pronta resol ucion en las pe&iones que din jan a los funcionarios públicos, i
de que se ¿es admivSre justicia, tambien tienen el debei de pagar el servicio;
¿ como un medie coercitiijo 88 e~nó que se le quite ese derecho, sino
no se (e otorque hasta que pruebe haber cumplido por su parte con uno
& sus mas indedinaijes deberes. Si es base esencial e invariable de la
Union entro los Estados el reconocimiento i la garantía, por porte del
Gobierno jeneral 1 de los Gobiernos de todos i cada uno de los Estados,
de los derechos individuales que pertenecen a los habitantes¡ transeuntes,
N
ue enumero el artículo 16 de la Constitucion nacional. ¿cómo es
e sostener que el comprendido en el inoiso 12 de dicho artículo, do
obtener pronta resolucion en las peticiones que loe particulares dirijan
a los empleados públicos, se pueda suspender temporalmente?
No ha¡ facultad de privar en absoluto de ese derecho) dicen los
partidarios de la doctrina favorable a la le¡ de que se trata; pero puede
~penderse. ¿De qu6 disposicion constitucional deducen tal conse-
cuencia? pregunta vuestra coinision.
Porque, en realidad, si los Estados tuvieran facultad para suzpe-
dar dicho derecho, como medio coercitivo empleado contra los deudo-
res, la tendnan sin duda algunapara ne#rselc en absoluto. Mas, en
el sentir do vuestra comision, no la tienen para una ni otra cosa.
Los Estados celebraron un pacto social, no con los individuos
particulares, sino con cada uno do los domas Estados colombianos, en
virtud del cual se consideró como base esencial e invariable, es decir, no
sujeta a auspensiou ni recortes por ninguna de las partes contratantes,
el r&vnoczmic,Uo por sus Gobiernos de los derechos individuales puntua-
lizados en la Constitucion. De modo que desde que un Estado suspende,
siquiera sea temporalmente, el ejercicio de todos o de cuaZq'uiera de esos
derechos, deja de recanocerlos, porque loe desconoce o niega ipor lo mis-
mo, en ese estado de cosas se falta a la base de la union entre los
Estados; i no solo se falta a olla, sino que deja de ser invariable para
convertirse en caprichosa e inconstante.
Si reconocemos en los Estados facultad rara suspender uno cual-
quiera de los derechos individuales garantizados, tendxiainos que
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reconoe6rsola para suspenderla como medio ooercitiio, d^ tres, e~
de esos mismos derechos; tendríamos que conced&sela para mp-
dorios temporalmente talos. ¿En qu6podrisnoe fnndaruoe para
reconocertea facultades de suspender uno de osos derechos i no todos?
Vuestra comision no descubre que haya razon para lo uno, i n6 para
lo otro; itntes bien, cree que ese seria el resultado 16jico de la opuwa
contraria a la que ella viene sosteniendo o haciendo conocer.
1siguiendo en ese camino los sóstenedores de la doctrina conng-
nada en el artículo 13 do la ¡si 49 de BoyaeS, bien podrán sostener
maüana que es potestativo a los Gobiernos de loe Estados sancionar
en su lejislacion que los deudores al Tesoro no tienen, mitÇnfras lo
sean, seguridad rrsonal ; de suerte que podrían ser atacados impune-
mente por otro individuo o por la autondad:que los mismos deudores
al fisco podrán ser presos o detenidos por deudas a los particulares,t
privados de una porcion cualquiera de su propiedad que álgnien les
arrebate por la fuerza, en tanto que no justifique la solucion del
impuesto.
El que es deudor al fisco no tiene libertad de espresar sus pensa-
mientos por la imprenta, ni de circular lo impreso. No se trata do
privársela en absoluto sino de suspenddrsela como medio coercitivo,
basta que pruebe haber cumplido por su parte con uno do sus IS
mdoclinables deberes.
Loe que son deudores al Tesoro público no pueden ejercer públi-
camente actos de su relijion; para que les sea permitido profesarla da
ese modo, os menester que comprueben que ya han pagado la con
tribucion.
Todo lo que vuestra comision acaba de cepresar en loe párrafos
anteriores, se sostendria i conteetaria, llegado el caso, por los paztids-
ños do semejante doctrina; i si ella hubiera de aceptarse definitiva-
mente por el Senado, caetia en tiorra lo mas hermoso, lo mas sagrado
i, por lo mismo, lo mas digno de aplauso ¡ respeto de cuanto conbone
nuestra Constitucion federal.
Vuestra oomision ni se preocupa con la idea de que por mi Dio-
mento vacilo el Senado en un punto tan cardinal como el que Be vent3lL
Antes bien, se promete que las razones-que ha aducido, como las que
se consignaron en el informe de la mayoría de la comision que exsn)1n
la 
le¡ 
de Bolívar de 1868, "de impuesto sobre la renta," moría acojidea
por el Senado; a cuyo efecto termina proponióndole que apruebo el
siguiente proyecto de
BES 0LUOION.
-
El Senado de Flenipotawiarios,
En ejercio de la atribucion 5.' del artículo 51 de la CoM6t5l
cien nacional,
Declárase nulo i do ningun valor lo dispuesto en el artículo 18 ¿e
la lei 49 de Boyacá, de 7 de setiembre de 1869, "que adioixma 1
malas leyes 28 i 29,>' por seroontrarioal inciso 11 del srtículolbde
la migyn,t ConsUtacion, que garaatiza el derecho de obteanrprOb
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en las peb	 daros aciotai que por osoSo din
los funcionarios pt&bliooa.
	
•Jsn loe partie 
Bogotá, mano 80 do 1874.
Ms.Nrna Eaqum. Co1R9Iza—JÁcoBo SXKCEEz.—AOURit{ AjUAR.
di PlealpoLeocisrfct—ÁbrU 28 de 1874.
La anterior resolucion ha sido adoptada por el Senado en la for-
ma que previene el Reglamento.
ComuMquose i publíquese.
El Presidente, BSZ0N G6n
El Secretario, Julio E. P&n.
CtTX.
VALIDEZ de los artículos 1 . , 9.' 2 3. de la Id de Candinamarca
de 93 de rano de 11373, reformatoria del Código Civil, 1 anUdad
a0 los artículos 4.', &•, t 17 • de lawipas lot sobre
matrimonio civiL
En Bogotá, a once de marzo do mil ochocientos setenta i tres, se
constituy6 la Corte Suprema federal en Sala do acuerdo, con asistencia
del eeor Majistrado Presidente, doctor Casar Conto, i domas señores
Majistrados, doctores José María Rójas Garrido, José María Villami-
zar (1., Juan M. Pérez i ManuelM. Ramírez, 1 se tomaron en conside-
racion las solicitudes que han hecho Antonio Landfne; Segundo Orte-
ga i otros ciudadanos, para que la Corte suspenda la Ioj cundinainar-
quesa de 28 de enero último, reformatoria del Código Civil, en la parte
que trata del matrimonio. El seilr Majistrado doctor P&oz preeent4Í siguiente proyecto de 	 -
BOLUOION.
"Habiendo sido objeto de tres solicitudes do suspension la Ici del
Estado de Cundinamarca, de 28 de enero do este año, reformatoria del
Código Civil, la Codo ordenó la acumulacion de los respectivos cape-
dientes, i surtida en todos ellos la framitacion legal, se está ya en el
caso de decidir acerca de las osprosadas solicitudes, con cuyo objeto se
procedo al exámen de todas i cada una de las disposiciones de la lei
aonaads
L
"Loe artíctilos 1.0 i 2.° no han sido objeto de ergnniautoe especia-
S por parte de ninguno de loe eolicitantes, aunque el primero de ellos,
Segundo Ortega, pide la suapension de toda la loi No Be ooucibe, por
t porte, o6co podria dea2oeareo una impugnacion especial de esais
dapSaonee.
Senda
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El artículo 1.0 estIende indefinidamente el tkininode freintadis
contados desde la celobracion del matrimonio, que concedió el artSo
259 del Código Civil para otorgar el instrumento público de lejitimaSU
do los hijos naturales de los contrayentes, i el artículo 2.° deja snsbS-
tentes, para la impugnacion del reconocimiento do los hijos mencio-
nados, las causas establecidas en el artículo 346 del mismo C&4o.
"Como Be ve, los artículos espresados no envuelven violwon de
ninguna lei nacional, i no hai, por lo mismo, rUOD para SUSE)CIidor
sus efectos.
IL
"El artículo 3.° dice sal:
'ArtIculo 3,0 Los hijos habidos por una mujer, ¡ los cuales no
sean lejítimos conforme a la Ini, son siempre respecto do la madre sus
hijos naturales para todos los efectos civiles, aun cuando haya recoDo-
CimieDto por instrumento, público. En caso de que se dispute la
maternidad, so soguiriín las reglas establecidas en el título del Código
Civil denominado `maternidad disputada.'
1 Parágrafo. No gozará de los derechos de madre natural la que
)aya abandonado a su hijo o lo haya espuesto en casa de espósitos u
otro lugar semejante.
'En los términos de este articulo quedan reformados los artículos
40, 433 i 484 del Código CiviL'
"El señor Procurador acusa dicho artículo como inmoral o incons-
titucional : lo primero, porque respecto de la madre hace iguales en
derechos a todos los hijos, sin esoluir a los de la criminosa procedencia,
como los adulterinos i los incestuosos; ¡ lo segundo, porque es contrario
a la libertad i a la igualdad tales como están garanbzadaa en la Cone-
titucion federal,toda vez qu,e, dice, 'con la validez del citado artículo
les sobrevendráun daño grave a loe hijas naturales, pues los derechos
que hoi les garantiza la Ici serán ilusorios en gran parte, por los que
Be les conceden ahora a los hijos habidos por una mujer en cualquier
tiempo i en todo estado o circunstancia que se encuentre, lo que indn
aablemente cedo en puro favor o beneficio de los que se pretende
agraciar ......
"No ha podido la Corto persuadirso do la inconstitucionalidad
atribuida al artículo inserto. En manera alguna crea afectada con tal
disposwion la libertad de ningun individuo, pues no so alcanza a des-
cubrir cuál sea, en el caso que so examina, el hecho de cuya ejecnctofl
n omision pueda resultar daño o perjuicio a álguien. En cuanto ala
igualdad, Iójos de haber sido conculcada en beneficio de unos
con perjuicio de otros, ha quedado de un modo absoluto eatablec1t
entro todos los ilojífimos, que son a los que se contrae el artículo, pues
que a todos ellos concede los mismos derechos respecto de la madre,
sin necesidad de reoonocimionto espreso por parte de Lata.
"LO que el lejislador do Cund ;n amaros hizo, al sancionar la dispo'
moton que so examina, no fué otra cosa que consagrar espresac9 t° el'
la lqslacion del Estado este principio juxídieo i filosófico de snipi1s"
ma data: 'no tratándose de matrimonio lejítimamente oontraidø,
paternidad debe ser oomprobada; empero, la maternidad, poro' °°'"
trano, necesita una impugnacion bien demostrada para ser deeoO130
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45lal.' Icotnóesepiinoipio,lo nhinno quoelqusestabl»ce la
igualdad respecto de la madres entre todos los hijos iejí timos, no son.
'contrarios a la lejislacion nacional, tampoco lo es la disposicion que
los consagra en la del Estado de Cundinamarca.
"En cuanto alparágrafo del artículo 8.0, nada ha¡ en fil objetabla
bajo el DA~ indicado. Esoept1ase erz su primera parte, de la día-
posicion del articulo, a las madres que abandonen sus hijos o 108
espongan en casas de espósitos u otros establecimientos seiaejantes; i
en la segunda parte se espresa cuÁles son los art! trnios del Código Civil
que quedan reformados.
"Como so ve, ea claro que tales disposiciones no pecan contra
precepto alguno de he leyes de la IJnion.
"Prescindo la Corte de la raton de inmoralidad, porque ella 50l&4.
por bien demostrada que estuviera, no seria bastante para suspender
el artículo.
OH
"El artículo £° impone en su primen parte, a los que se casen de
un modo relijioso, el ¿aher de lejitiznar su union por medio de 1a
prÁctica de las foimalidadéi3 establecidas por la lei civil; i hasta
ahí, el artículo es perfectamente exequible, porque & precepto esta-
blecido en dicha parto, que es el siguiente. "la le¡ no reconoce, para
loe efectos civiles, otros matrimonios que los contraidoe con arreglo
a ella.," en nada se opone a la Constitacion ¡ a las leyes federales.
"Empero, el leju3lador cundmamarquee debió limitarse a negar la
proteccion de la lei a loe matrimonios no celebrados con arreglo a sus
prescripciones, o, lo que es lo mismo, a no reconocer en dichas
uniones ningun efecto civil. Para el artículo que se examina, esa es la
unica sancion posible: con cualquiera otra 80 corre el riesgo de
tropezar, como sucedió al lepslador citado, con la libertad relijiosa,
que ea una de las garantías constitucionales de loe habitantes de Co-
lombia. (Leiso 16, artículo 15 de la Constitucion).
"En efecto, siendo la colobracion del matrimonio, ante el ministro
del culto respectivo, un acto reljioso, tanto respecto de los contrayen-
tes, como del ministro mismo, tal acto no es susceptible de otras con-
diciones que las que tenganpor objeto prevenir ataques a la soberanía
nacional o perturbaciones do la paz pública, porque atas son las
únicas restricciones impuestas a la garantía de que so trata. rcomo ta
no es ni puede ser el objeto de la condicion o deber impuesto en la
segunda parte del artículo 4.° a los contrayentes de matrimonios relijio-
sos, i a los ministros que los autoricen, semejante condicion sí afecta
inconstitucionalmente la garantía de la libertad reijiosa, tanto mas,
cuanto que en el parágrak1.° del citado artículo se establece el medio
coercitivo de las multas, para asegurar en cada caso el cumplimiento
de la condicion impuesta.
"81 como te ha dicho i ea la verdad, la libertad rolipnsa de los co
lonsbianoe no tiene otra limitaciort que la de no atacar con ella la
sobennfa de la Nadan, ni turbar 1aaz pública, es clara la inconstittx-
Menalidad de da oondioion que no tienda a aaegurar la efecü' gidad de
aquella reitriccion. 	 .	 -	 U
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"Deben, pues, ser suspendidos la segunda - del arliculo t° 1
sus dos psdgSos. Del segundo de Latos nada ¡si necesidad de decir
especialmente, porque teniendo él por objeto determinar la inversiw
que debe darse a las multas de que so trata en el parágrafo L,
evidente que el primeramente citado, esto es, el segundo, debe quedar
comprendido en la suapension del primero, por la estrecha ooneton
de ambos.
PLA
"Por el artículo 6.0 se prohibe, bajo pena de invita, a los ministros
de los cultos, casar relijiosamente a una persona con Otra distinta de
aquella con quien esté unida en matrimonio civil.
"A este artículo es aplicable la rason de inconstitucionalidad con
que se ha declarado inexequible en parte el artículo 4•O, pues por 42
tambien se impone una condicion a un acto relijioeo, no con la mira
de amparar la soberanía nacional¡ la paz pública, sino para un objeto
de lejslacion civil.
"Pero ha¡ rusa todavía: como el artículo 50 establece un nuevo
impedimento para el matrimonio rolijioso, resulta que el lejislador
civil ha estendido en acdon a un asunto de la esclusira competencia
de las comunidades relijiosas, i do esta manera ha afectado tambien
la libertad garantizada a aquéllas.
"Dicho artículo, pues, diebe ser taxubien suspendido, i como el 6.°,
contraido únicamente a determinar cuáles son los funcionarios públicos
competentes para imponer las multas de que trata el articulo 6.°, no
podria subsistir independientemente de éste, su suspenion es una con-
secuencia necesaria de la del 5?
V.
"P1 artículo 7.° dice ssS:
Art. 7.° Decláranse válidos los matrimonios celebrados basta el
dia de la ss.ncion de esta le¡, i despues de la de 3 de junio do 1866
sobrematrimonio civil, que no lo hayan sido por leyes posteriores,
celebrados solamente con la concurrencia do loe ministros do los cultos
conformo a los cánones o constituciones relijiofias delque profesen los
contrayentes, siempre que en datos hayan concurrido, iii tiempo de la
celebracion del matrimonio, las condiciones exijidas por el C~
Civil para mi celebracion. Decláranso asímiamo lejitimados por subsi-
guiente matrimonio los hijos nacidos do estas uniones.
'Parágrafo 1° Escéptúanse dolos beneficios de esta revalidaclOD
los c6nynjes que en vida del otro hayan contraído matrimonio civil con
otra persona; pero queda subsistente la lejitimacion de loe hijos nSOi-
doe en el matrimonio reijioso.
'Parágrafo. 2? Para loe efectos de lo que se dispone en este ar-
tículo, los ministros de los cultos en cada distrito pasarán copias da las
partidas de matrimonio a que 61 se refiero, al respectivo Notario oJUfl
anoqpial, i la copia autónticade estas partidas será la que (snic&afl
 sor,n de prueba del matrimonio a que se refiero.'
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Como deepnee de establecido en Cundinamarca el fllakbflOEiO
civil, fueron validados algunos solamente de los confraidos de un modo
relijioso, quíso seguramente la Asamblea de Cundinamarca, i ¿ato pa-
rece haber sido el objeto del artículo 7.°, hacer desaparecer aquella
desigualdad, declarando válidos tambien los matrimonios relijiosos que
no Jo eran segun el tenor de las leyes anteriores a la de 28 do enero
6ltimo.
"Pero, por laudable que fuera la intencion del lejislador, calo cierto
que, estendiendo los efectos de la disposicion que se examina a setos
anteriores a ella, a los cuales da un carácter legal de que carecian, ha
dado & dicha disposicion un efecto retroactivo que ni en las leyes na-
cionales ni en las de los Estados permite el artículo 24 de la Constata-
don federal, sino es en materia penal, cuando la lei posterior imponga
menor,
 pena; siendo de advertir que la retroactividad del artículo en
cuestion no seria completamente inofensiva, pues con ella quedanan
mas o minosgravemente vulnerados loe derechos do todos aquellos a
quienes puede favorecer la invalidez o ineficacia de los matrimonios
relijiosos que se ha querido validar ahora. Esos derechos no serán tal
tez loe mas justos, pero están ya legalmente adquiridos, i la leí no
puede desconocerlos.
"En cuanto a los parágrafos del artículo 7.°, como ellos no son sino
un desarrollo de la disposicion principal ue aquél contiene, no siendo
Lete exequible, tampoco deben serlo los dichos pardgrafos, debiendo
correr la misma suerte que el artículo a que pertenecen.
"Por las conderacionos que preceden, la Corte Suprema federal,
reunida en Sala de acuerdo, i atendida la disposicion del artículo 72 de
la Constitucion nacional,
- Primero. No ha¡ lupr a suspender loe artículos 1°, 2.° i 8.° de
la leí del Estado de OnMinamarga, de 28 de enero último, reformatoria
del Código Civil;
"Segundo. No hai lugar tampoco & suspender la primera parte
del artículo £°, concebida en estos términos:
'Los contrayentes de matrimonio que quieran solemnizarlo por
medio de los ritos de la relijion & que pertenecen, tienen el deber de
leptimar el contrato matrimonial por medio de la práctica de las for-
malidades oxijidas por la lei pera el matrimonio civil.'
"Tereerb. Suspéndese la ojocucion de la segunda parte del artículo
4.°i sud dos parágrafos;i
"Cuarto. Snspéndese igualmente la ejecucion de los artículos 5°,
8.0 1 7° de la Ial citada.
"Oomnníqueee esta resolucion al Poder Ejecutivo del Estado de
Cundinamarca, publíquese en el "Diario Oficial," i dése cuenta con el
espediente al Senado do Plenipotenciarios para su resolucion ulterior."
Discutido que fuá el anterior proyecte, la Corte lo aprobó por una-
1 como no hubiera otro asunto de qué ocuparse la Corte, se conoluy6
1
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el presente acaerdo, que finnaai al señor MaJistn.do Presidente i domas
senoresMajistrados con el infrascrito Secretario.
El Presidente, Ct.'&R Coao. —JosÉ M. R&ts Gs.amno.—Josk
M. VatAizin 0.—JUÁN M. PÉnzz—Mniva E P.afaEz.—El Secre-
tario, Rafael K San!cndcr.
Es copia conforme.—Bogotá, diez i nueve de marzo de mil ocho-
cientos setenta i tres.—El Secretario, Rafael E. Santander.
Lwoma »g 14 XA!o&(Á pz ta coxisloN nn SElLADo EN 1873.
Ciudadanos Senadores.
El señor Arzobispo da Bogotá pida la nulidad dolos artículos 4.°
¿L°. 6.° i parágrafo 2. del artículo 7.° de la leí reformatoria del O6dio
Civil, espedida por la Lejislatnra de Cundinamarca en 23 de enero del
presente año
Las disposiciones lejislativas que se acusan son las que van a
insertaras;
"Art. t Los contrayentes de matrimonio que quieran solemni-
zarlo por medio do los ritos do la relijion a que pertenecen, tienen el
deber de lejit.imar el contrato matrimonial por medio do la práctica da
las formalidades exijidas por la leí para el matrimonio civil. Al efecto,
es un deber, tanto do los contrayontea mismos como do Loa ministros
de los cultos ante quienes so inicio lis celebracion, dar parto do ello al
funcionario público encargado de la celebracion del matrimonio civil,
dentro do tercero din despues do iniciado el matrimonio relijioso."
"Parágrafo 1.0 Castigase la omision en el cumplimiento de esto
deber con una malta, que impondrá el Alcalde del distrito en que debe
celebrarse el matrimonio civil, de cincuenta centavos a cien pesos sobro
cada uno de los cányujea; i de cinco a veinticinco posos sobre el miuis-
tto que hubiere autorizado el matrimonio relijioso.
"Parágrafo 2.° El producto do estas multas so aplica por mitad.
* loe fondos de instruocion pública primaria del distrito i de loe esta-
blecimientos públicos do beneficencia del distrito, o de la capital del
departamento, si no los hubiere en aquél. La multa será çecaudsda por
el Recaudador del Estado en el distrito, i figurará en las cuentas que
deben xewiirse al Administrador departamental de Hacienda."
Art. 5.' El ministro relijioso que, a sabiendas, case a una peleo'
na con otra distinta de aquella con quien está unida en matrimonio
civil, incurrirá en una malta de veinte a doscientos posea"
Art. 6.° Cualquier empleado en el ramo do instruocion pábbca
podrá decretar i hacer efectiva la malta de que habla el artículo 6. 01 la
cual ingresará a los fondos del Estado, con aplicacion al ramo de 1n0
truccion pública.."
"Art. 7.° Declárauso válidos loe matrimonios oelebrsdoe hasta el
dm de la sancion do esta leí, i despues do la de 3 do junio do 1853,
sobre matrimonio civil, que no lo hayan sido por. leyes poeteriorsa
oelebradoa solamente con la concurrencia de los ministros do los cultos,
conforme a los cnonea o constituciones relijious del que profec lO
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contrayentes, siempre que en tos hayan concurrido, al tiempo do la
oelebraoion del'matrimonio, las condiciones cxi jidas por el Código Civil
para su celebracion. Deeláranso así mismo lejitiinados por subsiguiente
matrimonio los hijos nacidos de estas uniones.
"Parágrafo 1.0 Esceptúanse do los beneficios do esta revalidacion
los oónyujes que en vida del otro hayan contraido matrimonio civil con
otra persona ; peroqueda subsistente la lejitimacion dolos hijos nacidos
en el matrimonio retijioso."
"Parágrafo 2. 0
 Para los efectos de lo que se dispone en esto
artículo, los ministros do los cultos en cada distrito pasarán copia de
las partidas de matrimonio a que él se refiere, al respectivo Notario o
Juez parroquial, i la copia auténtica de estas partidas será la que
únicamente servirá de prueba del matrimonio a que se refiere."
El señor Arzobispo no cita la disposicion constitucional que, en
su opuiion, 'viole el acto lejislativo que se acusa; pero se inflare que
sea el inciso 16 del artículo 16, porque el referido prelado asegura
" que las restricciones de parte de la lo¡ (de Cundinamarca) no sola-
mente son atentatorias contra la libertad de la Iglesia i el libre ejer-
czoio pastoral, sino que son una completa violacion de las garantías
individuales" (?) ti
Debemos, pues, examinar si la disposicion constitucional quo con-
signa el derecho individual de la libertad de conciencia ha sido con-
trariado por la Wde Cundinamarca que se ha acusado.
El inciso 16, artículo 15 de la Constitucion, garantiza el siguiente
derecho:	 -.
"la profesion libro, pública o privada, de cualquiera relijion, con
tal que no se ejecuten hechos incompatibles con la soberanía nacional,
o que tengan por objeto turbar la paz pública."
Este derecho, que ha sido calificado por la oneíolioa do 1864 como
un delirio, ique el bytkbus condena como uno de los errores mas p&i-
1.e,wvzles (uSeros 77, 78 i 79), os, sinembargo, reclamado entre no-
sotros por el Jefe de la Iglesia cat6lica de Colombia..
Poro no es de este contraste que debemos ocuparnos, sino de la
doctrina constitucional aplicable al caso.
La libertad de la conciencia relijiosa estA arantir.ada por nuestras
oonsMtuciones; pero los actos de esas conciencias están sujetos a la
inspeccion que el Gobierno jeneral i los de los Estados tienen derecho
de ejercer por el artículo 23 do la Constitucion federal. Ese derecho
de 'nspoccxon tiene por objeto impedir que se ataque la soberanía na-
cional o so comprometan la seguridad i tranquilidad públicas.
Todo acto relijioso que no sea compatible con las condiciones
constitucionales referidas, no solo debe impedirse sino castigarse con
lat severidad i eficacia que exijo la dignidad nacional.
El artículo 28 citado dice:
"?ra sostener la soberanía nacional i mantener la seguridad i
tranquilidad públicas, el Gobierno nacional,¡ loado los Estados, en su
caso, ejercerán el derecho de suprema inspeccion sobre los cultos
rehposos, segun lo determine la le¡."
Es, pues, incononso que en Colombia no ha¡ libertad de profesar
la relijion que usurpa la eobea'aata nacional i ataque el órdon social
La otaorida& de la Iglesia católica, que por tanto tiempo estuvo
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colocada sobre el poder civil, no cesa de reclamar las prerosativas que
ha perdido ; i por esto nos hallamos constantemente discutiendo seos
fueros que ya ce imposible concederle.
El matrimonio, base de la familia, ha sido para el catolicismo una
de las principales fuentes de su poder, i haciendo del contrato conyupl
nu sacramento, ha pretendido siempre que eso acto sea de su esclusiva
competencia.
Ningun embarazo tienen los ministros del culto católico en desco-
nocer el matrimonio civil, ea decir, la le¡ ante la cual debieran inclinar-
se, al mismo tiempo que reclaman la absoluta independencia i libertad
de su iglesia, invocando el principio-contenido en proposiciones conde-
nAdas por el Syflabu,.
Sin ocurrir & otras pruebas, traigamos & la vista la solicitud que
os ha dirijido el pÑ]ado arquidiocesano, 1 tomemos nota de las sigui en-
tes frases: "no rctxnriciendo la iglesia el mafrimonio dvii, i pudiendo pie-
sentarse casos en los cuales los que lo hayan cvnt ruido no quienzn cvntinuar
en él, no hai razan por la cual la Iglesia haya de abstenerse de sancionar
el inat'rimonio de una de esas personas oon una tercera, cuando no nede
impedimento canónico."
De manera que el prelado colombiano no solo desconoce la lei,
sino queso cree con derecho a violarla i a amparar el adulterio que,
como no gnorais, está erijido en delito en el Estado de Cundinamarca,
autonzando
i
 sai las uniones que la leí prohibe i condena. ¿1 esto no ea
un ataque a la soberanía del país? Qué! el lejislador de Cundinamarca
no tiene derecho para imponer  una pena a los autores de un cielito i a
sus c6mphoes i auxiliadores? Vuestra comision se abstiene de hacer
las innumerables reflexiones a que da lugar el memorial que se ce ha
dinjado, para ocuparse directamente de las disposiciones lejislativas
que so han denunciado oomo contrarias a la Constitucion.
A la primera parte del artículo 4* no hai obecion que hacerle:
se trata do imponer a los contrayentes de matnmonio que quieran
solemnizarlo con ritos relijiosos, el deber de lejitimar el contrato matri-
monial, a fin de que esas uniones, que la let desconoce, no sean unjérmen de discordia entre las familias. La segunda parte exije de los
ministros de loe cultos ante quienes se inicie el contrato matrimonial,
1 a loe mismos contratantes, el deber de dar parte, dentro de tercero cha,
al funcionario encargado de presenciar el matrimonio civil.
Es contra esta disposicion que st Reverendo Arzobispo protesta,
calificándola de una compteta violación de la libertad en el ejettieio del sa-
grado ministerio que les está garantizado por la CO,ZSWUCiOIL
Pero en vista de ésta protesta, i con relacion a la dipoaicion
lejialativa citada, tiene que preguntarse; ¿se ataca la libertad 40
conciencia porque se ordena a lea ministros de los cultos que parta-
cipen a ciertos funcionarios públicos la ejeoucion de hechos relativos
a su ministerio, que interesan vitalmente al 6rdeu social? ¿ Se impide
con esa lel la administracion de los sacramentos, lapráctica del
culto público, la predioscion de la doctrina rolijiosa, o sigan acto de
los que las Constituciones garantizan?
Se protesta contra una lei que impone un simple deber a individuos
de cierta profesion.. Qué! ¿la le] no puede exijir del individuo ouyOe
derechos sociales reconoce i defiende, ningun servido relativo a la
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profion que ejerce? ¿No debe obligarse al médico apio roconozca una
herida o un envenenamiento? ¿No debe ser llamado el arquitecto a reco-
nocer el edificio que amenaza ruina? Singular sociedad seria aquella en
que sus miembros estuvieran exentos de todo deber relativo a la pro-
fesion que ejercieran 1
Los ministros-de los cultos, por las instituciones nacionales, i es-
preeamente por las que rijen en el Estado ¿le Cundinamarca, están
colocados en una situacion privilejiada. Verdad es que no tienen dere-
cho a elejir ni a ser elejidos; pero en compensacion están esoeptuados
de loe servicios onerosos que pesan sobre los domas ciudadanos, z
desempeñan eta funciones con absoluta independencia, siempre que axis
actos no comprometan el órden social.
Mas si pretenden autorizar la union conyugal desconociendo a la
vez el matrimonio civil, este es un ataque a la soberanSa popular, que en
ningun caso debe tolerarse, porque tal hecho es incompatible con la
independencia nacional.
De consiguiente, todos los actos lejialativos que tengan por objeto
prevenir esas usurpaciones, por desgracia demasiado frecuentes toda-
vía en nuestro presente estado social, no solo tienen los Estados
derecho perfecto de espedirios, sino que es un deber de los mas impe-
riosos para mantener la dignidad del poder civil.
Sabido es que el matrimonio es un contrato cuya iniciacion se
veriflca en lo jeneral ante los ministros de loe cultos, i especialmente
ante los párrocos catlicos; i sucede con frecuencia que los contrayen-
tes no le;ifiinlkn su union ante los funcionarios encargados de celebrar
el matrimonio civil-Este vicio social, que abate el poder civil i com-
promete la suerte de las familias, es el que ha querido corro,ir el lejis-
lador de Cundinamarca, do un modo poco eficaz en nuestro concepto,
pero en nao de saz derechos i sin contrariar en nada las institu-
tos vijentes.
Pero sialos ministros de los cultos les es tan gravoso el simple
servicio que lee exijo la le¡ de Cundinamarca, ¿ por qué se prestan a
autorizar la union de loe sexos que la leí desconoce? ¿Por qu4 no exijir
de los contrayentes, como condicion esencial para bendecir las nupcias,
que éstas Be celebren previamente conforme a la lejislacion del país en
ue viven i que tantos derechos les reconoce i garantiza? ¿Por qué
invocar la independencia de su iglesia pretendiendo la dependencia del
poder civil
Lo repetiremos una vez mas: la disposicion legal que estamos
examinando, léjos de ser contraria a la Constitucion nacional, es con-
fonn'e a su letra i espíritu.
El parágrafo 1.° del mismo articulo 4.° establece la sancion consi-
guiente al deber impuesto en la disposicion que hemos examinado.
Establecido el derecho de lejialar sobre la mateyia, ninguna objecion
puede hacerse aloe medios coercitivos que el lejislador establezca pera
hacer efectivo el cumplimiento do las disposiciones que dicte.
El articulo 5.° impone la multe de veinte pesos a doscientos al
ministro del culto que, a sabiendas, case a una persona con otra din-
tinta de aquella con quien está unida en matrimonio civil
Si alguna objecion puede hacerse a este acto lejislativo. es  la
lewdad de la pena Los reyes católicos de España i los orietianjaimas do
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Francia castigarian esa infraction do la leí. 055 uzurpadon de fajúri*liu-
cLon civil, con la ocnpacion de las temporalidades del respectivo minis-
troj el estrañamicuto perpetuo o por 1agt) tiempo del territorio nacional.
Ya so ha hablado dntca de la doctrina espuesta por el prelado si-
quidi.rcsano sobre esto punto, fuildiiflñQSe en que la Iglesia ducoiiooc
el matrimonio civil; esí es que la Iglesia, o sean 8U3 prelados, pretenden
no solo la subordinacion del poder civil a los ritos eclesiásticos, sino
tarabien la justificacion del adulterio i de todas las faltas provenientes
de la relajacion del vínculo conyugal.
Si en alWin caso debia hac(rse eficaz el derecho de in.speocion de
cultos, seria en aquel en que los ministros de los cultos disolviesen por
medio de actos relijiosos las familias organizadas por ministerio del
matrimonio civil, invocando el desconocimiento (le una lei cuyo obede-
cimiento debe exijirse do un modo absoluto.
Nadie desconocerá el derecho que tengan todos los relijionarios
existentes en Colombia de celebrar ritos, administrar sacramentos i
ejercer todos los demas actos relativos a la creencia que profesen ; pero
las instituciones no permiten, ni podrian permitir, la tolerancia de he-
chos relijiosos que tuvieran por objeto desconocer las leyes, amparar
los delitos i trastornar la paz do las familias.	 -	 -
Tales son, en concepto de vuestra comision, las consecuencias que
tendris la anuiacion chi artículo 5.° quo se ha examinado.
El articulo 6.°, que tambien ha sido acosado, designa los emplea-
dos que pueden decretar 1 hacer efectivas las multas do que hab!:& el
artículo &, i su aplicacion al ramo de instnzccion ptíblica. Establecido
el derecho do erijir en delito un hechoque ç.eijudica a la sociedad, na-
tural es la facultad que tiene el lejislador de designar la pena i el fun-
cionario que debe aplictsrl:.
No pide el Reverendo Arzobispo, lii anulacion del artículo 70 sino
del parágiøo 2.' de dicho articulo. Pero la comision tiene a la vista
un memorial del señor Juan Moreno en que denuncia conio contraria
a la Constitncion la disposicion del citado articulo, por la cual se
declaran válidos loe matrimonios que so hayan celebrado ante los
• ministros do loe cultos, i eMa nueva jestion le obliga a entrar en el
exásaen de todo el artículo.
Establecida la emancipacion de la Iglesia ¡ del Estado yo1 l&
Constitucion nacional de 1853, el matrimonio celebrado ante los tui-
maLtea de los cultos quedó completamente sin efectos civiles. i asilo
deolaró espresamente la ¡ej nacional de 20 de junio del mismo 8110.
Bajo el r4jimen federal, cada Estado lejisló sobro la materia, i si
do Cundinamarca deolar6, por el artículo 134 del C6digo Oi'2J.
valides "de los matrimonios celebrados ante los reepccttvoe mimMIl*
de los cultos, conforme a los cánones i constituciones relijioesaa flloe oonttayentcs se hayan sujetado pan celebrar el rnatrimøni°
Esta dmpoaicion comenzó a rejir en 1.0 de enero do 1860.
En 80 de agosto de 1864 se sancionó una le¡, que en su articulo 1.0
establece  lo siguiente:
Desde la publicacion de la presento Id, solo prodnárín d~
civiles i políticos los matrimonios gua me celebren ante loe Notarios O
Jueces do distrito con las f ni nlida establecidas j 5J.tjfl)QS 119
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i 131 del Código Civil. Esta disposicion comprende a loe matrimonios
celebrados fuera dol territorio del Estado."
En vista de estas disposiciones, los efectos del artículo 7. 0 que
estamos examinando han sido declarar válidos los matrimonios celebra-
dos ante los ministros de los cultos desde 1853 a 1859 inclusive, i desde
1864 hasta 23 de enero del.prosente año, en que se espidi6 dicha leí.
No seria estraa esta dizposióion, si para declarar la validez do
aquellos actos se consultase la voluntad de los contrayentes, como lo
dipuso la leí nacional do 8 de abril de 1856 con respecto a loe ma.-
trimonios de conciencia celebrados despuos do la lo¡ de 20 de junio
de 1853.
Pero el lejialador de Cundinamarca, con una sola plumada, declaró
válido i lejítimo todo aquello que so había hécho en contravencion
a las leyes que establecen la esclusiva competencia del poder público
en todos los actos que determinan el catado civil de las personas.
La disposicion que examinamos es contraria al artículo 24 de la
Constituciox, que dice:
"Ninguna dispoicion lejislativa tendrá efecto retroactivo ;en el
Gobierno jeneral ni en el Jo los Estados; eseopto en materia penal,
cuando la leí posterior imponga menor pena."
Escrito ya lo que precede, le ha sido pasado a vuestra comision
do inspeccion de los actos lejislafivos de los Estados el ospediento
enviado por la Corte Suprema federal sobre la suspension de la ¡ci
cun&inamarque:a de 28 do enero último, que ha sido objeto de las
anteriores consideraciones, i cuya suspension ha sido solicitada por
loe señoree Antonio Landínez, Segundo Ortega i otros ciudadanos, 1
resuelta en parto por la Corte con fecha 11 de los corrientes.
La resolucion do la Corte está concebida en catos términos:
• 'l.° No ha¡ lugar a suspender los artículos 1.?, 2.° i 30 de la leí
del Estado ao Cundinamarca, do 28 de enero tltimo, reformatoria del
Código Civil;
"2.0 No ha¡ lugar tampoco a suspender la primera parte del ar-
tículo 4•01 concebida, &c.;
"3.° Suspéndese la ojecucion de la segunda parte del artículo 4.° 1
sus dos parágrafoe; 1
"4.0 Susp6ndese igualmente la ejocucion de los artículos 5.°, 6.01
7.0 de la leí citada.
"Comunlques&" &c.
La, conilsion que informa está completamente de acuerdo con las
opiniones de la Corto, i consiguientemente con lo resuelto por ésta,
respecto a la validez do las disposiciones contenidas en los artículos
1 .0
 2 0 i 30f primera parto del artículo 4° de la leí de Cundinamarca
tatas teces citada. Está tambien de acuerdo con la invalidez del ar-
tículo 7.° del prcindicado acto le»slabvo.
Pero no opina vuestra comimon del mismo modo con respecto
a le, suspension decretada por aquel elevado Tribunal, de la segunda
W
rte del artículo 40 b» dos parágrafos, i do los artículos 6.0 1 6 1
 de
leí en referencia. Las razones que apoyan esta opinion han uldo
espuestas ya en esto informo; i como las que invoca la Corto en
sostenimiento do la suzpenzion decretada, no las estima suficientes
36
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la comision para variar de concepto, insiste en aeer oonztitncfonales
las disposiciones suspendidas.
En fuerza de las anteriores consideraciones, vuestra comision ce
propone el siguiente proyecto de
SE 80 L DO lOE
"El Senado de Plenipotenciarios, en ejercicio do la 6.' afribucion
que le confiere el articulo 51 do la Conatitucion, declara validos los
artículos Lo, 2.°, 3,0, 4°, 5,0 j 6? do la 1øi del Estado de Cundina-
marca, reformatoria del C6digo Civil, ~da el 23 de enero del pro-
sente año, i declara nulo el articulo 7.° de la misma leí, como contrario'
al artículo 24 de la Constitucion nacional.
"Comuníquese, publíquese i archívese."
Bogotá, marzo 28 de 1873.
Ciudadanos Senadores.
J. Mg ozA.-42avs M. LGnz S.
Por obediencia al reglamento i reservándose el derecho de infor-
mar separa damente.—Snno Assoums.
INPOEn DE LA xtwonl't DE LA OOXIMOB DEL Szs»o mi 1873.
Ciudadanos Senadores.
Siente me¡ de véras el infrascrito bailaras en completo desacuerda
con sus honorables colegas en la cuestionque sometisteis a su exámen,
sobre nulidad de la. leí do Cundinamarca, de 28 de enero próximo ante-
Sr, reformatoria del Código Civil; i dice completo desacnerdo,porque
no solo difieren en el fondo de la cuestion i en la manera de tratajlg1,
sino tambien en todos sus accidentes. Cree la mayoría nulo lo que el
infrascrito tiene por válido, i reputa aquélla válido lo que en concepto
del último ce nulo: ella os presenta su informe, por falta de tiempo
para redactarlo de nuevo, asgan ha dicho, recargado de apreciaciones
contra el cloro i la Iglesia catálica a que pertenecemos la mayor peste
de los colombianos, miéntras que el infrascrito ha pretendido i preferí-
ña do buena voluntad que so tratase este negocio bajo el punto de vista
puramente constitucional, por no herir dos cuerdas delicadas que
pueden desnaturalizar el debate, las pasiones de partido i las convio-
ciones relijiosas: la mayoría ha tomado, para fundar su informo, el
espediente promovido por el señor Arzobispo, sobre el cual no ha
dictado fallo alguno la Suprema Corte, i el infrascrito, conforinándose
a lo resuelto por el Sonado, ha deseado fundar el suyo en aquellos que
han sido resueltos ya por aquel Supremo Tribunal: los Senadores de
mayoría,ía, en fin, opinan por lo joneral en contra de lo dictaminado
por dicha Corte, i el infrascrito difiere de ella solo en un punto que,
por lo mismo, procurará discutir do preferencia en este informe.
Lo dicho basta para que comprendais, ciudadanos Senadores,
por qué el que suscribe ha retardado el despacho de esta comision: ha
temido que el debate, colocado fuero del terreno constitucional, exalte
1
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de nuevo los ánimos, que afortunadamente se hallan en calma, i ha
esperado, ademas, que, mediante esta calina, en el curso del presente.
año, la Lejislatura del &tado, impulsada, como se ha mostrado, de
sentimientos conciliadores, reforme espontáneamente la Iej en cuestion,
evite al Senado discusiones odiosas ¡remedie, con jeneral contenta.-
miento de los pueblosel conflicto en que boj se hallan entre sus
deberes civiles i sus deberes relijiosos. Pero, habiendo etjido esta
honorable corporacion que se le d6 cuenta del asunto que motiva este
escrito, cumple el que suscribe su deber, i ruega a los ciudadanos
Senadores se dignan perdonarle la tardanza i dispensarle, ademas, si
entra, mal de su grado, a un terreno l4joe del cual habría querido
mantenerse.
Antes de tratar la cuestion en su parte fundamental, conviene
hacer algunas reflexiones jeneralee i recordar los antecedentes hist6-
ricos de la leí cuya nulidad se pide, porque en ~o deben hallaras
las razones que la motivaron, que es indispensable conocer parajuzgarla con acierto.
El matrimonio fu6 un acto relijioso áxites que un contrato regla-
montado por la lo¡ civil. No la espada ni el cetro, sino la voz del mi-
sionero, sac6 en todo tiempo a los hombres del estado salvaje, para
constituirlos en sociedad civil i política. Someterles a leyes morales i
penetrarles de sus obligaciones como individuos miembros de una
familia, fu6 6ntes que organizarlos en cuerpo de nacion, hacerles com-
prender que eran ciudadanos i persuadirles de sus deberes i derechos
como tales. La familia ha sido, i tiene que ser siempre, en virtud de
las lejes que rijena la humanidad, el fundamento de la sociedad civil
i pollbca; i tan cierto es esto, que no se podrá citar un solo caso de
esceppion en la historia del j6nero humano.
La organizacion que las enseñanzas relijiosas dan a la familia, in-
tuyen directamente en las ideas, en las costumbres sociales i, por con-
secuencia necesaria, en las instituciones civiles i políticas que rijen a
los pueblos. Dad nueva forma a la familia, si ea que lo podeis, i habreis
cambiado completamente el carácter de la sociedad, 1 habreie hecho
una revolucion en el 6rden moral, en el órden social, en el órden civil i
en el 6rden político: así fu6 como, mudando la Isi de la familia, se tras-
form6 la cruel sociedad papna en esta sociedad culta i caritativa en
que nos ha tocado nacer, i así fud como las civilizadas rojiones del
Africa setentrional se convirtieron rápidamente en morada de berberís-
coei guarida de los piratas de Trípoli i Arjel. Al matrimonio cristiano,
a esta institucion admirable que, dando derechos al débil, concili6 la
subordinacion de la mujer con el respeto debido a sus encantos; la
relación material de los sexos con la virtud seductora de la pureza, i la
sumision de los hijos al padre, con el amor i la ternura desconocidos
de los antiguos; a esta institucion, que supo unir la libertad con el
6rden, se debe la enorme diferencia que se advierte entre la civilizacion
de los anbguoa i la civilizacion do los modernos, i entre esa civilizacion
estéril i egoista de las naciones de Oriente i denas pueblos no cristia-
noei esta otra ci'vilizacion,siempre espantiva, siempre progresista, que
alumbra en las rejiones de Occidente, ricas en ciencias, en artes, en
ientimientos delicados i nobles i en virtudes sociales. Ala Iglesia cató-
boa que, en una lucha de siglos, impuso, por la tuerza portentosa de
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n palabra, la ¡ci de la familia cristiana, no nunoe que a loe civiliaados
griegos i romanos, a los bárbaros i salvajes de todas las razas i de todos
loe climas, se debe esclusivamento esto que he¡ ilamanitos libertad i
civiliz&cion. Ella fué, i solo ella, quien, organizando la familia en su
forma actual, hizo posibles las instituciones políticas de la edad inoder-
ita; quien, uniformando a los pueblos en la profesion do nna misma
moral privada, preparó el advenimiento do la democracia pacífica;
quien, penetrsndo a los individuos de respetp por una autoridad espiri-
tual, suma e infalible, i enseñando en el seno de la familia a respetar loe
derechos i libertad del padre, do ]a esposa i del hijo, dió loe elementás
con que debian formaras estas sociedades en que prevalece el derecho
sobre la fuerza i en que so equilibran la autoridad da libertad ; la auto-
ridad que es el 6rden, i la libertad fuente perenne del progreso humano.
La Iglesia, poder paramento espiritual, inalterable en sus dogmas
i enseñanzas, no reconoce, en su calidad de Iglesia, el matrimonio civil,
ni lo pueda reconocer en el sentido de someterse a 61, sin dejar de ser la
Iglesia cat4lica, sin borrarla historia do diez i ocho siglos, sin renun-
ciar a su nnigoi providencial de hacer efectivas sobre la tierra la liber-
tad del hombre i la libertad de las naciones. Pero no reconocer miS
institueton como leí que la obligue, es inui diferente de descono-
cerla como ici que rija a otra sociedad; i la mayoría de la comision,
cambiando un verbo por otro i atribuyendo a loe ministros de la reli-jion como individuos, lo que se dice de la Iglesia en conjunto como
sociedad espiritual, ha incurrido en un error i deducido, por supuesto,
consecuencias falsas La Iglesia no de5conoci6 jamas las leyes del
imperio romano; pero no las reconooid nunca como obligatorias en SU
seno. Loa fieles, como ciudadanos, estaban sometidos al emperador 1
a 802 leys, i 6ntes que desconocerlas, iban al martirio; mas, como
miembros de la Iglesia, obedocian a sus cánones i preceptos moraIes.
Fu4 así como el mundo se rejeneró ; i gracias a eso, pudieron aparecer,
la familia cristiana que tantos goces nos brinda, i estas sociedades li-
bres, en que domina, no el César divinizado, sino la mayoría popular
sometida a las leyes eternas de la justic&
Contra este r6jimon saludable que había imperado sobre Europa
por cerca do diez i ocho siØos, se pronunoi6 la Franoia revolucionaria,
estableciendo el matrimonio puramente civil; i, despojándole así de su
carácter sagrado, relajó los vínculos de la famiLia, desmoralizó la SOci&
dad, i abrio do nuevo el camino al cesarismo. Las consecuencias hasta
he¡ producidas por este suceso, son una leociou terrible para los p0
bIos, i las que están por venir aterran la imajinacion del hombro
previsor.
Parece, sinembargo, que para las naciones son siempre inútiles Ms
enseñanzas do la historia cuando no las reciben en cabeza proiL
Aceptadas entre nosotros la absoluta independencia de la Igl eza da
indiferencia del Gobierno en materia de relijion i de culto, se hizo mr
dispensable dar una le¡ que organizara 	 coel matrimonio mo contrato
puramente civil. Do dos maneras podia resolverse el difícil p.oblema
que so present4 entónces al lejislador. Era la primera, reconocer, oOlitO
sucede en los Estados Unidos, en donde no se ha tratado nunca de
persegmr a ninguna rolijion, los matrimonio, celebrados conformo
tdos los ritos relijiosos, con tal de que no autorizasen la poIigaDif8 Al
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Ja unión de los sexos dentro de ciertos erados do eonsagniuidacl i afi-
nidad; jis segunda, no desconocer la )ejitiniidad de los matrimonios así
celebrados, poro reservar, no obstante, a los ano se hicieran civilmente,determinados derechos, prerogativos i distinciones que sirvieran a los
contrayentes do estímulo para conformarse a la le¡; pero ni una ni otra
cosa quiso hacerse. Por lo dispuesto en 20 do junio de 3853, vino a ser
amancebamiento punible la union matrimonial consagrada por la reli-jion de los granadinos; moren privados de sus derechos de hijos lejti-
mce los niños venidos al mundo con las bendiciones de la Iglesia i la
aprobacion jeneral de la sociedad, i so despojó a los párrocos hasta dol
derecho de certificar sobro matrimonios i bautismos. Desde entónces
so introdujo el des6rdon en las familias, no hubo rejistro civil, q,ucdó
autorizada, en cierto modo, la desmoralizacion, i se halló el Gobierno
hasta sin los modios de obtener datos estadisticos en quó fundarcon acier-
to sus providencias. Entónces se ví6 por primera vez en nuestra tierra
ahijos que la.
 ¡edad reputaba lejítimos, despojados de sus Labores
hereditarios, ya por mujeres de tisis vida a quienes la lei llamaba viii-
das ¡ madres lejitinfas, o ya por hermanos desnaturalizados que deseo-
nocian loe naturales derechos de sus hermanos. De onMnces acá, las
Asambleas lejislativas han cambiado frecuentemente la lejislecion civil
en materia de matrimonios i testamentos, segun las conveniencias tran-
sitarías de los partidos i acaso tambien lo que es peor) segun el
querer interesado do tales o cuales individuos de influencia. No lo
estrañemos: cuando so dejan los principios eternos do la justicia para
reemplazarlos con los dictados de la razon humana, sucede en lo
morad lo que acontece en lo físico, luego que se abandona la tierra
firme para lanzarse al océano, sin cesar ajitado do vientos i tempestades.
La leí, que debe ser la esprosion do la voluntad jenoral, fuó en
Nueva Granada, desde 1863, en lo relativo a matrimonios, la espro-
sion de doctrinas que la Naoíon unánimemente condenaba; salvo
raras eeceDcioues, nadie se sometió a olla, nadie la obedeció: chocaba
con las idcas, costumbres i preocupaciones populares; algo mas:
chocaba hasta con el idioma casilano que, formado bajo el iflilu)O
de las enseñanzas cristianas, no se presta para espresar ideas que son
contrarias a ellas. Si de esto se quisiera una prueba, no seria preciso
ir a buscarla muí l4jos, pues bastaria leer la lei de Cundinamarca do
cuya nulidad tratamos.
La resistencia jcneral i las dificultades de ejecocion consiguien-
tes, obligaron al lejislador, tres silos despues, a espedir una nueva
¡ci de matrim,nio (8 de abril de 1856), en cuyos artículos 30 1 68 se
reconocieron corno válidos, para los efectos civiles, los matrimonios reli-
liosos contraidos ya, o que en adelante Be contrajeran; pero, como
insistiese todavía en someter el contrato a condiciones que no se
conformaban con las costumbres, la nueva lei fuá poco ménos i.nfruc-
Subes quo la anterior.
En vista, sin duda, de tan tristes resultados, el Estado de Cundi-
namarca, tan luego como se adoptó el rjimen federal, espidio (ano
de 1868) su Código Civil, que empezó a rejir el 1.0 de enero de 1860,
que en su artículo 134 declaró 'válidos todos los matrimonios celebrados
ante los respectivos ministros de los cultos, conforme a los cánones 
constituciones relijiceas a que loe contrayentes se hubieran sujetado.
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Por medio de este indulto o amnistía, aconsejado por la pol ítica, se
puso por entónces término al conflicto social; pero surjió de nuevo,
en 30 de agosto de 1864 en cuya fecha volvió el lejislador a estatuir
que solo producirian efectós civiles i políticos los matrimonios hechos
ante los Notarios o Jueces do distrito. Con esto reapareció el desórden
en las, familias, se reprodujo el descontento, i hubó la sociedad de
presenciar, por segunda vez, esas contiendas udiciales indignas, en
que, so capa de lalidad i do justicia, se pretende despojar a las
familias que la opinson tiene por lejítimas, en favor de otras a qU20fl88
ella coúdena por espurias. Acostumbrados los pueblos & verificar el
matrimonio con una sola ceremonia sumamente sencilla, no era
ble que do un dia a otro se habituasen a practicar nuevas fórmulas i
duplicar dilijonciaz. Instituciones do esta clase no se arraigan en las
constumbros sino al cabo de muchos años i tal vez do siglos. En mas
do setenta años el Gobierno frances no ha. podido hacer popular, en
aquella culta nacion, el sistema métrico decimal; ¿cómopretender,
pues, aquí, que en cada cuatro años se amolde nuestro pueblo, atrasa-
do i diseminado en vastsimoe desiertos, a una nueva leislacion civil?
Convengamos en que ea desacordado el Gobierno que introduce nove-
dades sin grave motivo que las autorice, cuando estas novedades han
de causar una revolucion social.
Sin duda con la mira laudable do remediar loe males causados por
la lei de 1864, la Lejislatura de Cundinamarca ospidió, en 28 de enero
del corriente áño, la lei adicional al Código Civil; mas esta quinta lei,
esta quinta revolucion no ha sido mas afortunada que las anteriores;
ha desagradado tanto & los que abogan por el matrimonio civil, como
a los partidarios del relijioso, sega» lo dejan ver las solicitudes por
unos i otros elevadas a la Suprema Corto ¡ al Senado; ella ha violado
a un tiempo los principios consignados en la Constitucion política 1 los
consagrados por las creencias relijiosas del pueblo. Dicha los ha querido
conciliar lo inconciliable ; aceptar a un tiempo el error i la verdad, z
sentarlos uno al lado de otro con iguales títulos i derechos.
En diez i nueve años, ciudadanos Sonadores, en diez i nueve años
se ha mudado cinco veces en Cundinamarca la lejiilacion civil en la
materia de matrimonios, que por su naturaleza debe estar, mas que
otra alguna, firme i establemente organizada, i cuando se tropieza con
las dificultades que son consiguientes a empresa tan difícil, se pretende,
para no confesar la propia temeridad, echar de ellas la culpa a
la Iglesia católica, de quien se diceque ha hecho del matrimonio
la base de su poder; que lo ha elevado a sacramento para conver-
tirlo en un acto do su esclusiva competencia; que por olla eatamos
continuas discusiones, pues pretendo i no cesa de reclamar prerogstl
vas que ha perdido i que esa imposible concederle, i se llega al estre-
no de manifestar sorpresa de que los ministros de esa relijon no tengAn
embarazo de asegurar que la Iglesia. como Iglesia, poder pursm8fl8
espiritual  o inalterable en sus enseñanzas, no reconoce el matriJi1011iO
civil; le¡ ante la cual, se agrega, deberian esos ministros inclinar la
frente respetuosos. Los que así se espresan, no so han detenido, sin,
duda, a considerar lo que son en esta materia todas las relijionea de
este mundo. No hai una sola que no haya organizado la familia! en
cual el matrimonio no sea como una especie de dogma. Si de la Iglesia
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eat6llca dice la mayoría de la comision"que ella, o Beata 8118 pre1aos,
pretenden jnRtificar el adulterio i todas las faltas provenientes de la
• relajacion del vínculo conyugal," porque no se somete a la Wde matri-
inonio ciyil, lo propio tendrá que decir de todas las relijionos nacidas i
por nacer; i si por ello hemos de castigar a los sacerdotes católicos,
habremos de castigar tambien, igualmente, a los ministros de todos los
cultos i acabar de una vez con enastas creencias existen, para que no
quedo otro dios que el dios República, que será bien luego reempla-
sedo por el dios Odear. A esto quedada reducida la garantia consignada
en el inciso 16, artículo 15 de la Constitucion. Para que se vea que el
ÍI&frSSCTitO no exajera; para que se vea que sus honorables colegas te-
man en esta vez el camino de la intolerancia absoluta, llama la aten-
cion de los ciudadanos Senadores .a aquel pasaje del informe en que se
contesta a la reolamacion que hace el señor Arzobispo para sí i su grei,
delaespresadagarantía. Endisehacebefade tal solicitud i se trae
malamente a cuento la Encíclica del Sumo Pontífice, de 8 de diciembre
de 1864, i algunas proposiciones del Svllabus, a las cuales se atribuyen
espresiones que no se encuentran enAlas. El infrascrito lamenta que
Be hagan burlas de esta especie en presencia del Senado i en documen-
toe de un carácter tan serio cual deben ser los informes do las comisio-
nes lejislativas. La política aconseja al estadista guardar miramientos,
no solo con las creencias relijiosas, sino hasta con las preocupaciones
de los pueblos, i las conveniencias sociales nos imponen a todos el deber
de no chocar nunca con las convicciones que en materia do relijion
tengan los hombree con quienes vivimos en sociedad.
Pero dejando a un lado estos recuerdos enojosos, pasa el infrascri-
to a tratar mas especialmente de la le¡ que motiva este informe.
Su artículo 7.° declara válidos los matrimonios celebrados segun
el rito relijioso de los contrayentes, con posterioridad a la lei de 20 dejunio de 1853, i lejitima, adornas, a loe hijos nacidos de tales uniones.
El parágrafo 1.° del mismo artículo esceptiía del beneficio de la
revalidacion a loe c6nyujes que, hallándose unidos por matrimonio
relijioso, hayan contraido despues matrimonio civil con otras peronas; i
El pardgralo 2.
0
 ordena a los ministros de Is relijion, que pasen
copia de las partidas de matrimonio al Notario respectivo o al
Juez parroquiaL
El artículo 4•0 dispone que los contrayentes que quieran solemnizar
su matrimonio con ritos re]iosos, lo lejitimen con las formalidades
que exijo la lei, e impone pena de multa, tanto a los esposos como &
a los ministros ante quienes se inicie el matrimonio, si no dan parte
de lo hecho, dentro do tercero din, al funcionario público a quien
corresponde celebrar el matrimonio civil.
El artículo 5.° prohibe a los ministros de la relijion, bajo multe
de 20 a 200 pesca, que cuwi (así dice) a una persona con otra' distinta
de aquella con quien se halle unida en matrimonio civil.
St artículo 6.°, en fin, atribuye la mision de decretar las multas,
cobrarlas i hacerlas ingresar al Tesoro del Estado, con aplicacion a
la instruocion pública, a cualquiera de los empleados de este ramo.
Contra las citadas disposiciones hubo inmediatamente solicitudes
en sentidos opuestos, dinjidas tanto al Senado como a la Suyrewa
Corta Pidi6 al Sonado la nulidad del artículo 7.° el señor Juan Moreno,
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la dó ka artículos 4?, 5•0, 6.° ¡ parágrafo del 7? fu4 eolidtada por
el señor Araobiso. Sobre estas dos solicitudes nada debe proponer
espresamente el infrascrito, por cuanto la Suprema Corte no ha toma-
do aun conocimiento de ellas.
Ante el esnresndo Tribunal supremo do la Union demandaron que
fuera suspendido el articulo 7.° once ciudadanos vecinos de Cundina-
niarca; pie se suspendiera la leí taLegramonte, lo nidió el señor segun-
do Ortega, ¡ que la suspension se refiriese solo a me artículos 4.°, 5°,
6«° ¡ parágrafo 2.° del 7.°, fud ci objeto de otro memorial suscrito por el
señor Antonio Landínéz.
La Suprema Corte, previa la acumulacion de dichas solicitudes 1
sus respectivos espedientes, i oído el concepto del Procurador joneral
de la Nacion, resolvió en 11 de marzo suspender la 2.-arta del
artículo 4. 0, los dos parágrafos del mismo i los articulos 5..
La saspension del último fuiS apoyada, tanto por el señor Procu-
rador como por los señores Majistrados, en el i'rtículo 24 do la Consta-
tucion; segun el cual, ninguna leí puede tener electo retroactivo en la
Nacion ni en los Estados, escepto en materia penal, cuando la leí
posterior imponga pena menor.
En efecto, a primera vista la contradiocion parece clara; pero va
desvaneciéndose a medida que se reflexiona sobro las das disposi-
ciones i se recuerda que los Estados, en su calidad de soberanos,
pueden obrar absolutamente como tales, en tanto que no violen las
condiciones del pacto federal.
El infrascrito Be ha preguntado: ¿tiene realmente oleato rotroao-
tivo la,disposicion citada? ¿Tiene ésta el carácter de las lope que
crean derechos i obligaciones, o es rusa bien una gracia, una amnistía?
Por último: ¿oste acto sale evidentemente de la esfera do la accion
constitucional, como lo erijo el artículo 14 do la Constitucion, para que
pueda ser suspendido i anulado? Deapues de meditar sobre estas enes-
tienes, el infrascrito ha formado un juicio del todo opuesto al de la
Suprema Corte federal
Una lei tiene efecto retroactivo cuando crea derechos o impone
obligaciones con rolacion a hechos de un tiemporasado. En slpresen;
te caso, la disposicion contenida en el artículo 7. seria retroactiva, si
al revalidar los matrimonios i lejitimar los hijos nacidos do ellos, cre&
ra realmente derechos o impusiera obligaciones que sin ella no existi-
rían. Ahora bien, pregúntesele a la universalidad de loe colombianos
qué entienden por matrimonio lejítinio, cómo se celebra en Colombia,
Í desde cuándo obliga a los contrayentes; ¡ todos, ¡ñu escluir a los su-
toros do la leí de matrimonio civil, ni a los honorables miembros del
Senado, responderán que en toda la República i en cada uno do suS
Esta4os, por universal asentimiento, se ha tenido siempre, i so tiene
he¡ mismo, por lejítirno, el matrimonio celebrado ante la Iglsa; 9,00
donde quiera se miran como obligatorias la vida i cargas oonyt
desde que la ceremonia relijiosa se verifica; que co hai un solo oOlOnl
biano que, de buena fe, califique de naturales a los hijos uaaid9fi de
esas uniones, esto es, que los considere nacidos en virtud de relaciones
inmorales; i que, por el contrario, no ha¡ en el país un solo-hombro
que se estime, que sea capaz de consentir en que sus hijas contraigan
matrimonio puramente civil, o en que ¿atas o en esposa tengan
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relaciones íntimas, ni alternen en sociedad con iras mujer que so h11e
casada civilmente, sin las bendiciones de la Iglesia. ¿Qué significa
todo esto? BiguiSca que todos tenemos conciencia do que el matrimo-
nio puramente civil es una union indigna i vilipendiosa, un hecho
inmoral, un amancebamiento autorizado. Diga lo que quiera la leí
escrita, lka costumbres, las OODViOOÍOBOS, i, para decirlo de una vez,
la voz soberana del pueblo, le¡ sobre toda let humana, no reconocen
como lejítimo otro matrimonio que ci relijioso. Sor esto un desprecio
de la leí, pero la leí & su ves ha sido un desprecio del querer de los
pueblos, i si el lejislador debe ser el representante de la opinión pú-
blica, porque el pueblo es soberano, 61 se bella hoi en el caso de dar
oido a la voluntad de su oomitonte. La Lepslatura de Cundinamarca,
pues, ha obrado bien, de conformidad con los principios democráticos,
al sancionar el artículo 7.° en cuostion. Antes que olla, la sociedad
entera había declarado lejLtimoa los matrimonios celebrados conforme
al rito rolijioso desde 1853 para acá, i todos han reconocido en los
esposos i sus hijos los derechos i obligaciones de talca
Por otra parte, lo dispuesto en el espresado artículo 7.° no es nue-
vo: tiene en su favor la sancion de los hechos aceptados por la socie-
dad. El C64o Civil do Cundinamarca, espedido en 1858 i que empezó
a rejir en 1.0 da enero de 1860, contenia una disposicion igual, contra
la que no sabe el infrascrito que hubiera reolanacion de ninguna espe-
cie. Declarar boj nulos loe matrimonios que ya el lejialador declaró
una vez válidos, eso sí que tendria un efecto retroactivo, pues iría a
destruir derechos adquiridos, de los cuales fueron puestos un poeesion
los interesados.
Lo esencial del contrato de matrimonio ea la union a perpetuidad
entre un hombre i una mujer hábiles para contraerlo, con el objeto de
formar una familiA.. Desde que ese contrato está hecho, gravan sobro
los esposos todas las obligaciones consiguientes; ¿ i será justo que & los
l
oa han listado las cargas i deberes del matrimonio se les prive de los
orcoihos que son correlativos a esas cargas i deberes? N6; lo que
aconsejan la justicia i la equidad es que la leí subsano las faltas de que
adolezcan esos contratos, pues no afectan a su esencia, ni pasan do sor
simples violaciones de fórmulas.
Be verdad que loe c6nyijos unidos ante la Iglesia desde 1864, o, si
ea quiere, desde 1863 para acá., han tenido el deber jegal de formalizar
su matrimonio ante la autoridad civil, i quo por haberlo or&itido, han
incurrido en un delito; pero en equidad, ¿no debe servirles de di»,
culpa su ignorancia ¡falta de malicia? ¿Puede, con apariencia siquiera,
de razon, suponerse en ellos la voluntad de Perjudicarse a si propiosi perjudicar & sus hijos, privándose i privándolos a ellos de todos loe
derechos civiles que la lei los concede i asegura desde que celebren el
matrimonio civil? No por cierto. Hé aqul, pues, un caso en que el lejía..
]ador se baila en el deber de otorgar una amnistía, pues así lo oxije un
grave motivo de conveniencia pública, cual es el de lejitimar a tantos
seras inocentes como han venido al mundo en virtud do aquellas unto-
nos, no Snos lejítimas ante la conciencia de los contrayentes que ante
la conciencia de la sociedad entera. 1 no se diga que el artículo de que
es trata no está. redactado en forma de amnistía: el soberano que usa
do las *lbuoionee que le corresponden, no está sometido a ésta ni
37
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aquella form&Isi no, que se diga cuál debe ser a forma daastit
Amnistiar es olvidar lo pasado, dar como no cometidos loe delitos
culpas que el soberano quiere perdonar; i esto ea precisamente lo
que ha hecho la Asamblea de Oundinamarca respecto de las faltas si
que han incurrido muchos ciudadanos en materia de matrimonio, tanto
por su ¡ci de 28 de enero del presente año, como por .1 Código Civil
de 1860.
Se dirá, tal vez, que delalei civil han nacido ya derechos para
terceras personas, que la validacion de aquellos matrimonios inulana.
Esto puede ser cierto; pero laspersonas que tales derechoshan adquirido
(en corto ndxnero, sin duda, si lo comparamos con el de los inocentes
perjudicados) ¿estarán persuadidas de la realidad de ellos? ¿tendrán
conciencia de que moralmente les pertenecen? N6 todos ellos monten
W
 no les vienen por el recto camino de la justicia 1 aun suponiendo
mayor buena fe de su parte, ¿qué será mas justo; que éstos pierdan
un derecho de que acaso no estén en posesion ¡ . sobre el cual no
pueden fundar grandes esperanzas, o que so sacrifique el derecho
claro do murb íaimos inocentes? ¿La Constitucion que nos rijo impe-
dirá al lejislador emparar a la inocencia, i garantizará el procedimiento
de loe hombres de mala fe? N6; si asi fuera, esa Constitucion no
llenaría su objeto; pues el fin de todo gobierno es hacer que rija la
justicia ¡reprimir la iniquidad.
Las observaciones hechas prueban bien que hai razones muí
poderosas pera sostener la constitucionalidad do la disposicion conte-
nida en el mencionado artículo 7.0: por tanto, no puede afirmares que
Be hallo evideatemen!eftera de la esfera de accion co?2sfitueional del &lado,
que es la condicion que exijo el articulo 14 de la Constitucion para
que una Isi sea anulada.
Si en concepto del infrascrito es válido el articulo 7.°, no sostiene
lo mismo respocto do su parágrafo 2.° La Iglesia está completamente
separada del Estado, i sus ministros no son empleados civiles ni milit a
-res a quienes la leí pueda imponer deberes en servicio público, i mucho
ménos de una manera permanente. Exijirles que pasen copia de las
partidas de matrimonio al Notario o al Juez, es imponerles la obbgs
cío» de llevar el Rejistro civil, lo cual presupone en la autoridad ¿la
facultad do inspeccionar los libros i de disponer el modo de llevarlos
S
De dónde le puede venir al Gobierno este derecho? Si los miniatl'Oe
o la rolijion llevan un rejistro de sus aogs, en que se sienta la raso»
de los matrimonios i nacimientos, oso rojzsto propiedad suya, o, si
se quiere, de la comunidad a que pertenecen i con cuyas contribucione0
se costea. So bailan en el mismo caso que loe libros i damaspapeleS'
propiedades de cualquier particular o sociedad. El p  2.° SS,
pues, violatorio de la garantía consigna&  en loe incisos 5. i 13, arli
-culo 15 de la Constitucion, i lo es tambion del inciso 10.°, que iO W
mita" imponer obligaciones especiales que hagan a, los individuos a
ellas sujetos depeor condicion que loe demaa." Bien se comprende
a?J autoridad ha hallado dificultades para llevar con regularidad ellSepstro civil; pero esto no le da derecho a apropiaras el rejistzO que
lleve la Iglesia, como no lo tiene ninguna persona para apoderaras da
loe bienes de su vecino por haber salido ella mal en sus empresas.
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En el mismo caso se halla la parte final del artículo 4.G La leí puede
obligar, sin duda, a loe que quieran contraer matrimonio a casaras con
las formalidades por ella establecidas, i castigar a los que no las obser-
ven. En su mano está imponer penas severas al amancebamiento, i &
los que se separen de su cónynje lejítimo o abandonen sus deberes con-
yugales, sin previa sentencia judicial ; pero de todo esto, a imponer a los
stros de la rdijion los deberes de ajentes de policía i penarlos por-
que no los cumplen, ha¡ una enorme diferencia. Es singular 9no, cuan-
do se levanta una voz jeneral lamentando que Ja autoridad civil telera
los anianoebainientos, se muestre tanto celo contra los que viven en
una union bendecida por la Iglesia. Las ceremonias con que los miem-
bros de cada comunidad relijiosa consagren el matrimonio, son coasa
oomletamente insignificantes para el Gvierno, segun Ja teoría cona-
tituojonsi: valen mAnos que las danzas i banQuetes con que suelen so-
leinxiizarlo. Segun el inciso 16, artículo 15 de Ja Constitucion, con tal
que no se ejecuten hechos incompatibles con la soberanía nacional, o
que tengan por objeto turbar la paz pública, todo acto reli$oso es del
todo inocente, i so halla, por lo mismo, fuera de la accion de la
autoridad pública; no puedo ser prohibido, ni impedido, ni castigado
sin violar el inciso 3.° del mismo artículo 15, segun el cual, todos
tenemos "la facultad de hacer u omitir todo aquello de cuya ejecucion
u omision no resulte daño a otro individuo o a la comunidad." Impo-
ner a los individuos la obl%acion de dar cuenta a un funcionario
público de cualesquiera actos inocentes ejecutados en privado, i some-
terlos a penas por la emision, es, sin disputa, coartar la libertad¡
cometer un atentado.
• Pero "sucede con frecuencia, dice el informe de la mayoría, que
loe contrayentes no lejitiman su unión ante los funcionarios encargados
de oelebrar el matrimonio; i oste vicio social, quo abate el poder civil,
es el que ha querido corro jir el lejislador de Cundinamarca." El i»-
frascrito cree que el lejislador hace bien en procurar la correcdon de
una falta, de un vicio social, como dice la comision; pero niega que
Pueda hacerlo sali6ndoee deis órbita de sus facultades. Decir que es
vilipendioso para la soberanía del Estado que no se obedezcan sria
leyes, i castigar un hecho como atentatorio a esta soberanía, cuando
se le niega que tenga derecho de lejislar en la materia de que se trata,
es arg&ir dando por probado lo mismo que se disputa.
La fuerza de esta obeervacion se advierto mejor al examinar el
artículo 5,0 de la citada leí, que prohibo a los ministros de la relijion
que e~a una persona con otra distinta de aquella con quien se
halle unida en matrint3nio civil.
El inciso 16, artículo 15 de la Constitucion, garantiza la profesion
libre, pública o privada de cualquiera relijion, con tal que no se ejecu-
ten hechos inmpatibtes con la soterania nacional, o que tengan por objeto
turMr la paz púb&ai. Ahora bien : la ceremonia por la cual un sacerdo-
te cree que une lejítimamente a un hombre con una mujer, sean ellos
casados o solteros, delante de la le¡, ¿es de algun modo incompatible
oon la soberanía nacional, ni puede tener por objeto turbar la paz pú-
blica? 1 no se diga que es un dcsobdecimiento a la lei civil i un ataque,
por lo mismo, a la soberanía del Estado, ni se pretenda que deba
caebgsrse como una turbacion del órden social; porque, en primer
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lugar, la OonSitueion habla de soberanía nacional ¡ n6 de soberanía
del Estado ;de pazpública, ¡ nó do 6rden social, que es cosa ami dile-
rente; 1 en segundo lugar, no es tampoco aquel hecho un desobedecí-
miento de la leí del Estado, habiéndole puesto, como lo ha hecho la
Constitucion, fuera de la esfera do accion do la autoridad lejislativa..
La mayoría do la comision cree, sineznbargo, que puedo la Wontranw
en los dominios del culto, apoyándose en el artículo 23 do la Constitu-
cion, que dice así: "Para sostener la soberanía nacional i mantener la
seguridad i tranquilidad públicas, el Gobierno de la Nacion, ¡los de
los sstados en su caso, ejercerán el derecho do suprema inspeccion
sobro los cultos relijiosos, segun lo determine la leí." De esto artículo
deduce la mayoría sor inconcuso que en Colombia no hai libertad de
pofesar la relijion que ataque el órden social, i asienta, como prin-
cipio, gue los adag de la contienda €e sujeta9 a ta insnion que d Go-
biernojeneral i ¿ de loe .&fados tümen d deredio de ejercer. El infrascrito
opina que el afamado Torquemada no habria dicho mas: pieu tales
cosas sostenga, estt en camino de establecer la inquisicion. lsd artículo
23, oongrucnte del todo con el inciso 16 del artículo 15, so refiere, como
¿ate, a Ja soberanía nacional, a la paz, o sea, seguridad i tranquilidad
públicas, i para nada menciona la soberanía del Estado ni el ¿rden
social.
Estamos tan habituados a vivir en el seno de la Iglesia cat&ica i
tan hechos a la práctica de sus cánones i ritos, ¡ al lenguaje que bajo
su influencia so ha formado, que nos cuesta trabajo sacudir esas preocu-
padones para colocarnos en el campo en que nos ha situado la teoría cons-
titucional; i los lejisladoros mismos no aciertan a espresarse en el nuevo
idioma que debemos hablar. Todas las dificultades que ofrece el artí-
culo 5•0 provienen precisamente do apif. En él se da por cierto un
hecho legalmente falso, quo la Constitucion no admite, i que úntes
bien rechaza, a sabor: que un sacerdote puede wsar. La leí no reco-
noce ni puede reconocer otro matrimonio que el contraido ante la
autoridad civil. Las ceremonias del culto no significan nada para ella.
Que dos individuos de distinto sexo se pongan do pié delante de un mi-
nistro reijioso, i que éste recite algunas oraciones i haga tal o cual
ceremonia, es una práctica baladí con la cual nada tiene que ver la Isi,
que.no puede llamar a eso matrimonio sin desconocerse i negarse 95Í
propia. Esa práctica es un acto inocente que, sin violar la Consbtucion,
no se puede prohibir ni castigar.
Por fortuna, mi&,tras rija la lojislacion actual, no hai que temer
que haya choque ninguno, por razon do loe matrimonios, entro la Iglesia
católica ¡el F.stado; pues dicha lejislacion está casi en todo de acuer-
do con los cánones: aquélla i éstos establecen el matrimonio a perpe-
tuidad, do un solo hombre con una sola mujer; i los impedimentos,
tanto do afinidad como do consanguinidad, son para ambas entidades,
poco mas o ménos, los mismos. 1 no hai riesgo de que Ja Iglesia varíe;
porque ella no altera sus enseñanzas. Desde el principio, sin que la
ciencia moderna lo diera sus lecciones, ella supo que el matrimonio
debia ser indisoluble, que la poligamIa era contraria a la cívilizauion,
la libertad i el progreso ; que la union conyugal entre parientes préxi-
"los codo en detrimento físico o intelectual de la raza, i tionde a impe-
dir la distribucion do la riqueza en la sociedad, a crear familias pnvi-
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Jojiadas is dificultar queso unifique la Nacion ligando, como deben
ligarse, por vínculos de sangre, sus diferentes clases, pueblos i provin-
cias. Las instituciones de la Iglesia, en esto como en todo, tienden a la
igualdad, a fundar la democracia sobre la justicia i la razon.
No 08 cierto, tampoco, que la Iglesia desconozca el matrimonio
civil: por el contrario, algunos doctores suyos a3tienen que el contrato,
esto es, el matrimonio oivii, ea lis materia del sacramento. Ella no di-
suelvo los matrimonios civiles que halla cuando avanza en su camino
estendiendo la luz del Evaujejio, sino que loe revalida, consagra i san-
tifica. Si ha¡ entre sus fieles quienes, olvidando su deber, contraigan
una unzon ilícita, no se propone ella que renuncien al oon&atoque han
celebrado1
 sino que se empeña en lejitimarlo i bondecirlo. Si halla entro
sus catecumenos hombres unidos a varias mujeres, averigua cuál fué la
primera, 1 obligándole a separaras de las otras, le une con ella. Véase
por aquí la diferencia que ha¡ entro la Iglesia, que obedece a una mo-
ral inmutable, i los gobiernos civiles, ajitados por todo viento de doc-
trina. La leí de CundinAmarca que examinamos anula en su parigrafo1.0 del artículo 7.° las uniones celebradas por contrato privado i con-
sagradas por la relijion, siempre que alguno do los cónyujes haya incu-
rrido en la indignidad de contraer civilmente segundo matrimonio. 116
aquí, ciudadanos Senadores, un estímulo dado por el lejislador a los
hombros por-versos para que abusen del candor ¡ sencillez de mujeres
inocentes ; lié aquí un premio otorgado a los seductores libertinos.
Este hecho hace temer que pudieran con el tiempo sut-jir colisiones
entro la Iglesia cat6lica ¡ el Estado, porque este último varf e su lejis-
lacion. Supóngase (porque todo es posible, una vez que se acepta por
única uia Ja razon humana)que el Estado soberano autoriza ma-
trmouio entre hermanos o del padre con la hija; que dos individuos,
do esta manera unidos ante la le¡, arrepentidos de su falta, piden la
absolucion de la Iglesia; que ésta los separa para hacer cesar el caSa-
d.tilo, i los une con otras personas con quienes moralmente pueden ser
wndoit ¿ En este caso se castigará al ministro do la relijion porque tal
hizo, pretendiendo ue ha atacado le. soberanía del Estado, turbado
el 6rden social i Justificado e] adulterio?
Casos semejantes a éste pueden presentaras en sentido inverso.
Esa gran variedad, en materia do matrimonios, en las doctrinas i
ticas de los diversos cultos En algunos ha sido permitido el matnmo-
nao entro hermanos; el musulman, el mormon i muchos otros autorizan
la poligamia, ¡ en cada cual . do efes, por supuesto, los ministros obran
de buena fe. ¿Los castigareis porque consagran uniones de esa especie?
N6, porque eso seria meterse en al santuario de la conciencia i deda-
raros perseguidores de un culto. ¿ Qué liareis, pues? Castipr al que
viva con dos o mas mujeres i al que so halle unido en vida marital
con su hermana; no porque esto sea cosa autorizada por este o aquel
culto, sino porque son delitos definidos en el Cédigo Penal. De acuer-
do con este principio, si entre nosotros se quiere mantener el respeto a
la autoridad civil i moralizar las costumbres, jcgus a castagne la auto-
ridad a aquellos que vivan unidos maritablemente sin haber compa-
recido ántes a formalizar su contrato; castigue a aquel que abandona
a va consorte sin el previo juicio do divorcio; 1 castiguo mas severa-
mente aun al que, despues de abandonarle, escandalice a la sociedad
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contrayendo una union inmoral. Este es el solo camino que las institu-
ciones dejan franco i el solo que la razon aCOtIS6jS.
El infrascrito no se cansar de repetirlo: fu6ra las ideas de Tor-
quemada! fuéra las medidas inquisitoriales 1 anatema a la máxima
funesta de que los actos de la conciencia están sujetos a la inspeocion
que el Gobierno jeneral 1 el del Estado tienen derecho de ejercer! Pata
máxima fuó la practicada por los emperadores romanos, quienes creye-
ron que, como sumos ponMilces del paganismo, tenian derecho a la
suprema inspeccion de loe cultos, i a erijir de los cristianos que rindie-
ran homenajes de adoracion a sus estatuas, como a representantes de
la soberanía nacional Gran número de los mártires que hicieron sus
nombres inmortales, que he¡ venera el mundo católico, i a los cuales
somos en gran parte deudores de la libertad civil i política que al pre-
sento disfrutamos, fueron entregados al verdugo i murieron entro tor-
mentos por el delito de lesa majestad, de ¡esa soberania jOh, cnt cierto
es qué la humanidad ha sido siempre la misma!
La minoría de vuestra comision concluye ya este informe, dema-
siado largo, pidióndoos dispenseis la fatiga que haya cansado a vuestra
atencion, i reservándose el derecho de esponer en el debate lea muchas
refiexionés que surjen de tan importante materia, i que omite, por ser
imposible consignarlas en un escrito como el presento; i cumpliendo
con el Reglamento, 08 propone ci siguiente proyecto de
RESOLUOION:
"El Senado de Plenipotenciarios, en ejercicio de la atribucion 5.,
artículo 61 de la Constitucion, declara válidos loe artículos L°, 2. 0 i 3,0,
primera parte del 4.° i el artículo 7? de la Wadicional al Código Civil
de Cundinamarca, sancionada el 28 de enero del presente año, por no
ser ninguno do ellos evidentemente contrario a la Constitucion; i de-
clara nulos la segundaparte del artículo 4?, el artículo 5.°, el artículo
6.° i el parúgrafo 2.° del artículo 7.°, por sor evidentemente violatonos
de las garat4ías constitucionaioe i especialmente de la consignada en
el inciso 16, artículo 15 de la Constitucion.
"Comuníquese, publíquese i archívese."
Ciudadanos Sonadores.
	
Sano ARBOLEDA-
Bogotá, mayo 13 do 1873.
Secretaria del Seuado.—Mayo 23 de 1878.
Son copias que so publican por resolucion del Senado.
Julio E. Pérez,
LPOBKZ$ DE LAS lItINAS 00311810 ff2 zN 1874.
Ciudadanos Sonadores.
-
La Asamblea Lojialativa del Estado de Cundinamarca espidi6 en
28 de enero de 1878 el acto lejislativo titulado "Lei reformatoria del
Código Civil," el cual contiene siete artículos, i existe en copia suMa-
tica en el respectivo espediente.
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Esta Iej fu6 denunciada como contraria a la Constitucion, por va-
nos ciudadanos, quienes pidieron a la Corte Suprema suspension, es-
pecialmente la de los artículos 4.° i siguientes. El muí Reverendo Ar-
zobispo de la Mqui&&,esis solicitó del Sonado la anulacion de los
artículos 4.°, 6.°, & i parágrafo 2.° del artículo 7.°, ¡ el señor Juan
Moreno el artículo 7.°
La Corte Suprema federal suspendió la segunda parte del artículo4 07 i los artículos 5.°, 6? i 7.0, por ser evidentemenmente contrarios &
Ja Constitución; i se abstuvo de suspender las domas disposiciones
de la citada le¡.
La comision de inspeccion de actos lejislalivos dolos Estados, que
en las sesiones del año de 1873 estuvo a cargo de los ciudadanos Sena-.
dores Mendoz q., López i Arboleda, no estuvo de acuerdo en opiniones:
los dos primeros propusieron únicamente la anulacion del artículo 7•0,
como contrario si artículo 24 do la Constitucion, i válidos todos los
domas; i el último propuso la nulidad de la segunda parto del artículo
4.°, de los artículos 5! i 6.° i del parágrafo 2.° del artículo 7.°
Largamente han discutido todos los funcionarios encargados de
examinar las disposiciones de la Ici citada, i se han bocho cargo de
muchas de las cuestiones a que han dado lugar las disposiciones que
ella oonüone. Vuestra comimon procede a examinar dicho acto lejiaia-
tivo i a esponer brevemente en concepto para proponer lo que, en su
opniion, debe resolver definitivamente el Senado.
1.
Los artículos 1.°, 2? i 3.* no son contrarios a la Constitucion ni a
lei nacional alguna: la lojislacion civil de loe Estados puede determinar
todo Id que crea conveniente para la lejitisnacion de tos hijos naturales
i psis la oaliflcaoion de Latos. Las razones espuestaa en el acuerdo de
la Suprema Corte son, en concepto de vuestra comision, decisivas, i por
lo tanto no ha¡ motivo alguno para anular los espresados artículos.
a.
El artículo 4? dispone en su primera parte - que loe contrayentes
do matrimonio que quieran solemnizarlo por medio do ritos rolijiosos,
tienen el deber do lcjitiznar e] contrato matrimonial practicando las
formalidades exijidas para el matrimonio civil ; i en la segunda parte
ordena, tanto a los contrayentes como a los ministros de los cultos ante
quienes se inicie, que den parte de ello al funcionario encargado do
presenciar el matrimonio civil dentro de tercero dia deapues de inicia-
do el matrimonio relijioso.
El parágrafo L° castiga la omision en el cumplimiento de esto
deber con multas do 50 centavos a 100 pesos a cada uno do Iqjs
i de 6 a 20 posos al ministro que hubiere autorizado el matrimonio ro-
lijioso ; i el parágrafo 2.° da cierta aplicado» al producto de las multas.
En concepto de vuestra comision, esto artículo i sus parágrafos
atacan la libre profesion de una relijion, porque impone obliacionee
que provienen do la práctica de un hecho puramente relijwso. El
matrimonio que presencia el ministro do un culto, no es un acto civil
que las leyes reconocen, sino un sacramento o ceremonia relijioea que
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practican los que profesan ciertas creencias. Imponer penas a losque
intervengan en esa ceremonia como contrayentes o ministros, si no dan
cuenta do ese acto a 108 funcionarios encargados do la celebracion del
matrimonio civil, esponer trabas al libro ejercicio do una relijion, en
la oecucion de hechos que no son incompatibles con la soberanía
nacional, ni que tienen por objeto turbar la paz pública únicas casos
en los cuales puedo la leí intervenir o reatrinjir los actos relijiosos, con-
forme al inciso 16 del artículo 15 de la Constitucion. Debo, pues, ana-
l~ el artículo LO i sus paMgrafos espresados.
M.
El artículo 5.° oonmina con una multa al ministro rdijioso que a
sabiendas owe a una persona con otra distinta do aquella con quien
est6 unida en matrimonio civil; i el artículo 6.0 determina el empleado
que odio imponer la multo, i dispone la aplicaáon que deba dániele..
El lejislador cundinamarques ha querido darle efectos legales a
uniones o matrimonios do conciencia, sin duda con los mas plausibles
fines; pero ha tenido que contrariar las instituciones nacionales. Si el
matrimonie relijioso no tiene efectos legales, ¿ con qué objeto se les ini-
ponen condiciones para su celebracion a los ministros de loe cultos?
Ademas de ser esto enteramente inútil, se ataca, como en el articulo
t°, la libertad relijiosa ; se imponen obligaciones especiales a 108 xnieiD-
bios do los cultos, e interviene la leí en asuntos que son del esclusivo
dominio do la conciencia. Deben, por lo tanto, anularse los artículos
espresados.
It
Por el artículo 7.° so declaran válidos los matrimonios oelebrados
hasta el dia de la sancion de esta leí, i despues do la do junio de 1873,
sobre matrimonios, que no lo hayan sido por lq'ea poseriares, en los
cuales solamente hubieran intervenido loe ministros de loe cultos
conforme a los cánones; i declara, por consiguiente, lejitimados todos
loe hijos nacidos de tales uniones.
El parágrafo 1. 0 escept& de los beneficios de ese artículo a los
que se hubieron casado civilmente con otra persona distinta de aquella
con la cual estuviere unida por el matrimonio relijioso.
El pargrafp 2.0 dispone que los ministros de los cultos pasan en
cada distrito copia do las partidas de matrimonio a los Notarios o
funcionanos públicos.
Este articulo i sus parágrafos no solo contienen la violación del
N
do ernancipacion relijiosa que so observa en la República
desde que se promulgó la Constitucion de 1853, sino que os una viola-
cien flagrante del arttnlo 24 de la Constitución, por cuanto le da efec-
to retroactivo a un acto que, cuando se ejecut6, era simplemente un
hecho relijioso, sin que tuviese influencia alguna legal en el estado civil
do las personas.
Esta disposicion debe, por lo tanto, ser anulada. Mas, ántcs de
presentaros el respectivo proyecto do resolucion, los que suscriben han
ercido conveniente hacer algunas breves apreciaciones sobro los con-
ceptos emitidos. en los informes de las comisiones que han estudiado la
leí que ha sido denunciada como contraria a la Constitucion.
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Los ciudadanos Senadores Mendoza iúpez S. han caldo que e1
lejislador de QujdJnmarca, al imponer cie4s obligaciones a los con-
trayentes de un matrimonio reijioso ¡ a los mjñstros que han interveni-
do en su celebracion, ha hecho uso del dereçØ que al Gobierno Jane-
nl i a loe de loe Estados les concedo el artícMo23 de la Constitucion,
en estos términos:
"Para sostener Ja soberanía nacional¡ irnantener la seguridad¡
tranquilidadpúblicas, el Gobierno jenorai,i los de los Estados en su
"caso, ejercern el derecho de suprema inspeccon sobre los cultos
"relijiosos, onn•lo deja-mine la le¿'
Mas, este derecho, que es la saFrpardia de la Soberanía nacional
ita defensa dol poder civil, no puede ejercerso sino en los únicos casos
en que los hechos relijiosos sean incompatibles con la soberanía nacio-
nal, o que tengan por objeto turbar la paz pública; porque solo a estos
puntos se refiere el espresado artículo 23, i solo estas resbicciones con-
{iene el derecho individual do profesar libremente cualquiera reijion,
oondonne al inciso 16 del artículo 15.
Si losactos lejialativos do loe Estados estienden a otros puntos el
derechode suprema inspeccion, o aumentan las prescripciones de la,
libertad relijiosa, salen evidentemente de su 6rbita constitucional, i el
Senado tiene el deber de anulados.
Jis oelebracion de las nupcias conforme al rito cat1ico, es un he-
cho que puede tener, i tiene en el Estado de Cundinamarca, ciertos
efectos sociales; pero no Be podrá demostrar que ese )z&,4o rd(jio10
ataque la soberanía nacional ni oomprometa la paz pública. J carece
absolutamente de efectos civiles, en términos que los casados por el
rito ostólioo pueden contraer matrimonio civil con j*nonas distintas
de aquellas con las cuales est4n unidas por coremomas relijiosas; i lo
enlaces 'verióados ante los fimSnaños civiles son los que cambian el
estado civil, dan lejitimidad a los hijos, patria potestad, derechos he-
reditarios, i pnxincen todos los efectos legales del contrato matrimonial,
sin que legalmente tenga influencia alguna el matrimonio relijiogij
oontraldo ahtexiormente.
1 si este acto relijiosono presenta obstáculo alguno para la Ojean—
cien de la lo¡ civil, 4podr4 impedirse, restrinjirse o someterlo a reglas
que embaracen su hbrs ejecucion?
Verdad es que las leyes sobre matrimonio civil no han tenido su
debida ob4rrancia, porque la Iglesia cat4lica en Colombia lo ha
desconocido, i ha enseñado que solo el celebrado conforme a. sus ritos
es lejítimo; i tambien por el descuido, neglijencia o desprecio con
que loe que han oonfraido el matrimonio eclesiástico han miradoS iistitucion.
Pero es un hecho que ella va aceptándose a despecho de las resis,
tandas que se le han opuesto; i si ha habido necesidad de que una
sancion dolorosa exiJa el cumplimiento de la. le¡, ella al fin correjii4
el vicio socW de que hablan los ciudadanos Mendoza i L6poz.
Ya he¡, la firmeza con la cual se han sostenido los fueros del
poder civil, loe malee que han sufrido loe que no han lejitimado sus
vínculos conyugales, i el imperio del principio de la emancipacion reli-
Jiosa, han hecho lo bastante para impedir todo paso do retroceso en
ma$i de tanta importancia como ésta para la completa emancipa.
38
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clon clesiAtica; per( U esto es preciso que el lcialsdor no s -
las nupcias que se oS ¡st ante los ministros de los cultou,to aMot
reijiosce que no deben bner efectos de ninguna clase en el órden «ia
Si la Iglesia católi kdoeconoce el matrimonio civil, m.Mntrss eso
desconcoimie ¡sto no se nifi este con hechos que ataquen la soberanía
nacional o la paz p&Iica, la le¡ nada tiene que disponer.
Si los ministros de iqa cuAtes u otros individuos pretenden impedir
los hechos reijiosos rWa la Constitucion permito, el Código PenÁl im-
pone los castigos.o&siguientes a estos delitos.
En esta mteria, pues, vuestra comision ha tenido que eeinnn.
de Fa doctrina apuesta por los ciudadanos Mendoza i L6pez.
El informe del señor Sonador Arboleda contiene una esteta r4-
pilca a las opiniones manifestadas por la mayoría de la oomision, hace
Ja apolojía de la influencia del catolicismo en la orEanizacion de la fami-
ha, i una amarga censura do las leyes que han desconocido el matri-
monio católico. Pretendo demostrar la constitucionalidad del articulo
7.°, que declara válidos los matrimonios celebrados conforme a los ritos
rdijiosos do los contrayentes, dando las siguientes razones: 1. Que
el matrimonio cat6lico es el que reconocen como lejítimo loe oolom-
bisnos; 2.' Que ci matrimonio puramente civil es une, un-ion indigna,
vilipendiosa, &o; 3.L Que el lejisladcr de Cundinamarca ha eepedicb
una amnistía en favor de los que han desobedecido la leí de matrimo-
nio civil; i 4.' Que el articulo 7.° no es un acto lejialativo que haya
salido evidentemente do la esfera constitucional del Estado pan que
pueda anularse por el Senado.
Haciendo complete abstraccion do todas las apteciacilones pie
puedan contribuir a lastimar el sentimiento relijioso, vueáxa oomimow
solo se ocupará de la doctrina constitucional. 	 -
Aceptado por todas las parcialidades políticas el wincipio de la
emancipación nJ/iO.tZ, preciso era que el poder civil reivindican todos
aquellos asuntos que oran do su esclosiva oompetencia i sobre loe
cuales ejercia la Tlesia una jurisdiccion casi acemita. Yor esto fu
por lo que, tan pronto como se espidi6 la Constituoion4e 1863, se
espidieron las leyes de 15 i 20 de junio del mismo año; la irñnera
"d&aratzdo que cesaba toda intervtzcion de la auto~ civil et la
negocios relativos al culto,-" jis segunda, "sobre VU*iIIIO»iO." Rita Id,
i todas las que la Nacion (durante el r4jimen central) i loe Egtados
han cepodido ulteriormente, habrán sido calificadas de isgnas, vil'-
pendiosas &c. &c. por el espíritu relijionario; pero 0115$ han sido
dictadas en uso del derecho perfecto que han tenido la Nacion ¡loe
Estados para lejislar en la materia, sean cuales fusca las opinioiias
refractarias a la emancipacion relijiosa.
Entre las disposiciones que oontenia la ial de 15 de Jumo, SrS
una de las mas importantes la que declaraba sin fuerza legal 1$W?*
las decisiones o actos emanados di las axttoxidade4 ecleSeticas, Sin
hmitackn alguna.
La Mi sobro matrimonio cstableci6 todo lo conveiente Psrz
celebracion de estecoutrato. con absoluta prescindencia de loe miAja-
fros de los cultos i ceremonias rehjio€a&
La leí de8çle abril de1866,en su artículo S0,dió validen los
matrimonios celebrados conforme al ritoteijioeo de los contrsJeflIe.
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con tal que ¿atoe compareciesen ante.el notario o juez del distrito de
la vecindad de la mujer, espresasen que babia habido mutuo ¡libre con-
sentimiento pera celebrar el matrimonio, i comprobasen que tenían ta-
d~ las oondiaiones legales para celebrar ese contrato.
Pero el artículo 7•0 de la leí de (JondiDamarca, sin tener en cuenta
para nada la voluntad de las personas que hubieran contraido matriz
nonio oonforme a loe ritos relijiosos, los declara nuidos legalmente. En
un momento dado aparece cambiado el tatado civil do muchas personas;
adquiridos derechos que las leyes no hablan otorgado; condenados
muchos individuos a perder derechos que habian aquirido legalmente;
trastornados muchos contratos i transacciones; perdidoso ganados
muchos bienes hereditarios; lojitima4los los hijos naturales, i, en fin,
efectuada una completa revolución en el foro, en las familias z hasta en
el ~armo.
Por esto fué que aptas se espidió la espresada le¡, ocurrieron
muchos ciudadanos ante la Corte Suprema a solicitar su saspension,
i ésta fu6 concedida inmediatamente, por ser evidentemente contraria
a la Constitucion.
La observacion que se hace do que el matrimonio cat6lico es el
que reconocen como leftimo los colombianos, puede aplicarse a los
Estados en donde la lofislacion civil no ha emancipado el matrimonio
de la autoridad eclesiatica; pero no ea aplicable a1 Estado de Cundi-
namarca ni a otros de la Urnon, en los cuales no tiene validez alguna
el matrimonio eclesiástico.
Considerar como una amnistía el artículo 70 en favor de todos
los casados conformo a los ritos relijiosos, es una suposicion infundada.
El no hacer uso de un derecho no os cometer un delito ni falta alguna.
A. nadie se le impone el deber de casarse; contraer matrimonio
relijioso no ea un delito ni falta que merezca castigo, i mucho m6nos
que sea una falta jeneral que merezca amnistía.
Mucho ménos puede sostenerse que el artículo 7.° no ha sido un
soto lejislativo que ha salido evidentemente de la esfera constitucional
do los Estados. Su efecto retroactivo es de tal evidencia que no
necesita demostracion alguna, i por esto es que la Corte Suprema¡
todos los funcionarios que han examinado la ¡ej de Cundinamarca,
cou eecopciou del señor Arboleda, han encontrado que tal diaposicion
es violatoria del artículo 24 del C6digo fundamental.
En mérito de lo espuesto, vuestra comision os propone el siguiente
proyecto de
RES O L  0 10 N
El Senado do Plenipotenciarios, onejercicio de la atribucion que
le confiere el inciso 5.°, articulo 51 de la la Constit.ucion, declara flhi-i
doe los artículos 1.°, 2.° i 3.° de la leí de Cundinamarca, espedida el 23
de enero de 1873, por la cual se reforma el C6digo Oivil, i nulos los
artículos 4.°, 5•0, 6.°, j 7. *
 de la misma le¡, por ser contrarios a la Coaw-
tihicion nsaionaL—Oomnníqueae i publíquese.
Bogotá, abril 21 de 1871	 J. SZiom—Aousnn ARTAs.
En cumplimiento del artículo 88 del Beglamento, i reservándome
el derecho de presentar informe separado, firmo el presente.
Ossr*n DAt
a
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Ciudadanos Senadores PlonipotcnciarioÑ.
El infrascrito, tercer miembro de vuestra comision de inspe~
de actos lejistativos de las Asambleas do los Estados, ha tenido la des-
gracia de estar en desacuerdo con sus honorables colegas en dos pun-
tos del informo sobre inconstitucionalidad do la Ici espedida por la
Asamblea del Estado. de Cundinamarca en 23 do enero de 1873, que
fu¿ denunciada por el Reverendo seiior Arzobispo i por otros oiudad.a-
nos. Cumple, pues, con el deber reglamentario de informaros separar-
dam ente.
Habiendo sido ya tratada la cuosfion con grande amplitud i era-
dicion orla Corte Suprema federal, por la coinision que tuvo a su.
cargo el negocio en las sesiones del año pasado, ¡ últimnn.m'te por sus
dos honorables colegas, al infrascrito solo cumplo ocuparse, do loe pun-
tos de la disidencia.
L
Es el primero, la primera parto del articulo 4? de la ici citada,
que dice así; "Los contrayentes do matrimonio que quieran solesnni-
"zarlo por medio de los ritos do la relijion a que pertenecen, tío-,
"nen el deber do lejitimar el contrato matrimonial por medio de la
"prctioa de las formalidades exijidas por la leí para el matn-
"momo civil."
• Esta primera parte del articulo 4." solo dice lo que muchas leyes
han tenido diciendo desde 1853, a saber:
"El matrimonio puramente relijioso no produce efectos Políticos
ni civiles." Por mas ipsignificante que las leyes hayan querido hacer
el acto de contraer matrimonio mediando solamente formalidades
relijiosas, la verdad ea que, con raras esccpcionea, loe colombianos
estiman eso corno bastante para aparecer casados ante la sociedad,,
pan lejitimar su posteridad en el concepto público, i para tranquilizar
su conciencia. 1 de que las cosas sucedan así no se puede inculpar a,
nadie, o mejor dicho, todos somos culpables, porque todos obedecemos
a las enseñanzas recibidas en la niñez, a las impresionesque nos
causan le que vemos i palpamos diariamente, i son contados los que
pueden librarse de la influencia de los principios dominantes enea,
6poca. Las inculpaciones que a este respecto so hacen al clero cat6ljeo,
son injustas, porque 41 a nadie le impide que so case como a bien
tenga; pero La ta a su deber si no dijera a los creyentes: "la Iglesia,
no reconoce loe matrimonios que no van consagrados por la bendicion
sacerdotal," o lo que os lo mino: "las uniones en que eso falta no
son el sacramento instituido por la Iglesia." En el actual estado de
nuestra lejislacion, esas doctrinas son inofensivas a loe poderes nado.
nalee; aM como son i deben ser inofensivas a la Iglesia las fónnulss
i requisitos que el poder civil oetablece para que ese actos produzcan
efectos que en nada se rozan con las creencias relijiosas.
Aun considerada esa parto del articulo corno una simple adverten.
cia, seria Útil conservarla para prarnver a los incautos. Se sSztl ral-
ear costumbres nuevas, costumbres gue pugnan con hábitos i.nvetera4os,
conveniente ea multiplicar las ensenauza8 en el sentido en que se qS,
redirijir la sociedad.
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• P4ro la mayoría de la comision creo que esa parte del artículo
pugna.contra el derecho de profesar la relijion que a bien se tenga, por
ona.nto impone obligaciones por la ejecucion de un acto relijioso. Muí
respetable es para el infrascrito la opinion de sus ilustrados colegas,
pero no puede ver las 00888 de la misma manera. La lei, con esa dis-
posicion, no interviene en asuntos de la conciencia: lo tlnico que hace
es notificar a los contrayentes de matrimonio relijibso, que ese acto no
producirá efectos completos, aquellos que en la República son del do-
minio del lejialador, si no se llenan ciertas formalidades.
Conviene hacer notar que la Corte Suprema no le encontró obje-
oion a esa parto del artículo, por lo que la opinion del infrascrito está
en perfecto acurdo oon la de esa respetable corporacion.
E'!
E1 segundo punto de desacuerdo está en las disposiciones conte-
nidas en el artículo 70 de la leí en cuestion, en la parte que concede
efectos civiles i políticos a loe matrimonios celebrados ante los minis-
tros de los cultos dcapues de la promalgacion do la ]ei nacional do 20
de junio de 1853 hasta la publicacion de la leí del Estado, de 30 de
agosto de 18" La Corte Suprema suspendió el artículo 7° tegra-
mente ; la mayoría de las comisiones que en el sio pado 1 en el pre-
sente han hecho estudio del asunto, croen que las disposiciones allí
contenidas son contrarias a la Constitucion, i por consiguiente nulas.
La Corte ¡la mayoría de las comisiones fundan su opin ion en el artí-
culo 24 de Ja Constitucion, que dice: "Ninguna disposicion lejislativa
tendrá efectos retroactivos en el Gobierno jeneral ni en el de los Esta-
dos ¿o."
Para mejor contraer la onestion, copiaré la parte del artículo 7°
en 9ue está la disidencia. Dice así; "Decktrsnse válidos los matrimo-
"mee celebrados hasta el día de la sancion.de
 esta lei, 1 despues de la
"de junio de 1853 sobre matrimonio civil, que no lo hayan sido por
leyes posteriores, celebrados solamente con la concurrencia de los
' ministros de los cultos, conforme a los cánones o constituciones re-
"lijiosas del que profesen loe contrayentes, siempre que en éstos
"hayan concurrido, al tiempo de la celebracion del matrimonio, las
' condiciones etjidas EOt el Código Civil tiara su celebracion. Deelá-
"ranas así mismo kjihmados por subsiguiente matrimonio los hijos
"nacidos de estas uniones."
Para establecer el alcance del artículo 24 de la Constibicion con
aplicacion a la lejislacion de Cundinamarca i en especial & la parte del
artículo 7.° de la leí de 23 do mayo de 1873, que dejo copiada, es indis-
pensable averiguar cuál era la lejialacion vijente en ese Estado a tiem-
r
do promulgar la Constitccion ; porque si las leyes federales, inclumve
misma Constitucion, que es Ja le¡ de las leyes, no pueden tener efec-
tos retroactivos, no podrán annlarseooú apoyo do ese artículo 24 leyes
que estaban vijentes cuando la Constitucion se espidió; 1 ménos loe
efectos de esas leyes, que constituyen ya hechos consumados. En con
cepto dpi miembro disidente de la connalon, ese os el punto sustancial
en el asunto, i sobre él llama la atenoion del Senado.
El artículo y,' copiado solo pees do inoficioso en lo relativo a los
matrimonios celebrados hasta la pablicacion de la lei de 30 de agosto
de 1864; porque ya respecto de ellos se babia dispuesto lo mismo ; le.
lo que me propongo patentizar si Senado.
Las leyes nacionales de 20(10 junio do 1853 1 de 8 do junio de
1866, fueron lasprimeras que establecieron el matrimonio civil en la
Bepública: en ellas se dispuso que en lo sucesivo solo pzduciri&i efec-
tos civiles 1 politices los matrimoniosque se celebraran ante los minis-
tros de los cultos. Estas leyes fueron derogadas por el artículo 134 del
C6dio Civil de Cundinamarca, que dijo: "Son válidos, para loe efectoe
« civiles i políticos, los matrimonios  celebrados ante los respectivos
"narnatros de los cultos, conforme a los cánones o constituciones reD-
"jiosan a que los contrayentes se hayan sujetado para celebrar el
"matrimonio."
Pero ahora se dice: "esa lei pea contra el artículo 24 de la Cona-
tatucion, porque so le dieron efectos retroactivos ; i por tanto, adolece
de nulidad." Entremos, pues, en esa cueetion. -
El C6digo Civil de Cundinamarca se sancion6 en 8 cts enero de
1869, bajo la iijenoia de la Constitucion de 22 de mayo do 1858. Esa
Constitucion, GU Bu artículo 50, solo permitió la suspension i anulacion
de los actos de las Lojislaturas de los Estados en cuanto fueran contra-
non la Constitucion o a las leyes de la Confodoracion. En ninguna do
lasa de ese C&ligo se consignó el principio, sin duda miii
conveniente, de que las leyes no pudioran tenor efecto retroactivo; 1
como la Confederacion solo se reservó el poder Jejislativo en las mate-
nas de la competencia del Gobierno jeneral, ea incuestionableque el
artículo 134 del Código de Cundinamarca no habia podido snulsrse
conforme a los preceptos de esa Constitucion. El Estado pudo tambien
derogar las leyes nacionales sobre matrimonio, porque desde entónoes
este asunto fud de la competencia de 108 Gobiernos seccionaba.
Tampoco puede anuiarse hoi ose artículo 134, porque lo resiste el
artículo 24 de la Constitucion vijente, que prohibe dar a las leyes federa-
les efectos retroactivos; i efectos retroactivos se dañan a esa leí federal
S
la Conatituolon) desde el momento en que el Sonado negara al Estado
o Cundinamarca la facultad con que revalid6 los matrimonios que la
lei de 183 declaraba nulos.fl artículo tantas veces citado del Código de Cundinamarca solo.
estuvo vijente hasta la publicacion de la leí de 30 de agosto de 18G4.
Esta, en su artIculo 1.0, dijo : "Desde la publicacion de la presente leí,
solo producirán efectos civiles i políticos los matrimonios aue se cele-
bren ante los notarios i jueces del distrito, con las formaliddes estable-
¿idas en los artículos 119 i 131 del Código Civil."
Por lo espuesto so comprende que, conforme a la lejislacion de
Cundinamarca, los mtitrimonios celebrados ante los ministros de los
cultos desde 1853 hasta 1873, están colocados en dos cateorfas dife-
rentes: los celebrados hasta 1864, revalidados por una lei que no es
anulable por el Senado; i los celebrados desde 1864 hasta la espedi-
clon de la ici de 23 de enero de 1873, revalidados por una leí sujeta
a suspension i nulidad.
Ahora bien: el artículo 7° de la leí denunciada, en la parte de
que nos venimos ocupando, revelida los matrimonios que iio hayan
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sido retaliadoe por leyes posteriores a la de 1863. Allí, pues, se
ratifica implicitamente la validez del artículo 134 del Código Civil, que
eela leí poeteriora que ee hace lareferencia. Sien absoluto aeanulara,
el artículo 7?, se comprendería que el Senado negaba a la Lejislatura
de Cundinamarca la potestad de Lacé esa ratifloacion; i esa intelijen..
cia quedaría justificada por la jane/sUdad con que hasta ahora ha
sido tratada la onestion, tomsndQ por punto de partida la leí nacional
que estableció el matrimonio civil; i porque el Código Civil en ese
punto ha. sido ¿mii combatido. Pendiente está en el Senado una recia-
maoion directa pidiendo la anulacion de los efectos del artículo 134,
reclainacion en que loe Majistrados no han estado de octerdo. Es por
esto que el inIrs.scrito ha creído conveniente que el Senado haga la
diatincion debida, distincion que costará i prevendrá muchas cu-
tiones; i este ce, en lo relativo a.! artículo 7.9, el punto en desacuerdo.
En fuerza de lo Spueeto, os
IM
 propone el siguiente proyecto de
RZ$OLtl ClON:
"El Seado de Plenipótenciarios, en uso de la atribucion 5., are
tionlo 61 de la Constitucion nacional, declara: 1.° son válidos loe
açtfculos 1.°, 2.? i 3.° de la Ial del Estado de Cundinamarca, de 23 de
mayo de 1878, reformatoria del Código Civil; 2.° Declara válida la
parte del artículo 4.°, que dice: ' Los contrayentes de matrimonio que
quieran solemnizarlo por medio de loe ritos de la relijion a que perte-
necen, tienen el deber de lejitimar el contrato matrimonial por medio
de la práctica do las forinnildades exijidas por la leí psis el matrimonio
civil'; 3.? Es válida la primera parto del artículo 7.°, en cuanto revalida
los matrimonios anteriores a lapublicacion de la leí de 30 do agosto
da1864;i t°Sedeo nulos, la ~da psitedd artículo t iloe
artículos £.°, 6.? i 7•, Mie con la reetriccion espresada.
n Comuníquese i publíqucee."
Bogotá, 29 de abril de 1874-
Gasa DrAz.
Es oopia que se publica por disposicion del Senado.
Bogotá, mayo 7 de 1874.
Por el Secretario - El Oficial mayor, Ju& Conedor.
